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Resumen 
Al no existir norma positiva que defina la naturaleza jurídica del Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería –COPNIA-, el presente trabajo propone que esta entidad pública 
es un Órgano Autónomo e Independiente en virtud de lo establecido en el artículo 113 de 
la Constitución Política, que ejerce función administrativa para el cumplimiento de su 
misión, la inspección vigilancia y control de la ingeniería, profesiones afines y profesiones 
auxiliares, mediante la potestad sancionadora de la administración. La primera parte 
aborda la tradición constitucional del Estado colombiano durante su vida republicana 
finalizando en la Constitución de 1991 que proclama a Colombia como una República 
Unitaria con Descentralización Territorial y Administrativa, ilustrando el planteamiento del 
problema de la investigación. La segunda parte ilustra la hipótesis que da solución al 
problema de la investigación exponiendo, la misión del COPNIA, inspección, vigilancia y 
control de la ingeniería, de acuerdo con la Constitución, la Ley y la Jurisprudencia; la 
potestad sancionadora de la administración como parte de la potestad sancionadora del 
Estado; y “Otros Órganos Autónomos e Independientes” diferentes a la tradicional 
tridivisión del poder público. 
 
Palabras clave: República Unitaria; Descentralización Territorial, Administrativa y 
Financiera; Función Administrativa; Inspección, Vigilancia y Control de la 
Ingeniería; Potestad Sancionadora del Estado y de la Administración; Órganos 
Autónomos e Independientes. 
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Abstract 
The absence of positive rule defining the legal status of the National Professional Council 
of Engineering -COPNIA- (for its acronym in Spanish), this paper proposes that this public 
entity is an Independent Self-Governing Agency under the provisions of Article 113 of the 
Constitution, which exercises administrative role to fulfill its mission, inspection, 
monitoring and control engineering, allied professions and auxiliary professions, by 
sanctioning power of the administration. The first part deals the constitutional tradition of 
the Colombian state during his republican life, continuing in the 1991 Constitution 
proclaiming Colombia as a unitary republic with Territorial and Administrative 
Decentralization, illustrating the approach to the research problem. The second part 
illustrates the hypothesis that solves the problem of research exposing the mission of 
COPNIA, inspection, monitoring and control of engineering, according to the Constitution, 
Law and Jurisprudence; sanctioning powers of administration as part of the sanctioning 
power of the state; and "Other Independent and Self-Governing Agencies" different from 
the traditional three-way division of public power. 
 
Keywords: Unitary Republic; Territorial Decentralization, Administrative and 
Financial; Administrative function; Inspection, Monitoring and Control of 
Engineering; Sanctioning Power of the State and Administration; Independent and 
Self-Governing Agencies.  
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 Introducción 
El Consejo Profesional Nacional de Ingeniería fue creado mediante la Ley 94 de 1937, 
“por la cual se reglamenta el ejercicio de la ingeniería”, específicamente en el artículo 61 
y entregándole particularmente la competencia para expedir matrículas profesionales a 
los ingenieros2 y certificados de matrícula a los maestros de obra3 así como para la 
cancelación de los mismos4. 
 
Posteriormente fueron proferidas normas por medio de las cuales se reglamentó el 
ejercicio de la ingeniería y se dispuso que el Ministerio de Obras Públicas sufragaría los 
gastos del Consejo Profesional de Ingeniería; tales normas fueron el Decreto Legislativo 
1782 de 1954 derogado por la Ley 64 de 1978 el cual fue modificado por la Ley 9 de 
1990, en cuanto redefinió el concepto de ingeniería y arquitectura y sus profesiones 
auxiliares y le entregó otras facultades para ampliar el alcance de las actividades que 
fueron clasificadas en esa norma. Todo esto en cuanto al marco normativo que rigió al 
Consejo Profesional de Ingeniería previo a la promulgación de la Constitución Política de 
1991. 
                                               
 
1
 Ley 94 de 1937. Artículo 6o: 
Para verificar la inscripción y para los demás efectos pertinentes, créase en Bogotá el Consejo 
Profesional de Ingeniería, integrado por el decano de la facultad de Matemáticas e Ingeniería de la 
Universidad Nacional, un ingeniero nombrado por el Ministerio de Educación Nacional, el Ministro de 
Obras Públicas o un ingeniero delegado por él, y el Presidente de la Sociedad Colombiana de 
Ingenieros. El Consejo así formado, elegirá un Secretario. A excepción hecha del Decano de la 
Facultad y del Ministro de Obras Públicas, ningún otro miembro del Consejo podrá elegirse 
consecutivamente para un período mayor de un año. 
2
 Ley 94 de 1937. Artículo 8o: 
Para obtener la matrícula, deberán llenarse las condiciones prescritas en algunos de los ordinales 
siguientes: I) Haber obtenido título de Ingeniero Civil, de minas, arquitecto, agrimensor o de otra 
especialidad de la ingeniería, en una Facultad, escuela o instituto oficial o aceptado legalmente por el 
Ministerio de Educación Nacional, o en Facultad, escuela o instituto extranjero de buen crédito. 2) 
Haber ejercido de manera honorable y competente, como responsable, la profesión de ingeniero, 
durante un período no menor de seis (6) años, antes de la vigencia de esta Ley, o pertenecer a la 
Sociedad Colombiana de Ingenieros como miembro de número u honorario. 3) A los individuos que 
estén en estas circunstancias se les exigirá un certificado auténtico de su práctica, expedido por la 
empresa o empresas o por las entidades públicas a cuyo servicio haya ejercido la profesión. 
3
 Ley 94 de 1937. Artículo 5o: 
Los constructores (maestros de obra) que con una práctica profesional de cinco (5) años, anterior a la 
sanción de esta Ley, hayan ejercido con reconocida capacidad y honradez su profesión, tendrán 
derecho a que el Consejo Profesional, creado por el artículo 60. de la presente Ley, les expida un 
certificado para que puedan ejercer la profesión de constructores (maestros de obra), y queden 
exentos del examen. 
4
 Ley 94 de 1937. Artículo 10: 
El Consejo Profesional Nacional de Ingeniería podrá cancelar la matrícula a los individuos 
comprendidos en el artículo 5o. y en el inciso segundo del artículo 8o. de la presente Ley, cuando se 
compruebe el mal uso que de dicha matrícula se hubiere hecho por razones de notoria incompetencia. 
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En virtud del artículo 20 transitorio de la nueva Carta Política el gobierno expidió el 
Decreto 2171 de 1992 por el cual reestructuró el Ministerio de Obras Públicas y 
Transporte como Ministerio de Transporte disponiendo en su artículo 163: 
 
Los costos que demande el funcionamiento del Consejo Profesional Nacional de 
Ingeniería y Arquitectura y de sus respectivas seccionales serán cubiertos con los 
ingresos que por los derechos de expedición de matrícula, tarjeta de matrícula profesional, 
certificados y constancias fije el Consejo. El Consejo tendrá su planta de personal propia 
de acuerdo con la determinación del mismo, con cargo a los fondos a que se hace 
referencia en el presente artículo. (Decreto 2171 de 1992. Artículo 163.) 
 
A continuación la Ley 435 de 1998 creó el Consejo Profesional Nacional de Arquitectura 
y sus Profesiones Auxiliares, escindiéndolo por lo tanto del Consejo Profesional Nacional 
de Ingeniería y sus Profesiones Auxiliares que fue reestructurado indicándose su 
composición, artículos 25 a 26; el artículo 28 indicó la liquidación de los bienes y 
remanentes en una proporción de 1/3 para el Consejo Profesional de Arquitectura y 2/3 
para el Consejo Profesional de Ingeniería. 
 
El proyecto de Ley 44 de 2001, Senado de la República, y el proyecto de Ley 218 de 
2002, Cámara de Representantes, en el artículo 25, pretendían la siguiente Naturaleza 
Jurídica para el COPNIA: 
 
El Consejo Profesional Nacional de Ingeniería, Copnia, continuará funcionando como la 
autoridad pública con funciones de Tribunal de Etica y policía administrativa, en la 
inspección, control y vigilancia del ejercicio de la ingeniería, sus profesiones afines y 
profesiones auxiliares, sin perjuicio de las demás que le asignen otras leyes concordantes 
o los decretos reglamentarios; ente autónomo con personería jurídica, autonomía 
administrativa y financiera y organización interna propia, de acuerdo con sus 
necesidades y determinación. (negrilla no original) 
 
No obstante, la sentencia C-078 de 2003 (Corte Constitucional, M.P. Clara Inés Vargas 
Hernández) decidió “declarar fundadas las objeciones presidenciales” referentes al citado 
artículo 25 de los mencionados proyectos de Ley, además de los artículos 265, 276, 287 y 
808, puesto que trasladaba una entidad del nivel central del orden nacional al nivel 
descentralizado sin cumplir con los requisitos establecidos en la Constitución, tener 
iniciativa gubernamental, y en la Ley 489 de 1998, artículo 50, en cuanto no determina el 
Ministerio al cual se encontraría adscrita o vinculada. 
 
(…) la Corte concluy[e] que el legislador está desplazando al Consejo Profesional Nacional 
de Ingeniería del sector central al descentralizado, pues le atribuye personería jurídica, 
autonomía administrativa y financiera, y además le asigna recursos del Presupuesto 
General de la Nación (art. 26). Este cambio implica una modificación a la estructura de la 
administración nacional (CP art. 150-7) pues está creando un establecimiento del sector 
                                               
 
5
 Rentas y patrimonio. Fueron excluidas de las rentas y patrimonio del COPNIA el cobro de la tasa por las 
matrículas profesionales, pero permaneció el cobro de certificados y constancias (artículo 25 de la Ley 842 
de 2003). 
6
 Integración del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería. 
7
 Funciones específicas del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería, Copnia. 
8
 Funciones de Inspección y vigilancia de las ingenierías Pesquera, Agrícola, Agronómica y Forestal y sus 
respectivas profesiones auxiliares. 
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descentralizado, facultad que si bien está atribuida al legislativo por virtud del artículo 150-7 
de la Carta, ella no puede ser ejercida autónomamente sino contando con la iniciativa 
gubernamental según lo dispuesto en el artículo 154 ibídem. 
(…) del proyecto de ley se desprende que el mismo no contó con la iniciativa o 
aquiescencia del Ejecutivo, ha de concluirse que las mismas están afectadas de 
inconstitucionalidad y por ello deben declararse fundadas las objeciones del Ejecutivo. 
 
La sentencia C-649 de 2003 (Corte Constitucional, M.P. Clara Inés Vargas Hernández), 
luego de ser rehechos e integrados los proyectos de Ley 044 de 2001, Senado de la 
República, y 218 de 2002, Cámara de Representantes, de acuerdo con lo decidido en la 
sentencia C-078 de 2003, declaró cumplida la exigencia del artículo 167 de la CP y por 
tanto exequible el texto definitivo al que le correspondió la Ley número 842 de 2003, 
quedando (i) suprimido el artículo 25 de los proyectos de Ley, Naturaleza Jurídica del 
COPNIA, (ii) excluyendo de las rentas y patrimonio lo recaudado por el cobro de la tasa 
por las matrículas, cuyo método quedó establecido en el literal k) del artículo 26 sin que 
el monto pueda superar un salario mínimo legal mensual vigente, (iii) permaneciendo en 
el patrimonio y rentas lo recaudado por cobro de certificados y constancias, artículo 25 de 
la Ley 842, (iv) siendo eliminado el artículo 27 de los proyectos de Ley, integración del 
COPNIA, (v) además de la exclusión del artículo 80 de los proyectos en mención que le 
entregaban la inspección y vigilancia de las ingenierías Pesquera, Agrícola, Agronómica 
y Forestal y sus respectivas profesiones auxiliares, pero que posteriormente fueron 
entregadas por la Ley 1325 de 2009. La composición del Consejo Profesional de 
Ingeniería se encuentra en los artículos 25 y siguientes de la Ley 435 de 1998. 
 
Así, el problema que guía la investigación que se presenta es, ¿La naturaleza jurídica del 
Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA y su régimen jurídico, en el 
ejercicio de la función de inspección, vigilancia y control de la ingeniería, profesiones 
afines y auxiliares establecida en el artículo 26 de la Constitución Política de 1991, 
mediante la potestad sancionadora de la administración como manifestación de la 
función administrativa, es la de un órgano autónomo e independiente de acuerdo con el 
artículo 113 superior, siendo una entidad pública del orden nacional lo cual le determina 
su régimen administrativo? 
 
Al ser excluido el artículo 25 de los proyectos de Ley 044 de 2001 y 218 de 2002 de 
Senado y Cámara de Representantes, respectivamente, la reglamentación del Consejo 
Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA carece de norma positiva que establezca 
su naturaleza jurídica con la consecuente incertidumbre respecto de regulaciones como 
régimen administrativo de vinculación de planta de personal, etc, lo cual redunda en 
perjuicio del valor de la seguridad jurídica por tanto la presente investigación pretende 
entregar una propuesta de ubicación dentro de la estructura del Estado además de 
estudiar la función de inspección y vigilancia de ejercicio profesional de la ingeniería, 
afines y auxiliares, como potestad sancionadora del estado a la luz de la normatividad y 
la jurisprudencia, en el marco constitucional del artículo 26 y para el óptimo cumplimiento 
de los fines del Estado, siendo plausible tipificar a esta entidad como un órgano 
autónomo e independiente en virtud de lo establecido en el artículo 113 constitucional ya 
que dicha figura brinda el mayor potencial para el ejercicio de sus funciones respetando 
su tradición, siendo esta la hipótesis a trabajar. 
 
Se podría tipificar como una Unidad Ministerial, concepto estatuido en el artículo 11 del 
Decreto 1050 de 1968 como oficinas o comités cuando cumplieran funciones de asesoría 
o coordinación y consejos cuando incluyeran personas ajenas al ministerio; reciben el 
4 Introducción 
 
nombre de divisiones, secciones, grupos y excepcionalmente direcciones generales, las 
unidades operativas; y comisiones o juntas es la denominación de las unidades que se 
crearan para el estudio o decisión de asuntos especiales; posteriormente en el artículo 63 
de la Ley 489 de 1998, que derogó el Decreto 1050 de 1968, estableció que el acto que 
determine la estructura de cada ministerio dispondrá la nomenclatura y jerarquía de las 
unidades ministeriales de acuerdo con la misma Ley 489. El artículo 64 estableció las 
funciones de los directores de las unidades ministeriales sumadas a la Constitución, al 
acto de creación y a disposiciones especiales. 
 
Podría tipificarse también como una entidad descentralizada por servicios, adscrita a un 
Ministerio o un Departamento Administrativo, que es la postura de la Corte Constitucional 
esgrimida en la sentencia C-078 de 2003. El sector descentralizado por servicios se 
encuentra determinado en el numeral 2) del artículo 38 de la Ley 489 de 1998, en el 
literal c) las Superintendencias y Unidades Administrativas Especiales con personería 
jurídica y en el literal g) las demás entidades administrativas nacionales con personería 
jurídica que formen parte de la Rama Ejecutiva. En el artículo 50 de la misma ley se 
establecen los requisitos para la creación de las nuevas entidades descentralizadas que 
entre otros dispone la adscripción o vinculación a un Ministerio o Departamento 
Administrativo, numeral 6. 
 
Además podría tipificarse como una entidad sui generis tal como quedó plasmado en 
providencia del Consejo de Estado, figura inexistente en la Constitución y la Ley: 
 
En conclusión, para la Sala, el referido Consejo es un organismo sui generis y las 
funciones que cumple son, por consiguiente, administrativas (Consejo de Estado, Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo, Sentencia de 16 de junio de 1998, Expediente 
AI009, CP Ernesto Rafael Ariza Muñoz, p 9) 
 
No obstante atendiendo el artículo 163 del Decreto 2171 de 1992, el comportamiento del 
COPNIA a partir de ese momento y su material autonomía e independencia otorgada por 
esta norma, el presente trabajo propone, para la discusión, que el COPNIA debe ser 
tipificado como Órgano Autónomo e Independiente. 
 
Es plausible esta tipificación como Órgano Autónomo e Independiente toda vez que 
desde la reestructuración del Ministerio de Obras Públicas y Transporte en Ministerio de 
Transporte, Decreto 2171 de 1992, mediante el artículo 163 materialmente fue efectuada 
la conversión del COPNIA en este tipo de órganos, al entregarle autonomía e 
independencia, cumpliendo con lo dispuesto en la Constitución Política de 1991 artículos 
113, 150.7, 154 y 189, principalmente, tal como se expone en la sentencia C-150 de 
2003 (Corte Constitucional, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa). 
 
El COPNIA ejerce función administrativa, puesto que la inspección vigilancia y control de 
la ingeniería, sus profesiones afines y auxiliares es una finalidad del estado de acuerdo 
con el preámbulo, el artículo 2 y el artículo 26 superiores, principalmente, y la función 
administrativa es un medio por el cual el Estado cumple sus fines (artículo 209 
constitucional); el COPNIA es la autoridad (artículo 2 de la Ley 1437 de 2011, CPACA) 
que a través del procedimiento administrativo sancionatorio establecido en la Ley 842 de 
2003 profiere actos administrativos, declaraciones unilaterales de voluntad proferidas por 
la respectiva autoridad en ejercicio de función administrativa que producen efectos 
jurídicos de los que conoce la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, para el 
cumplimiento de su misión constitucional y legal. En consecuencia la autonomía e 
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independencia ofrece las mayores garantías para el mejor cumplimiento de su misión 
estatal ya que maximiza la imparcialidad y transparencia puesto que disminuye la 
injerencia de otros organismos (Sentencia C-827 de 2001. M.P. Álvaro Tafur Gálvis). 
 
A pesar que la sentencia C-078 de 2003 declaró fundadas las objeciones presidenciales 
respecto al artículo 25 de los proyectos de Ley 44 de 2001, Senado de la República, y 
218 de 2002, Cámara de Representantes, que formalizaba al COPNIA como ente 
autónomo con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y organización 
interna propia, de acuerdo con sus necesidades y determinación, por cuanto no contaban 
con iniciativa del gobierno o su aquiescencia, artículo 154 constitucional, esta declaración 
NO hace tránsito a cosa juzgada constitucional puesto que se trata de un requisito de 
forma, y no de fondo como lo prescribe el artículo 243 superior, por lo cual inclusive en 
una nueva norma de rango legal se podría reproducir idéntico contenido pero lo más 
plausible es expresar claramente en el precepto que establezca la naturaleza jurídica del 
Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA que (i) se trata de un órgano 
autónomo e independiente (ii) con autonomía administrativa y financiera y personería 
jurídica (iii) para el ejercicio de la inspección, vigilancia y control de la ingeniería, 
profesiones afines y profesiones auxiliares (iv) de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 113 y 26 de la Constitución Política (v) en virtud de los principios de la función 
administrativa estipulados en el artículo 209 Superior y desarrollados en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo o la norma que haga 
sus veces. En la exposición de motivos es adecuado explicar que el acto jurídico que 
establece explícitamente la naturaleza jurídica del COPNIA no se rige por el artículo 50 
de la Ley 489 de 1998 toda vez que su naturaleza se circunscribe a los órganos 
prescritos en el artículo 113 superior que de acuerdo con lo dispuesto en el sentencia C-
150 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) son de estipulación legal sin contar 
más que con los requisitos de la Constitución basados en el artículo 150 numeral 7 por lo 
cual deben contar con iniciativa gubernamental, artículo 154. 
 
La metodología empleada fue cualitativa para el análisis de la información. En la primera 
etapa se recolectó la información propuesta, en la segunda etapa fue sistematizada la 
bibliografía y en la etapa final se hizo el análisis de la información recolectada y 
sistematizada para así valorar la hipótesis planteada. 
 
La información recolectada y sistematizada correspondiente al estado del arte arrojó los 
conceptos generales y más relevantes referentes a la estructura del estado, su 
transformación histórica y su relación centro periferia, lo cual ilustra el planteamiento del 
problema y su relevancia, razón por la que se enmarca en una metodología lógico-
deductiva que parte de lo general a lo particular, lo general son los conceptos de la 
estructura del estado y lo particular es la problemática del COPNIA en referencia a ellos. 
 
De acuerdo con Patiño González, María Cristina y Mejía Quintana, Oscar Eduardo (26 de 
julio de 2012), Metodología de la Investigación Jurídica. Manual para la elaboración del 
Proyecto de Investigación de Maestrías y Doctorados. se entiende por método lógico-
deductivo: 
 
Utilizamos este método cuando partimos de lo general a lo particular, aplicando principios 
y teorías generales a casos particulares, mediante una serie de juicios, de manera que 
establezcamos principios desconocidos a partir de principios conocidos o aplicando 
nuevas consecuencias basadas en principios conocidos. (Universidad Nacional de 
6 Introducción 
 
Colombia, Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, Área Curricular de 
Derecho, p 13) 
 
 
Así mismo la información recolectada y sistematizada relacionada con el marco teórico 
buscó la conceptualización referente a la función misional del Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería –COPNIA- que se enmarca en la potestad sancionadora de la 
administración, concluyendo en la exposición de los órganos autónomos e 
independientes y la ubicación del COPNIA en esta categoría. Al observarse las 
características propias del objeto de estudio, el COPNIA y su misión constitucional, y la 
posterior exposición del marco conceptual, potestad sancionadora de la administración y 
los órganos autónomos e independientes, se encuentra una metodología lógico-inductiva 
ya que se parte del objeto de estudio particular para encuadrarlo en conceptos generales 
de la potestad sancionadora de la administración y la categorización como órgano 
autónomo e independiente. 
 
Método lógico-inductivo: 
 
Contrario al método anterior, el razonamiento parte de teorías o casos particulares que se 
aplican a conocimientos generales. Para este método, la inducción puede ser completa, 
como ocurre cuando estudiamos todos y cada uno de los elementos que componen el 
objeto de estudio y cuando sabemos que el conocimiento general que de allí se extrae 
pertenece a cada uno de los elementos objeto de investigación. 
Sin embargo, la inducción también puede ser incompleta, como cuando no es posible 
analizar todos y cada uno de los elementos objeto de estudio y por ello se toma una 
muestra representativa que nos permitirá hacer generalizaciones. (Patiño González & 
Mejía Quintana. 26 de julio de 2012. p 13). 
 
En la ejecución de este proyecto tuvo gran preponderancia el análisis jurisprudencial, 
recolectado y sistematizado de la manera antedicha, y analizado partiendo de la 
ubicación del problema jurídico principal a resolver el cual entrega las razones de la 
decisión y los problemas jurídicos secundarios que muestran las razones que a pesar de 
ser relevantes no resuelven de manera directa el problema principal. Los conceptos 
jurídicos que se exponen tanto en las razones principales de la decisión como en las 
razones relevantes han sido los conceptos que han guiado y que se exponen en el 
presente trabajo en lo que tiene que ver con la ilustración del problema de la 
investigación y la solución planteada. Así mismo entregan el criterio para la 
determinación de líneas jurisprudenciales, los cambios en el precedente y las sentencias 
hito. 
 
El presente escrito consta de dos partes. La PRIMERA PARTE ilustra el planteamiento 
del problema haciendo un recorrido histórico por las Constituciones de nuestra vida 
republicana y consta de tres capítulos (i)-La transformación del Estado Colombiano en el 
siglo XIX exponiéndose (i.i)-El estado liberal clásico; (ii)-El Estado Intervencionista, La 
Revolución en Marcha y la Modernización del Estado, compuesta por (ii.i)-
Industrialización y Pauperización Social, (ii.ii)-La Reforma de 1936: la atenuación del 
individualismo, (ii.iii)-La constante: el estado de sitio, (ii.iv)-La reforma técnica: 
estructuración del aparato estatal; (iii)-La Constitución de 1991: República Unitaria, 
Descentralización Territorial y Administrativa, divida en (iii.i)-Conceptualización y 
principios y (iii.ii)-La Descentralización Territorial y Administrativa. 
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La SEGUNDA PARTE ilustra la hipótesis que da solución al problema de la investigación 
exponiendo los elementos esenciales para la ubicación del COPNIA en la estructura del 
estado, compuesta de los siguientes tres capítulos (iv)-La Función Misional del Consejo 
Profesional Nacional de Ingeniería –COPNIA-: Inspección, Vigilancia y Control de la 
Ingeniería, Profesiones Afines y Auxiliares, exponiéndose (iv.i)-Libre Escogencia de 
Profesión y/u Oficio y su parentesco con otros derechos; (iv.ii)-Marco interno de la 
libertad de elección de profesión y/u oficio, que a su vez es compuesto por (iv.ii.i)-El 
riesgo social y los títulos de idoneidad y (iv.ii.ii)-El riesgo social y la inspección y 
vigilancia, dividido en (iv.ii.ii.i)-El registro profesional, (iv.ii.ii.ii)-Código de Ética 
Profesional, y (iv.ii.ii.iii)-Autoridad competente; (v)-Potestad Sancionadora del Estado y 
Derecho Administrativo Sancionador, donde se expone, (v.i)-Potestad Sancionadora del 
Estado y Potestad Sancionadora de la Administración y (v.ii)-Derecho Administrativo 
Sancionador; (vi)-“Otros Órganos Autónomos e Independientes” que contiene (vi.i)-
Ramas del Poder Público, Estado Social de Derecho y Órganos Autónomos e 
Independientes. 
 
El capítulo final, (vii)-Autonomía e Independencia del consejo profesional nacional de 
Ingeniería – Copnia, propone las conclusiones sustanciales que validan la hipótesis. 
(vii.i)-El Consejo Profesional Nacional de Ingeniería –COPNIA- fue extraído del sector 
central por el decreto 2171 de 1992 artículo 163 y convertido en Órgano Autónomo e 
Independiente; (vii.ii)-Autonomía e Independencia del Consejo Profesional Nacional de 
Ingeniería – COPNIA y el ejercicio de función administrativa; (vii.iii)-Autonomía e 
independencia del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA y su misión 
constitucional y legal. 
 
El objetivo general que se ha planteado esta investigación ha sido analizar e identificar 
los elementos que configuran la naturaleza jurídica del Consejo Profesional Nacional de 
Ingeniería –COPNIA- y el límite a su ejercicio de la potestad sancionadora. 
Específicamente ha buscado establecer cuál es el régimen de responsabilidad 
administrativa del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería –COPNIA- en el ejercicio 
de la inspección y vigilancia de la ingeniería, sus profesiones afines y auxiliares e 
identificar y analizar a la luz de la normatividad vigente y de la jurisprudencia los 
elementos y límites que enmarcan el ejercicio de la potestad sancionadora del Consejo 
en ejercicio de su función de inspección y vigilancia. 
 
  
Primera parte 
La primera parte de este escrito tiene como propósito principal ofrecer el contexto 
histórico, político y jurídico de la transformación del Estado colombiano en nuestra vida 
republicana hasta la promulgación de la actual Constitución Política con el fin de tener 
una mejor panorámica en la que se inserta la dinámica del Consejo Profesional Nacional 
de Ingeniería. 
1. Transformación del Estado Colombiano en 
el Siglo XIX 
1.1 El Estado Liberal Clásico 
El final del siglo XVIII se ha reconocido como punto de ruptura en las prácticas 
económicas, políticas, sociales, culturales que se manifestó de manera violenta en las 
revoluciones de América y Europa marcando el desprendimiento del antiguo régimen por 
uno nuevo que desde sus inicios ha enfatizado en nuevos valores codificados en 
constituciones. 
 
En 1776 inició la revolución norteamericana por la independencia del Reino de la Gran 
Bretaña. El ideario de esta revolución fue proclamado en la Declaración de 
Independencia adoptada por el Congreso Continental de Filadelfia el 4 de julio de 1776 y 
en la Constitución de los Estados Unidos de 1787, Constitution of the United States. 
 
A su vez en el Reino de Francia el 26 de agosto de 1789 los revolucionarios proclamaron 
la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano posterior a la toma de La 
Bastilla el 14 de julio del mismo año que marcó el inicio de la Revolución Francesa y 
simbolizó la caída del antiguo régimen. 
 
La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano expresa el ideario liberal y 
la ruptura con el antiguo régimen absolutista: 
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Artículo 1. Los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos. Las 
distinciones sociales sólo pueden fundarse en la utilidad común. 
Artículo 2. La meta de toda asociación política es la conservación de los derechos 
naturales e imprescriptibles del hombre. Estos derechos son: la libertad, la propiedad, la 
seguridad y la resistencia a la opresión. 
Artículo 3. El origen de toda soberanía reside esencialmente en la Nación. Ningún órgano, 
ni ningún individuo pueden ejercer autoridad que no emane expresamente de ella. 
Artículo 4. La libertad consiste en poder hacer todo lo que no daña a los demás. Así, el 
ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene más límites que los que 
aseguran a los demás miembros de la sociedad el goce de estos mismos derechos. Estos 
límites sólo pueden ser determinados por la ley. 
Artículo 5. La ley no puede prohibir más que las acciones dañosas para la sociedad, todo 
lo que no es prohibido por la ley no puede ser impedido, y nadie puede ser obligado a 
hacer lo que ésta no ordena. 
Artículo 6. La ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen el 
derecho de participar personalmente o por medio de sus representantes en su formación. 
Debe ser la misma para todos, tanto si protege como si castiga. Todos los ciudadanos, al 
ser iguales ante ella, son igualmente admisibles a todas las dignidades, puestos y 
empleos públicos, según su capacidad y sin otra distinción que la de sus virtudes y la de 
sus talentos. 
Artículo 7. Ninguna persona puede ser acusada, detenida ni encarcelada sino en los 
casos determinados por la ley según las formas prescritas en ella. Los que solicitan, 
facilitan, ejecutan o hacen ejecutar órdenes arbitrarias deben ser castigados; pero todo 
ciudadano llamado o requerido en virtud de lo establecido en la ley debe obedecer 
inmediatamente: se hace culpable por la resistencia. 
Artículo 8. La ley no debe de establecer más que penas estrictas y evidentemente 
necesarias, y nadie puede ser castigado sino en virtud de una ley establecida y 
promulgada con anterioridad al delito y legalmente aplicada. 
Artículo 9. Toda persona, siendo presumida inocente hasta que sea declarada culpable, si 
se juzga indispensable su detención, la ley debe de reprimir severamente todo rigor que 
no sea necesario para el aseguramiento de su persona. 
Artículo 10. Nadie debe ser inquietado por sus opiniones, incluso religiosas, en tanto que 
su manifestación no altere el orden público establecido por la ley. 
Artículo 11. La libre comunicación de los pensamientos y de las opiniones es uno de los 
derechos más preciados del hombre; todo ciudadano puede, por tanto, hablar, escribir e 
imprimir libremente, salvo la responsabilidad que el abuso de esta libertad produzca en los 
casos determinados por la ley. 
Artículo 12. La garantía de los derechos del hombre y del ciudadano necesita una fuerza 
pública. Esta fuerza se instituye, por tanto, para beneficio de todos y no para la utilidad 
particular de aquellos que la tienen a su cargo. 
Artículo 13. Para el mantenimiento de la fuerza pública y para los gastos de administración 
es indispensable una contribución común: debe ser igualmente repartida entre todos los 
ciudadanos en razón a sus posibilidades. 
Artículo 14. Todos los ciudadanos tienen el derecho de verificar por sí mismos o por sus 
representantes la necesidad de la contribución pública, de aceptarla libremente, de vigilar 
su empleo y de determinar la cuota, la base, la recaudación y la duración. 
Artículo 15. La sociedad tiene el derecho de pedir cuentas a todo agente público sobre su 
administración. 
Artículo 16. Toda la sociedad en la cual la garantía de los derechos no está asegurada ni 
la separación de poderes establecida, no tiene Constitución. 
Artículo 17. Siendo la propiedad un derecho inviolable y sagrado, nadie puede ser privado 
de ella sino cuando la necesidad pública, legalmente constatada, lo exige claramente y 
con la condición de una indemnización justa y previa. (en 
http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/derhum/cont/30/pr/pr23.pdf 25.06.2013) 
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Las raíces ideológicas y filosóficas de estas revoluciones se pueden asociar con las 
ideas de autores como Tomás Hobbes, El Leviatán; John Locke, Segundo Tratado sobre 
el Gobierno Civil; Charles Montesquieu, El Espíritu de las Leyes; Juan Jacobo Rousseau, 
El Contrato Social; entre otros, todos ellos ligados a la ilustración. 
 
Para el Doctor Bernd Marquardt las revoluciones liberales de finales del siglo XVIII y XIX 
encuentran su base ideológica en el ‘social-newtonianismo’ entendido como la 
incorporación e influencia en la sociedad de las teorías expuestas por Isaac Newton en 
su obra Principios Matemáticos de la Filosofía Natural. 
 
Política y mentalmente, las raíces del nuevo modelo de Estado se encuentran en la 
Ilustración política que se transformó, desde los años 1760, de un modelo intelectual a 
una fuerza política poderosa (…) 
El perfil del derecho natural de la Ilustración puede caracterizarse con exactitud como 
social-newtonianismo
9
. Análogamente a la ciencia líder alrededor de 1800, la física 
elaborada un siglo antes por ISAAC NEWTON en la Philosophiae Naturalis Principia 
Mathematica de 1687, con su concepto del planeta tierra como una gran máquina, similar 
al mecanismo de un reloj supradimensional con ruedas dentadas engranadas, el derecho 
político de la Ilustración recibió una figuración mecanicista, atomista y racionalista que fue 
transferida, en un sentido exigente, a la sociedad humana, que debía reestructurarse 
alrededor de su unidad atómica, el individuo, caracterizado como razonable, autónomo e 
igualitario. Los fundamentos de la organización social ya no fueron segmentos señoriales 
y comunales, sino individuos con derechos fuertes de autonomía, que deberían gravitar y 
centrifugar como los átomos en la física mecánica. En la esfera jurídico-política, el social-
newtonianismo tuvo como consecuencias la estructura individual de los derechos 
fundamentales y de la propiedad privada, la figuración mecanicista de la separación de 
poderes y la visión del Estado como la gran máquina, condicionada por la actividad 
legislativa y manejada por una extensa administración pública rigurosa. (Marquardt, Tomo 
I, 2011, pp 30-31). 
 
Carlos Marx y Federico Engels proponen que las revoluciones liberales, “revoluciones 
burguesas”, fueron una consecuencia lógica, en virtud de su lectura lineal, dialéctica, 
materialista y progresiva de la historia y del tiempo, propiciada por el cambio en la forma 
de producción de un modo artesanal a un modo industrial en la que la burguesía requiere 
de un modelo de Estado, de sistema socio-jurídico, acorde con las nuevas circunstancias 
económicas en las que esta clase asume el poder para satisfacer sus intereses. El 
descubrimiento del nuevo continente había efectuado la apertura de nuevos mercados y 
el transporte a vapor los dinamizó. 
 
La antigua organización feudal o gremial de la industria ya no podía satisfacer la 
demanda, que crecía con la apertura de nuevos mercados. Vino a ocupar su puesto la 
manufactura. La clase media industrial suplantó a los maestros de los gremios; la división 
del trabajo entre las diferentes corporaciones desapareció ante la división del trabajo en el 
seno del mismo taller. 
Pero los mercados crecían sin cesar; la demanda iba siempre en aumento. Ya no bastaba 
tampoco la manufactura. El vapor y la maquinaria revolucionaron entonces la producción 
                                               
 
9
 En detalle: Marquardt, Bernd, El Estado de la doble revolución ilustrada e industrial (1776-2008), tomo 3 de 
la Historia universal de Estado, Bogotá, Ed. Universidad Nacional de Colombia &La Carreta, 2009. pp 15 y 
ss. 
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industrial. La gran industria moderna sustituyó a la manufactura; el lugar de la clase media 
industrial vinieron a ocuparlo los industriales millonarios –jefes de verdaderos ejércitos 
industriales-, los burgueses modernos. 
La gran industria ha creado el mercado mundial, ya preparado por el descubrimiento de 
América. El mercado mundial aceleró prodigiosamente el desarrollo del comercio, de la 
navegación y de todos los medios de transporte por tierra. Este desarrollo influyó a su vez 
en el auge de la industria, y a medida que se iban extendiendo la industria, el comercio, la 
navegación y los ferrocarriles, desarrollábase la burguesía, multiplicando sus capitales y 
relegando a segundo término a todas las clases legadas por la Edad Media. 
La burguesía moderna, como vemos, es por sí misma fruto de un largo proceso de 
desarrollo, de una serie de revoluciones en el modo de producción y de cambio. 
Cada etapa de la evolución recorrida por la burguesía ha ido acompañada del 
correspondiente éxito político. Estamento oprimido bajo la dominación de los señores 
feudales; asociación armada y autónoma en la comuna
10
; en unos sitios, República 
urbana independiente; en otros, tercer estado tributario de la monarquía; después, durante 
el periodo de la manufactura, contrapeso de la nobleza en las monarquías feudales o 
absolutistas y, en general, piedra angular de las grandes monarquías, la burguesía, 
después del establecimiento de la gran industria y del mercado universal, conquistó 
finalmente la hegemonía exclusiva del Poder político en el Estado representativo 
moderno. El gobierno del Estado moderno no es más que una junta que administra los 
negocios comunes de toda la clase burguesa. 
(…) 
Hemos visto, pues, que los medios de producción y de cambio, sobre cuya base se ha 
formado la burguesía, fueron creados en la sociedad feudal. Al alcanzar un cierto grado de 
desarrollo estos medios de producción y de cambio, las condiciones en que la sociedad 
feudal producía y cambiaba, toda la organización feudal de la agricultura y de la industria 
manufacturera, en una palabra, las relaciones feudales de propiedad, cesaron de 
corresponder a las fuerzas productivas ya desarrolladas. Frenaban la producción en lugar 
de impulsarla. Se transformaron en otras tantas trabas. Era preciso romper esas trabas, y 
se rompieron. 
En su lugar se estableció la libre concurrencia, con una constitución social y política 
adecuada a ella y con la dominación económica y política de la burguesía. (Marx y Engels, 
1972, pp 50-57) 
 
Siguiendo los planteamientos del Doctor Marquardt en su obra Los dos siglos del Estado 
constitucional en América Latina (1810-2010) que enfatiza en la ruptura producida al final 
del siglo XVIII con las revoluciones liberales burguesas, el proceso surtido en Inglaterra, 
Carta Magna y Bill of Rights, no hace parte de estas revoluciones sino que es ubicado 
como proto-constitucionalismo con claras distinciones del constitucionalismo moderno 
producto de la ruptura referida. 
 
 
PROTO-CONSTITUCIONALISMO CONSTITUCIONALISMO MODERNO 
-Producto de la Europa Medieval y del 
antiguo régimen (siglo XIII-1775) 
-Producto de las tres revoluciones 
ilustradas en Anglo-América, Francia e 
Hispano-América, es decir, nació entre 
                                               
 
10
 Comunas se llamaban en Francia las ciudades nacientes todavía antes de arrancar a sus amos y señores 
feudales la autonomía local y los derechos políticos como «tercer estado». En términos generales, se ha 
tomado aquí a Inglaterra como país típico del desarrollo económico de la burguesía, y a Francia como país 
típico de su desarrollo político. (Nota de F. Engels a la edición inglesa de 1888.) 
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1776 y 1825 
-Limitación del poder público por leyes 
fundamentales y un derecho oral 
consuetudinario, sin codificar 
constituciones formales 
-Constituciones formales escritas al estilo 
de codificaciones completas 
-Separación horizontal de poderes en 
bipolarismo institucionalizado, sin distinguir 
de modo funcional 
-Separación horizontal de poderes al estilo 
tridimensional-funcional 
-Derechos de grupos (comunidades) y 
privilegios 
-Derechos individuales 
-Figuración espiritualizada y religiosa -Figuración secularizada y laica 
-Fuente de la legitimidad: dios y el monarca -Fuente de la legitimación: el pueblo (o la 
nación) 
 
Resumiendo, el proto-constitucionalismo o “constitucionalismo antes del 
constitucionalismo formal” tuvo un perfil específico al codificar elementos del derecho 
político e institucional, al legitimar y limitar el poder público, al contornear valores y 
derechos, al construir instituciones y, en general, al modelar el Estado. En esto Inglaterra 
fue un buen ejemplo del proto-constitucionalismo europeo, pero de ningún modo el único: 
debe verse la Carta Magna inglesa de 1215 en una línea con la Bula de Oro del Reino de 
Hungría de 1225, los Estatutos a favor de los Príncipes del Sacro Imperio Romano de 
1220 y 1231, las Constituciones Regni Siciliae de 1231 y la Partida Segunda de las Siete 
Partidas del Reino de Castilla y León de 1256/1265, mientras debe interpretarse la Bill of 
Rights de 1689 como un ejemplo raro en la historia inglesa de algo que sucedió en el 
Sacro Imperio Romano Germánico, entre la Capitulación Electiva de Carlos V de 1519 y la 
caída del Estado en 1806, en toda sucesión al trono, a saber, una capitulación electiva en 
la cual el monarca elegido confirmó explícitamente por escrito los principales derechos de 
sus vasallos
11
. En el caso del Sacro Imperio Romano Germánico, las Leyes 
fundamentales de 1359 a 1648 concernieron especialmente a los temas de la elección del 
monarca, la pacificación del segmentarismo guerrero, la autonomía regional, la paz 
religiosa, la organización de la justicia suprema y la institucionalización del bipolarismo 
entre el monarca y la asamblea representativa
12
. (Marquardt, Tomo I, 2011, pp 25-26). 
 
Como reflejo de las revoluciones burguesas, angloamericana y francesa, o su par en el 
sur del nuevo continente, tuvieron lugar las distintas independencias del Reino de 
España y la promulgación de nuevas constituciones de corte burgués liberal a partir de 
1810 con el “grito de independencia” que tuvo lugar en Santafé en el Virreinato de la 
Nueva Granada. 
 
El profundo estudio presentado por el Doctor Bernd Marquardt en su citada obra Los dos 
siglos del Estado Constitucional en América Latina (1810-2010) ofrece una visión 
desmitificada (Marquardt, Tomo I, 2011. pp 11-13, 78-87) del proceso del 
constitucionalismo a lo largo de la vida republicana de las antiguas colonias del Reino de 
Castilla en el centro y sur del nuevo continente que lo ubica con independencia, aunque 
obviamente influenciado por las manifestaciones de la ilustración en el viejo continente y 
para esto efectúa un acucioso análisis de las constituciones promulgadas a lo largo de 
                                               
 
11
 Véase Wahlkapitulation Karls V (1519) ed. por KOEBLER, GERHARD (Ed.), Fontes, http://www.koebler-
gerhard.de/Fontes/WahlkapitulationKarlsV.htm (28.02.2011). 
12
 Marquardt, Bernd, El Estado de la paz interna y de la organización judicial en el caso de Europa (1495-
1775), tomo 2 de la Historia universal de Estado, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia & La Carreta, 
2009. pp 41 y ss, 79 y ss. 
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las repúblicas latinoamericanas bajo el racero de los valores y estándares que durante la 
historia del constitucionalismo moderno se han construido, lo que busca imprimirle 
objetividad. Para el Doctor Marquardt las repúblicas de América Latina han tenido una 
larga tradición constitucional que debe ser evaluada de manera similar con las 
democracias de Europa. 
 
Los valores del constitucionalismo moderno son conformados por i) las libertades 
individuales provenientes del social-newtonianismo y la ilustración, desde 1776 con las 
revoluciones liberales burguesas y el derecho natural; ii) el constitucionalismo social 
proveniente de las constituciones de México, 1917; Rusia, 1918; y de Alemania de 1919, 
que introdujeron reivindicaciones sociales a la voracidad productiva de la revolución 
industrial; y iii) el constitucionalismo ambiental desde 1971 que entiende los límites del 
medio ambiente y la devastación producto del modo de producción (Marquardt, Tomo I, 
2011, p 71). 
 
Por lo tanto, se quiere elaborar, con fundamento en el análisis de un poco más que 600 
fuentes primarias
13
, una propuesta más precisa que contiene dieciocho indicadores 
principales para evaluar cualitativamente la introducción, evolución y difusión global del 
Estado constitucional. En esto, se distinguen entre el largo siglo XIX (1776-1916) y el 
breve siglo XX (desde 1917)
14
. Para el primero se proponen trece indicadores de 
transformación, mientras al segundo se suman cinco criterios cualitativos adicionales
15
: 
Criterios cualitativos de transformación para el largo siglo XIX (1776-1916): 
1-El autovínculo normativo del poder estatal por una constitución formal al estilo de una 
codificación completa del derecho político. 
2-El republicanismo en lugar de la monarquía dinástica del antiguo régimen. 
3-El reconocimiento de los derechos humanos –con base en el derecho natural- como 
derechos fundamentales. 
4-La especial garantía del derecho a la vida, es decir, la abolición de la pena de muerte. 
                                               
 
13
 Para el profesor Marquardt uno de los problemas de las investigaciones constitucionales es el estudio de 
normas sin contexto o el estudio del contexto económico, social y político sin revisar fuentes normativas 
primarias: 
En suma, el reto clave es unificar los accesos metodológicos del constitucionalismo dividido en dos: 
no se puede teorizar sin discutir las fuentes primarias, pero tampoco pueden interpretarse las fuentes 
primarias sin tener teoría. Se requiere una memoria a mediano y largo plazo que entienda el derecho 
como algo que se despliega en la dimensión del tiempo, ya que el derecho de hoy, mañana será 
historia. Además, se necesita contextualizar el derecho en su sociedad concreta en lugar de 
entenderlo como mero material intelectual. El arte es siempre encontrar el equilibrio adecuado. 
(Marquardt, tomo 1, 2011, p 71) 
Al final de cada uno de los tomos de la obra Los dos siglos del Estado Constitucional en América Latina 
(1810-2010) se ofrece el compendio de las fuentes primarias y secundarias que fundamentan la obra. 
14
 HOBSBAWN, ERIC, Das Zeitalter der Extreme, Weltgeschichte des 20. Jahrhunderts, 3ª Ed., Múnich, 
Deutsher Taschenbuch Verlag, 1999. Título original en inglés: The Age of Extremes, A History of th World 
1914-1991. Título en español: Historia del siglo XX, 1914-1991, Barcelona, Ed. Crítica, 1996. pp 16 y ss. 
BAUER, FRANZ, Das lange 19 Jahrhundert (1789-1917), Stuttgart, Reclam Verlag, 2004. 
15
 Véase también: MARQUARDT, El Estado de la doble revolución ilustrada e industrial, op. Cit., pp 151 y ss. 
MARQUARDT, BERND, Constitucionalismo Comparado, Acercamientos metodológicos, históricos y teóricos, 
Bogotá, Ed. Universidad Nacional de Colombia, 2009, pp 22 y ss. 
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5-La abolición de la esclavitud y el reconocimiento de la pertenencia a la nación y la 
ciudadanía para minorías étnicas y religiosas, por ejemplo para los indígenas
16
 
americanos y judíos europeos. 
6-La inclusión de grandes partes del pueblo en el proceso político por el sufragio universal 
masculino. 
7-El desarrollo de un modelo de separación horizontal de poderes con un balance 
equilibrado entre los dos poderes más políticos, el ejecutivo y el legislativo. 
8-Un jefe de Estado refrendado tanto temporal e institucionalmente como obligado a 
asumir la responsabilidad por su conducta. Entre los subindicadores se encuentran 
especialmente: 
 -los cambios de gobierno en la forma establecida en la constitución. 
 -en ciclos adecuados y cortos. 
9-La realización de la supremacía de la constitución por la posibilidad de defenderla ante 
una corte suprema. 
10-La separación vertical de poderes por el federalismo o regionalismo con sus opciones 
aumentadas de la participación y de la inclusión de la oposición en la responsabilidad 
política. 
11-La emancipación del Estado del poder de las organizaciones supranacionales 
religiosas como la Iglesia católica. 
12-La calidad del Estado protector y su habilidad a garantizar la seguridad y paz interna. 
13-La validez de la constitución por un periodo real, es decir, la misma no fracasó y fue 
simplemente un teórico o utópico. 
Criterios cualitativos adicionales del siglo XX y XXI (desde 1917): 
14-La realización de la igualdad entre los géneros, especialmente por medio del sufragio 
femenino. 
15-La no elusión del núcleo constitucional por las nuevas estrategias del estado de sitio y 
de las facultades especiales; además, la renuncia a intervenciones anti-democráticos en 
forma de prohibiciones de partidos políticos indeseados. 
16-El constitucionalismo económico con el fin de promover y acelerar la transformación 
industrial. 
17-El constitucionalismo social para garantizar la seguridad y justicia socioeconómica 
contra los riesgos del empobrecimiento y de la marginalización en la sociedad industrial. 
18-El constitucionalismo medioambiental, orientado a la sostenibilidad y la habilidad al 
futuro de la sociedad industrial, en reconocimiento de los límites ecosistémicos de las 
actividades humanas en un planeta limitado. 
Todo esto se ha impuesto en la mayoría de los países occidentales, pero en ritmos y 
tiempos cada vez diferentes
17
. (Marquardt, Tomo I, 2011, pp 32-34). 
 
El componente temporal se encuentra en el eje transversal de las grandes 
transformaciones entendidas en el contexto de “sistemas de energía y del metabolismo 
social y las respectivas transformaciones de determinantes físicas, especialmente del 
paso del sistema solar-fotosintético o agrario al sistema fósil-energético o industrial” 
ahora en la era del petróleo y el consumismo (Marquardt, Tomo I, 2011, p 21, 64). En 
este sentido las transformaciones más pequeñas, de memoria corta, se presentan por 
olas que a nivel global se trata de “siete olas de transformación estatal en el mundo 
(1776-2010)”: a) La primera ola de transformación (1776-1825); b) La segunda ola de 
                                               
 
16
 Esto no se refiere al constitucionalismo étnico del inicio del siglo XXI con su enfoque en derechos grupales 
(véase tomo 2, capítulo D.2.d), sino a la inclusión a la ciudadanía según los mismos estándares que los otros 
ciudadanos (comp. capítulo C.3.a.). 
17
 Se debe tener en cuenta que el modelo del Estado constitucional democrático abarca a lo sumo dos 
quintos de la población del mundo (Marquardt, Tomo I, 2011, p 67). 
16 Naturaleza jurídica del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería –COPNIA- y 
el ejercicio de la inspección y vigilancia de la ingeniería, sus profesiones afines y 
sus profesiones auxiliares a la luz de la Constitución Política de 1991 
 
transformación (alrededor de 1830 y 1848); c) La tercera ola de transformación (1870-
1911); d) La cuarta ola de transformación (1917-1921) y la contra-ola europea; e) La 
quinta ola de transformación (1945-1966); f) La contra-ola americana y la sexta ola de 
transformación (década de 1970); g) La séptima ola de transformación (alrededor de 
1990). (Marquardt, Tomo I, 2011, pp 41-68). 
 
Las transformaciones del constitucionalismo en América Latina desde 1810 hasta 2010 
se dividen en seis fases: 1) “La transformación originaria al Estado republicano de la 
Ilustración política (1810-1847)” (Marquardt, Tomo I, 2011, capítulo B); 2) “El 
constitucionalismo del alto liberalismo suramericano (aprox. 1848-década de 1880)” 
(Marquardt, Tomo I, 2011, capítulo C); 3) “El Estado constitucional en la era de la 
consolidación nacional (aprox. 1880-1916)” (Marquardt, Tomo II, 2011, capítulo A); 4) “La 
fase del complemento del republicanismo ilustrado por el constitucionalismo socio-
económico (1917-1949)” (Marquardt, Tomo II, 2011, capítulo B); 5) “El Estado 
hispanoamericano en la crisis de la transformación industrial y el anti-constitucionalismo 
dictatorial (aprox. 1950-década de 1980)” (Marquardt, Tomo II, 2011, capítulo C); 6) “El 
restablecimiento del Estado constitucional en Hispano-América y la transformación al 
constitucionalismo pluralista (desde 1985)” (Marquardt, Tomo II, 2011, capítulo D). 
 
Es notorio que Latinoamérica no ha sido ajena a los cambios que se han suscitado en el 
estado constitucional moderno, con ecos y autonomías, en la adaptación y desarrollo del 
sistema político, jurídico, social y económico; y Colombia ha estado inmersa en los 
diversos matices y tendencias que se han suscitado en el mundo occidental y la región 
en referencia a su gobierno, movimientos sociales, etc. En cualquier caso la inserción de 
Colombia y en general del sur del continente americano en la economía del mundo ha 
sido desde sus inicios republicanos y seguramente por ser herencia colonial, a grandes 
rasgos, como abastecedora de materias primas y consumidora de productos elaborados 
que en el presente se manifiesta en la llamada ‘locomotora minera’, a guisa de ejemplo. 
 
Siguiendo el esquema propuesto por el Doctor Marquardt los primeros pasos hacia la 
declaración de independencia en estos suelos colombianos en 1810 y su consolidación 
en 1819 corresponde a la denominada “transformación originaria al Estado republicano 
de la Ilustración política” contando con pilares liberales del derecho natural como la 
libertad individual, la propiedad, la seguridad, la soberanía nacional, la tridivisión de 
poderes, la supremacía de la voluntad general expresada en la ley. 
 
En 1793 Antonio Nariño publicó en español la primera declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano que tuvo alta significación ideológica para la separación del 
Reino de España que desde 1810 fue madurando poco a poco con expresiones 
codificadas como la Constitución de Tunja de 1811, considerada como una constitución 
materna en Hispanoamérica, contentiva de la declaración de los derechos del hombre en 
sociedad, derechos naturales, la Constitución de Antioquia, 1811, la Constitución de 
Cundinamarca y la de Cartagena, 1812, la Constitución de Mariquita de 1815 (Marquardt, 
Tomo I, 2011, pp 101, 108, 118-119) que comenzaron a marcar la enconada 
diferenciación alrededor del “unitarismo” y del “federalismo” como rasgo que posterior a 
la consolidación de la independencia en 1819 en la batalla de Boyacá del 7 de agosto 
diferenció a Conservadores y Liberales a lo largo del siglo XIX, también diferenciando 
posturas en la educación y la independencia de la Iglesia católica. 
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En la región hubo varias tendencias de organización jurídico-política, inclusive la 
sofocada rápidamente, unidad de la monarquía española, Constitución de Cádiz de 1812; 
la propuesta del libertador Bolívar de la unidad Latinoamericana, la Liga de las Naciones 
Americanas de 1826; la división de acuerdo con los cuatro virreinos provenientes de la 
organización monárquica española Méjico, Nueva Granada, Perú y Argentina; y una 
división más localizada, regionalización y división en repúblicas independientes que 
finalmente se impuso mediante confrontaciones militares (Marquardt, Tomo I, 2011, pp 
201). 
 
Luego de la final ruptura violenta, la dependencia directa del Reino de España en 1819, 
fueron promulgadas en el suelo colombiano las constituciones de 1821, 1832, 1843, que 
proclamaban la República Unitaria, la religión católica como del Estado, el sufragio 
dependiente de la propiedad. 
 
En el periodo del alto liberalismo fueron promulgadas las constituciones de 1853, 1858 y 
1863. Estas constituciones se enmarcan en el movimiento liberal transnacional de 1848 
que en Europa intentó “repetir la fracasada revolución originaria de 1789 para iniciar la 
transformación del sistema hacia el modelo de la Ilustración política”. En Hispanoamérica 
las revoluciones de independencia ya habían sido exitosas en el sentido de haber 
desterrado el antiguo régimen consolidándose la conformación de los estados hacia 
1853, exceptuando a Cuba y Panamá, y por lo tanto este periodo se puede considerar 
como la continuación en el desarrollo de los principios del constitucionalismo republicano 
(Marquardt, Tomo I, 2011, pp 201-202, 207). 
 
Entre 1839 y 1841 se llevó a cabo la guerra de los supremos, caudillos regionales y 
locales insurrectos que reclamaban por las condiciones de miseria de los esclavos y 
vislumbraban cierto ánimo federalista, que finalmente fueron derrotados por las fuerzas 
institucionales y permitió a sectores radicales imponer la reforma Constitucional de 1843 
la cual recortó libertades, fortaleció el principio de autoridad presidencial y disminuyó la 
descentralización bajo el argumento de que la constitución vigente no permitía el 
mantenimiento del orden y la unidad. La pugna entre el mantenimiento del orden 
económico que subsistía desde la colonia, defendido por latifundistas, encabezados por 
la iglesia católica, y el cambió hacia el librecambismo18, propuesto por comerciantes y 
pequeños productores, fue el origen de los partidos Conservador y Liberal y ocupó el 
primer lugar en la discusión nacional en los siguientes lustros. Los liberales de igual 
forma se dividieron entre proteccionistas y librecambistas, los draconianos (artesanos) y 
los gólgotas (comerciantes) (Osuna Patiño, 2006, pp 9-10. En 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=2212 noviembre de 2011). 
 
En 1849 fue elegido José Hilario López quien emprendió un compendio de leyes 
liberales, “reformas idealistas que transformaron la república norandina por tres decenios 
en aquel Estado de Occidente que ocupó el primer puesto en relación con el nivel de 
profundización de los derechos fundamentales garantizados y el grado de 
                                               
 
18
 La noción de libre cambio de aquella época no es la conocida actualmente de no intervención por medio 
de aranceles, al contrario las aduanas eran reconocidas como fundamentales en el presupuesto público, la 
clave era permitir el acceso a las vías transatlánticas, cerradas por la monarquía española, y que se tuviera 
igualdad de acceso de nacionales y extranjeros a puertos y ríos bajo la misma tasa aduanera. (Marquardt, 
Tomo I, 2011, pp 338-341) 
18 Naturaleza jurídica del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería –COPNIA- y 
el ejercicio de la inspección y vigilancia de la ingeniería, sus profesiones afines y 
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democratización”, dentro de las que se destacan la abolición de la pena de muerte por 
delitos políticos, disolución de las tierras comunales, introducción del estado laico, 
abolición completa de la esclavitud, libertad de prensa y por medio de la ley de 15 de 
mayo de 1850 se consagró la libertad absoluta de enseñanza (Marquardt, Tomo I, 2011, 
p 208-210). 
 
En 1851, el 24 de mayo, fue publicada en la gaceta oficial la nueva Constitución de la 
República que entraría en vigor por medio de una ley adicional que indicaría su fecha, de 
acuerdo con el artículo 48, y que fue el 21 de mayo de 1853 (Marquardt, Tomo I, 2011, 
pp 210-211). Con la creación, a través de reforma constitucional, del régimen especial 
para Panamá, como Estado federado y soberano, las provincias de Antioquia, Santander, 
Cauca, Cundinamarca, Boyacá, Bolívar y Magdalena no se hicieron esperar para 
conseguir el mismo estatus y de esta manera se abrió paso la promulgación de la 
Constitución de 1858 que cambió la denominación de República por la de Confederación 
Granadina. A causa de leyes que disminuían la autonomía de los estados (Osuna Patiño, 
2006, pp 11-12) y con el fin de destituir al presidente conservador Mariano Ospina 
Rodríguez (Marquardt, Tomo I, 2011, p 212) algunos estados se sublevaron contra la 
confederación y llegaron al poder central en 1861 encabezados por Tomás Cipriano de 
Mosquera quien dio impulso a un cuerpo constituyente que reunido en Rionegro expidió 
la Constitución de los Estados Unidos de Colombia en 1863. Esta constitución ha sido 
considerada como el principal logro del liberalismo radical de la época en el mundo, 
profundizando los principios y derechos de estirpe liberal, caracterizándose por un 
catálogo de derechos individuales en los que se encuentra “la libertad de dar o recibir 
instrucción que a bien tengan, en los establecimientos que no sean costeados con fondos 
públicos” (art. 15.11), la protección a la vida comprometiendo a los Estados a no decretar 
leyes de pena de muerte (art. 15.1), libertad de expresión y de imprenta (art. 15.6, 15.7), 
libertad de religión que no contraríe la soberanía nacional, laicismo estricto y 
consecuente pugna con la iglesia católica (art. 15.16) (Marquardt, Tomo I, 2011, pp 322-
325), prohibición de la esclavitud (art. 12), control constitucional de leyes por la Corte 
Suprema (art. 72), fue fortalecido el poder legislativo y fue acortado el periodo 
presidencial a 2 años sin reelección inmediata con lo cual fue debilitado (Marquardt, 
Tomo I, 2011, pp 213, 221-235 y Osuna Patiño, 2006, pp 13-15). 
 
Es muy importante señalar que la visión, que del mundo tenía el pensamiento liberal 
ilustrado, fue impuesta por medio de las reformas descritas lo que llevó por ejemplo al 
desconocimiento de derechos grupales de minorías étnicas y de prácticas campesinas de 
propiedad colectiva, ya que se implantó el sistema de propiedad individual de la finca raíz 
y se enseñó el idioma castellano de manera oficial y masiva con lo cual se debilitaron las 
lenguas indígenas, buscando la homogenización y atentando contra la diversidad 
cultural, produciendo exclusión social, pobreza y marginalidad (Marquardt, Tomo I, 2011, 
pp 240-242, 329-341). De esta forma el latifundio continuó, los comerciantes se 
fortalecieron gracias al libre cambio19 pero los artesanos fueron arruinados, se 
observaron adelantos en vías de comunicación –ferrocarril-, se implementaron los 
primeros bancos, se presentó la colonización antioqueña, migración campesina al 
occidente que originó el cultivo masivo de café (Osuna Patiño, 2006, pp 15-16). 
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 Ver nota 18. 
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La Constitución de 1886 fue producto del resentimiento y el autoritarismo del sector más 
radical del pensamiento conservador y católico, teniendo en Miguel Antonio Caro su 
principal ideólogo, que en el gobierno de Rafael Núñez derrotó a los radicales liberales, 
cuyo partido en general fue excluido del cambio constitucional y posteriormente del 
gobierno siendo perseguidos de manera severa (Osuna Patiño, 2006, pp 16-20). 
 
De acuerdo con el profesor Marquardt, la Constitución de 1886 se fundamentó en dos 
mitos: (i) salvación del (ii) mal camino del laicismo y federalismo, bajo tres lemas, (i) 
catolicismo, (ii) unitarismo e (iii) hispanidad (castellanización, homogeneidad cultural y 
restricciones al inmigrante), contando con seis causas: (i) la formación del Partido 
Nacional (conservadores y derecha liberal); (ii) la elección de Rafael Núñez como 
presidente, siendo el principal representante de esta corriente, en 1884; (iii) la política 
sistemática de Núñez para destruir el sistema de la generación liberal de 1848; (iv) el 
apoyo ideológico del católico fundamentalista Miguel Antonio Caro; (v) el conflicto, por 
fraude en Santander para la victoria de Núñez, escalado a guerra civil; (vi) derrota de 
insurrectos liberales aliados, Antioquia, Bolivar, Boyacá, Panamá y Tolima, en 1885, 
considerada como un “juicio divino” que decidió la suerte de los derrotados. Luego de la 
victoria militar Núñez se propinó un autogolpe de Estado con el fin de crear una nueva 
constitución, declarando inconstitucionalmente la extinción de la Constitución de 1863; 
por medio de decreto convocó a una asamblea constituyente formada por dos diputados 
de cada Estado federado, que en el caso de los derrotados no contó con auto-
representación excluyendo a los liberales, siendo nombrados por el gobierno nacional 
que en el caso de Panamá fueron dos bogotanos uno de ellos Miguel Antonio Caro 
(Marquardt, Tomo II, 2011, pp 20-24, 19, 5-12). 
 
La Constitución de 1886 reorganizó la nación en forma unitaria centralizada, en 
departamentos, provincias y municipios, con designación de autoridades regionales 
desde el gobierno central, con un fuerte presidencialismo, de seis años y reelección 
indefinida siempre que el presidente candidato no ejerciera el cargo durante los 18 
meses anteriores a la nueva elección; el presidente dirigía las relaciones internacionales 
y la fuerza pública, tenía dirección, inspección y vigilancia de la instrucción pública y de 
los establecimientos bancarios e instituciones de utilidad común, nombraba los 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia, previa aprobación del senado, al 
procurador general de la nación y a los gobernadores de departamento; uno de los 
principales mecanismos para ejercer el autoritarismo de la Constitución de 1886 fue el 
estado de sitio, que suspendía garantías y derechos constitucionales, y mediante el cual 
el presidente ejerció facultades legislativas en diversas materias con las características 
de ser declarado por decisión autónoma del gobierno nacional, con duración que 
dependía del gobierno mismo y sin límite claro de las facultades extraordinarias 
asumidas por el gobierno; estas características fueron matizadas mediante las reformas 
de 1910, 1960 y 1968, pero sin perder su esencia. El senado tenía periodo de seis años, 
con renovación de la tercera parte cada dos años, se estableció el requisito de propiedad 
para los senadores; la cámara era electa para periodos de 4 años (Osuna Patiño, 2006, 
pp 16-20). 
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Gracias a los artículos 38, catolicismo como religión oficial del estado, y 41, organización 
de educación pública en concordancia con la religión católica20, de la Constitución de 
1886 y a la firma del Concordato entre el Estado Colombiano y el Vaticano (1887), la 
Iglesia Católica tomó el control hegemónico de la educación en Colombia ingresando al 
país gran variedad de comunidades religiosas. A la Universidad Nacional le fue privada 
toda autonomía bajo el argumento de su dependencia del erario público (Cacua Prada, 
1997, pp 182, 206-207). 
 
Para el profesor Marquardt la concordancia con la religión católica no debe 
sobreinterpretarse puesto que el concepto ilustrado de la educación popular no fue 
abandonado ya que para 1910 contaba con un tercio de población alfabetizado que 
coincidía con las cifras de Italia, Hungría, Croacia y Portugal; en la Universidad Nacional 
se estipuló en los reglamentos el acatamiento de las prácticas católicas y la no permisión 
de no católicos lo cual llevó a que profesores liberales fundaran la Universidad Externado 
de Colombia (Marquardt, Tomo II, 2011, p 22). 
 
La reacción contra las prácticas autoritarias del gobierno fue el levantamiento en armas 
de sectores del partido liberal a partir de 1899 en la Guerra de los Mil Días que culminó 
con la firma de capitulaciones por el partido liberal en noviembre de 1902. El país 
devastado por la guerra, con grave situación económica a raíz de la elevada inflación, 
producto de la emisión irregular de moneda efectuada por el gobierno para financiar la 
guerra, y la caída de los precios del café, sufrió la pérdida de Panamá gracias a la 
injerencia de Estados Unidos y sus intereses hegemónicos (Osuna Patiño, 2006, pp 19-
20) de construcción del canal interoceánico que encontraron su oportunidad ideal gracias 
a la discriminación creada por la Constitución de 1886 en el trato de Panamá frente a los 
otros departamentos puesto que el primero se encontraría bajo un gobierno directo desde 
la capital mientras que los otros contaron con mayor autonomía (Marquardt, Tomo II, 
2011, pp 16-17). 
 
Luego de la dictadura de Rafael Reyes (1904-1909), que aplicó las ideas proteccionistas 
de la regeneración con el fin de evitar la transferencia de rentas al exterior, restringiendo 
importaciones, diversificando la producción agrícola y estableciendo subsidios para la 
naciente industria, una coalición bipartidista, llamada Unión Republicana, patrocinó la 
elaboración de la reforma constitucional de 1910 que buscó dar seguridad jurídica, 
atenuando los excesos autoritarios, garantizando los derechos individuales y libertades 
económicas, prohibiendo impuestos arbitrarios, para el impulso a la empresa (Osuna 
Patiño, 2006, pp 19-20). 
 
Con acento conciliador se dijo que era una reforma a la Constitución de 1886 pero vistos 
materialmente sus cambios, se observa que es una nueva Constitución con un perfil 
propio caracterizada por la libertad de prensa, la abolición total de pena de muerte, la 
guarda de la Constitución por la Corte Suprema de Justicia, la implementación de la 
                                               
 
20
 “El 26 de octubre de 1903 el Congreso aprobó la Ley 39, que entró a regir del (sic) 1° de enero de 1904 
(…), transformó totalmente la educación colombiana, ‘en concordancia con la Religión Católica’. Dividió la 
educación en: primaria, secundaria, profesional, artística e industrial. El bachillerato lo fraccionó en técnico y 
clásico.” (Cacua Prada, Antonio. Historia de la Educación en Colombia. Academia Colombiana de Historia. 
Santafé de Bogotá. 1997. p 214). 
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Jurisdicción Contencioso Administrativa, el periodo presidencial de 4 años, el voto directo 
de los ciudadanos, la responsabilidad del presidente por actos que violen la Constitución, 
la prohibición de reelección inmediata y reunión anual del parlamento restaurando el 
equilibrio de poderes; terminó con la exclusión de la oposición y bajó el censo electoral 
(Marquardt, Tomo II, 2011, pp 34, 38-40). 
  
2. El Estado Intervencionista, La Revolución 
en Marcha y La Modernización del Estado 
2.1 Industrialización y pauperización social 
La revolución industrial fue el motor del desarrollo del modelo liberal, en materia 
económica; el cambio de la sociedad, cuyo modo de producción agrario fue sustituido por 
el de producción industrial, propició la aceleración en las comunicaciones, el transporte y 
la demografía, una aceleración exponencial nunca antes vivida. Marcó el definitivo paso 
de la población rural a la urbana trayendo consigo la masificación en la producción y en 
consecuencia la masificación de la mano de obra encargada de esta producción 
industrial. 
 
A final del siglo XVIII y comienzo del siglo XIX se produjo en el Reino Unido de Gran 
Bretaña la invención de máquinas que apoyaron el trabajo manual revolucionando la 
producción que previamente se basaba únicamente en la mano de obra humana, 
evolucionando de tal modo que ha llegado a reemplazar la operación humana o 
minimizándola al máximo. Esto optimizó tiempos, aceleró el comercio, las 
comunicaciones, el transporte, la acumulación de capital, en general los adelantos 
tecnológicos, convirtiendo las fábricas en el centro de producción reflejándose en la 
masificación alrededor de estas lo cual conllevó a la urbanización. La principal 
protagonista fue la máquina a vapor. 
 
El paso de la producción agraria a la producción industrial cuya materia esencial era el 
carbón para el profesor Marquardt fue el reemplazo del “sistema tradicional de energía 
solar, que se había basado en la transformación de la energía radial del sol en biomasa 
por medio de la fotosíntesis, por el nuevo régimen de la energía fósil almacenada en la 
corteza terrestre.” (Marquardt, Tomo II, 2011, p 71) y lo denomina revolución fósil-
energética. 
 
No obstante, el paso de la sociedad agraria y artesanal a la sociedad industrial implicó el 
paso de un modo de producción basado en recursos renovables al modo de producción 
basado en la explotación de los recursos no renovables, finitos. 
 
La gran ventaja de la revolución fósil-energética fue que ésta posibilitó durante un período 
de dos o tres siglos, el crecimiento exponencial del consumo de energía en las sociedades 
humanas, en comparación con el anterior sistema renovable y limitado. No obstante, visto 
a largo plazo se vio sometido a la Espada de Damocles, ya que este tipo de energía 
puede consumirse por una sola vez, esto es, el sistema de quemar la energía disponible 
en la corteza terrestre alcanzará seguramente la cantidad cero. Visto sistemáticamente, la 
transformación fósil-energética se manifestó en varias revoluciones parciales, 
especialmente la revolución del sistema de transporte y comunicación, la revolución de la 
urbanización y en la revolución demográfica. Estructurada en dimensiones temporales, la 
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primera etapa de la revolución fósil-energética, aproximadamente entre 1800 y 1950, se 
basó en la fuente energética primaria del carbón mineral y llevó a un perfil de carbón y 
hierro, del bloque industrial-militar de los ferrocarriles, pero no al consumismo general
21
, 
mientras que la segunda etapa aproximadamente desde 1930 en los EE.UU. y desde 
1950 en el resto del mundo, se fundamentó en la fuente energética primaria del petróleo, 
llevando al perfil del transporte motorizado, de los aviones, del consumo masivo y de la 
industrialización de las casas privadas con muchos aparatos tecnológicos
22
. (Marquardt, 
Tomo II, 2011, p 71) 
 
Convirtiéndose la fábrica en el centro de la producción industrial, gracias a la invención 
de la maquinaria que apoya la mano de obra humana, generando una exponencial 
producción en masa y propiciando la progresiva inmediatez en el transporte y las 
comunicaciones, la urbanización y la explosión demográfica, fueron determinadas todas 
las relaciones sociales y pauperizadas las condiciones en que las personas utilizadas en 
la generación de productos efectuaban sus labores conllevando a tratos indignos e 
inhumanos, convirtiendo a los seres humanos en instrumentos requeridos en la cadena 
de producción que entrega utilidades a los detentadores de los medios de producción. 
 
Estas condiciones han sido el germen de la construcción de las ideas del denominado 
pensamiento socialista o de izquierda que partiendo de la observación y análisis de este 
estado de cosas efectúa un estudio crítico y propone otro tipo de modelo de relaciones, 
de producción, encontrándose diversos grados y matices, e influenciando a 
organizaciones sociales y políticas y múltiples expresiones obreras. 
 
Autores como Carlos Marx, Federico Engels, Ferdinand Lasalle, Mijail Bakunin, Vladimir 
Lenin, por solo indicar unos nombres, con obras como El Manifiesto del Partido 
Comunista; El Capital; El origen de la Familia, la Propiedad Privada y el Estado; ¿Qué es 
una Constitución?; Dios y el Estado; El Estado y la Revolución; han marcado desde el 
siglo XIX ideas y movimientos. 
 
La Revolución Rusa de octubre de 1917 fue una aplicación práctica de las ideas 
marxistas, socialismo real, hasta su disolución en 1991. Vladimir Lenin al mando de los 
bolcheviques asume el poder posterior a la deposición del zarismo y la derrota de los pro-
zaristas, la burguesía y en general los contrarrevolucionarios. 
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En América Latina, siguiendo lo expuesto por el profesor Marquardt, la primera fase, 
industrialización de la sociedad, tuvo lugar entre 1840 y 1916 centrándose en la 
infraestructura, ferrocarriles, barcos a vapor, telégrafos, acueducto y alcantarillado, por lo 
menos en los centros urbanos, aprovechando, según este autor, la ventaja comparativa 
del intercambio de materias primas por productos elaborados de los países del norte. 
 
En América Latina puede estructurarse la transformación hacia la sociedad industrial en 
tres fases principales: la primera de estas que tuvo lugar aproximadamente entre los años 
1840 y 1916, puede denominarse la revolución de la infraestructura. Esta introdujo 
especialmente los ferrocarriles, el barco de vapor, la telegrafía, los acueductos, los 
alcantarillados, el teléfono, los tranvías y la electricidad cuando menos en los principales 
centros urbanos. Paralelamente todavía faltaban los estímulos para elaborar una 
producción industrial amplia, es decir que la naciente industria se fundó en el 
aprovechamiento de las ventajas comparativas de los respectivos países a partir del 
intercambio de productos propios de la energía solar-agraria –tales como café, tabaco, 
bananos, trigo y carne- por productos de la energía fósil de la Europa noroccidental, 
aprovechando la revolución del tránsito fósil energético crecientemente extendida por todo 
el espacio geográfico nacional y global. Una variante de este patrón fue la minería de 
salitre en Chile para fertilizar la agricultura europea, que creó en la zona de explotación un 
perfil más industrial. Es importante tener en cuenta que en América Latina hasta entonces, 
no fue visto como algo atractivo imitar experimentos que causaron en sus países de 
origen una plaga de humo y hollín y un pauperismo extremo.
23
 (Marquardt, Tomo II, 2011, 
p 73) 
 
El primer modelo de la atenuación del individualismo, una mirada seria sobre el problema 
social desatado por la industrialización y este individualismo liberal del siglo XIX, fue el 
acontecido en los Estados Unidos de México, su Constitución de 1917 producto de la 
revolución de 1910 a 1920. 
 
El punto de partida estuvo en la exigencia liberal de la no reelección del Presidente, 
después de que el longevo mandatario JOSÉ DE LA CRUZ PORFIRIO DÍAZ (1876-1880, 
1884-1911)
24
, originariamente uno de los principales defensores del alto liberalismo en las 
guerras civiles de 1857 a 1867
25
, había provocado con sus reelecciones de 1904 y 1910 
reservas y resistencias dentro del espectro liberal. 
El resumen corto del decenio de la guerra civil fue que a inicios de 1910 ocurrió la 
sublevación del Partido Antireeleccionista, fundado en 1909 por el empresario 
FRANCISCO IGNACIO MADERO y llamado desde 1911 Partido Constitucionalista 
Progresista, así como el punto final puede verse en la victoria de su Ejército 
Constitucionalista. Más detalladamente, los constitucionalistas derrocaron en 1911 a 
PORFIRIO DÍAZ, gobernaron dos años, fueron destituidos en 1913 por el golpe de Estado 
de un general conservador, se enemistaron en 1914 con sus, hasta entonces, co-
revolucionarios de una guerra campesina social, EMILIANO ZAPATA y PANCHO VILLA, 
ganaron en 1915 con VENUSTIANO CARRANZA la presidencia, marginalizaron hasta 
1917 a los agro-socialistas y terminaron en 1920 su conflicto interno a favor del futuro 
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presidente ÁLVARO OBREGÓN (1920-1924), un político abierto a promover reformas. Al 
fin, la guerra civil mexicana se comprobó como la catástrofe más grande de la historia 
americana moderna en derechos humanos, con cálculos de un democidio con hasta 1.4 
millones de muertos causados por las diferentes manifestaciones del gobierno 
mexicano
26
. A pesar de que ZAPATA y VILLA perdieron en el campo de batalla, el Partido 
Constitucionalista se mostró prudente al incluir en varios de sus postulados una mezcla 
del liberalismo con complementos del socialismo, conformando una especie de perfil 
socialdemócrata
27
. 
La revolución mexicana se perpetuó en la Constitución Política de los Estados Unidos de 
México de 1917, la primera constitución del mundo que complementó la disposición liberal 
con una orientación social, anterior a la carta comunista de Rusia de 1918 y a la carta 
socialdemócrata de Alemania de 1919. (Marquardt, Tomo II, 2011, pp 83-85) 
 
Los principales aspectos sociales estipulados en la Constitución de México de 1917 
fueron, (i) función social de la propiedad privada declarando las tierras y aguas 
originarias de la nación por lo que pudo absorber derechos particulares por causa de 
utilidad pública, teniendo tres grandes objetivos, el aprovechamiento del pueblo, la 
distribución equitativa y la protección de la naturaleza implementándose la reforma 
agraria, buscándose el acceso de la población a los recursos agrarios, y 
nacionalizándose posteriormente, 1938 y 1939, el petróleo y los ferrocarriles; (ii) 
derechos sociales de los obreros, jornaleros y empleados al consagrar la jornada laboral 
de ocho horas al día, la protección a la mujer embarazada tres meses antes y un mes 
después del parto, el salario mínimo, un día de descanso a la semana, prohibir el trabajo 
para menores de doce años, la discriminación de salario por razón del sexo y garantizar 
el derecho de asociación en sindicatos y la huelga; (iii) educación con perfil social al ser 
laica, pública gratuita y obligatoria en primaria, posteriores reformas, 1934 y 1946, 
profundizaron consagrando el objetivo de la educación socialista y la lucha contra la 
ignorancia; (iv) en cuanto a la seguridad social en 1929 fue creado el Instituto Mexicano 
del Seguro Social buscando el aseguramiento frente a enfermedades, accidentes de 
trabajo, maternidad, invalidez, muerte y pobreza, pero sin seguro de desempleo. 
 
No obstante la Constitución de 1917 institucionalizó, en la práctica, una seudo-
democracia con expresión en el partido único, Partido Revolucionario Institucional – PRI 
(reforma de 1946), que se mantuvo en el poder desde 1915 hasta el año 2000 por medio 
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de la designación de candidato único, por su predecesor, candidato que triunfó en las 
urnas con votaciones entre el 75% y el 90% y hasta el 100% en alguna ocasión, en 
elecciones de los Estados Federados, debilitándose las otras ramas del poder, legislativa 
y judicial, al ser prácticamente cooptadas, haciéndose casi nula la oposición práctica, 
imponiéndose los programas del partido oficial y generándose un caldo de cultivo de la 
corrupción. 
 
La Constitución Mexicana de 1917 a pesar de tener un fuerte componente social no 
previó la dinamización de la economía y la producción al pasar a ser el sector industrial el 
principal abastecedor, pero además el minifundio no tuvo la proyección de pasar de ser 
una herramienta de supervivencia a un modo de aprovisionamiento de mercado en la 
sociedad de consumo de la segunda mitad del siglo XX (Marquardt, Tomo II, 2011, pp 
85-93); sin embargo estas cuestiones no pueden ser endilgadas exclusivamente a una 
carta constitucional puesto que ésta es una expresión de organización social, los 
gobiernos encargados de la aplicación las normas finalmente no se han interesado en 
profundizar los principios que inspiraron la carta para que pasara de tener un perfil 
agrario a un perfil industrial y de producción social, estas son decisiones políticas, en las 
que además influyen factores externos influenciados notoriamente por la frontera norte. 
 
En Estados Unidos de América el Estado Liberal Clásico entró en crisis en 1929 con el 
desplome de la bolsa de Nueva York y gracias a la coyuntura resulta presidente Franklin 
D’lano Rousvelt quien promueve el New Deal y el Estado de Bienestar basado en las 
ideas que propendían por una mayor inversión directa por parte del Estado con el fin de 
inyectar de capital a la economía pasando de un Estado policía a un Estado interventor. 
2.2 La reforma de 1936: la atenuación del individualismo 
El tránsito hacia la industrialización en América Latina puede ubicarse desde 1840 y en 
Colombia tuvo reflejo constitucional en las cartas de 1858 y 1863 que hacían referían la 
navegación a vapor y las vías férreas siendo más detallada la Constitución de 1886 
impulsando los telégrafos e intensificando la apertura de vías a vapor y los ferrocarriles, 
en minas “re-nacionalizó” el subsuelo, en respuesta a la federalización del anterior 
modelo constitucional, estableció aduanas del comercio exterior, continuó con el 
concepto del Banco Nacional, instaurado desde 1880, que inició el tránsito hacia una 
moneda basada en el papel y no en metales nobles; el banco funcionó hasta 1894, entre 
1904 y 1909 y permanentemente desde 1923, Banco de la República. En 1886 se 
implementó el sistema de acueducto y alcantarillado en Bogotá, pero la salud para los 
pobres fue cuestión de caridad, mientras que los médicos privados, expresión liberal de 
la profesión, atendieron las necesidades de aquellos que podían costear sus servicios, 
aunque en este año se formó la junta central de higiene. La construcción del tranvía de 
Bogotá y el inicio de la difusión del teléfono, en 1884, o de la corriente eléctrica a partir 
de 1885 obedecieron a tendencias internacionales que impregnaron también al país 
(Marquardt, Tomo II, 2011, pp 35-37). 
 
Según Osuna Patiño (2006, pp 20-21) a principios del siglo XX el país vivía un ambiente 
empresarial que requería prohibición de impuestos arbitrarios, seguridad jurídica, 
garantía de derechos individuales y libertades económicas, coexistiendo con medidas 
proteccionistas como la citada nacionalización del subsuelo y los impuestos a las 
importaciones. 
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El profesor Marcel Silva Romero describe el incipiente paisaje industrial de la época en el 
país: 
 
Colombia no era sino cinco (las regiones atlántica, antioqueña, santandereana, el cetro y 
el Cauca) con difíciles comunicaciones entre ellas, con una economía de exportación de 
materias primas e importación de productos manufacturados. 
Los ríos Magdalena y Cauca son la columna vertebral de esta economía atrasada. Los 
trabajadores de los transportes fluviales y en menor medida de los escasos tramos de 
ferrocarriles van a ocupar el lugar preponderante dentro de la economía nacional. 
Algunas industrias como la naciente textil en Antioquia, la cervecera y vidriera de la 
Sabana, algunas ferrerías y una que otra fábrica en otras partes, rompen el paisaje 
bucólico y romántico del país. 
La estructura de la propiedad y producción de la tierra es de un atraso descomunal. Las 
respuestas represivas de la hegemonía conservadora a cualquier aspiración popular 
inclinan a los trabajadores hacia un socialismo más radical. (Silva Romero, 1998, p 31). 
 
Esta incipiente industrialización produjo el inicio de la urbanización de la sociedad, de las 
condiciones indignas de los obreros y la consecuente expresión de protesta ante estas 
condiciones. El movimiento obrero fue alimentado confusamente por ideas sociales de 
pensadores de izquierda, Marx, Engels, Lasalle, Bakunin, Lenin, etc, y en 1919 fue 
fundado el partido socialista (Marquardt, Tomo II, 2011, p 80). 
 
En las zonas de influencia industrial se dan cita obreros, artesanos, inmigrantes e 
intelectuales progresistas para compartir información y análisis conformándose núcleos 
socialistas y centros de acción y reivindicación política, impulsando acciones 
huelguísticas, manteniendo una línea conciliadora de socialismo moderado que no se 
interesa en la abolición de la propiedad privada de los medios de producción, ni del 
Estado, sino que pretende que este elimine los monopolios, los privilegios, las 
arbitrariedades, y propende por la pequeña propiedad; el gobierno y los patronos se 
negaron a la solución de las peticiones manifestadas mediante la protesta y la huelga por 
los sectores aglutinados en el partido socialista y al contrario demostraron la inviabilidad 
del ánimo conciliatorio del partido y su pronta desaparición por la radicalización de 
algunos sectores. El movimiento obrero de la Tropical Oil Company en Barrancabermeja 
en 1924, la huelga ferroviaria del pacífico de 1926, tuvieron una represión violenta y la 
huelga de las bananeras contra la United Fruit Company para reivindicar derechos 
elementales como el descanso dominical remunerado o la indemnización por accidentes 
de trabajo culminó con una masacre perpetrada por el ejército nacional; en 1929 fueron 
asesinados varios estudiantes; este tratamiento del gobierno a las manifestaciones 
sociales llevó a un intento fallido de insurrección en julio de 1929, previa creación del 
Partido Socialista Revolucionario aprobada en la Confederación Nacional Obrera. La 
radicalización llevó a la creación del partido comunista bajo una rígida centralización bajo 
las directrices de la internacional y otros vuelven al partido liberal la mayoría con 
posiciones progresistas y unos a las líneas reaccionarias del mismo partido (Silva 
Romero, 1998, pp 32-41). 
 
El partido liberal recoge el descontento popular y se convierte en alternativa 
aprovechando las divisiones del partido conservador; en las elecciones de 1930 el 
candidato liberal Henrique Olaya Herrera gana la contienda electoral y asciende al poder 
terminando con la hegemonía conservadora. Con la candidatura de Alfonso López 
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Pumarejo (1934-1938, 1942-1945) las posturas liberales toman un tinte social para 
continuar con el respaldo de sectores de izquierda moderada y obtener el primer cargo 
de la nación bajo la bandera de la revolución en marcha implementando la reforma 
constitucional de 1936 que introdujo en Colombia el constitucionalismo socioeconómico 
al hacer del Estado un activo participante en la economía atenuando el autoritarismo de 
la Constitución de 1886 y su marcado individualismo de estirpe liberal clásica. 
 
La reforma constitucional de 1936 trajo consigo, el sufragio universal masculino que 
había existido en la época del alto liberalismo; la dirección de la educación, la función 
social de la propiedad privada; la dirección de la economía para racionalizar la 
producción, distribución y consumo de las riquezas y proteger al trabajador, buscando 
garantizar la seguridad y salubridad públicas mediante la inspección y vigilancia; creó en 
1946 el Instituto de los Seguros Sociales para asegurar a los trabajadores contra 
enfermedades no profesionales y en maternidad, invalidez y vejez, accidentes 
profesionales, invalidez y muerte, no aseguró contra desempleo; instituyó el trabajo como 
obligación social con especial protección del Estado, profiriendo el Código Sustantivo del 
Trabajo de 1945, introduciendo el salario mínimo, el derecho de huelga y asociación; 
mediante la Ley 88 de 1931 estableció el Plan de Carreteras Nacionales, la Ley 126 de 
1938 estipuló el servicio público de energía eléctrica como fundamental, en 1940 creó el 
Ministerio de Minas y Petróleos, la Ley 200 de 1936 dispuso el régimen de tierras que 
facilitó la colonización de tierras inexplotadas; confiscó empresas alemanas, como 
Bavaria y la Sociedad Colombo-Alemana de Transporte Aéreo que se convirtió 
posteriormente en Aerovías Nacionales de Colombia – Avianca, a través de la 
declaratoria de guerra en apoyo a los aliados en la Segunda Guerra Mundial contra los 
países del eje, principalmente Alemania e Italia; con el crecimiento del Estado fue 
necesaria la reforma al sistema tributario que profundizó, entre otros, los impuestos 
directos sobre la renta (Marquardt, Tomo II, 2011, pp 101-106). En 1937 fue creado el 
Consejo Profesional de Ingeniería mediante la Ley 94 que reglamentó el ejercicio de la 
ingeniería. 
 
Osuna Patiño (2006, pp 21-23) expone las dos visiones sobre el proceso de reforma de 
1936, una que ve la reforma como una especie de prevención para contener a sectores 
populares que buscaban tomarse el poder bajo influencia socialista y comunista y otra 
que la entiende como la modernización del partido liberal con una tendencia 
socialdemócrata. En cualquier caso el autor califica esta reforma como la más importante 
introducida a la Constitución de 1886 con un hondo contenido ideológico pero que se vio 
agotada en una simple declaración de derechos sin tener mayor desarrollo material 
convirtiéndose en letra muerta y que a la postre retornó el poder a los sectores 
conservadores y reaccionarios. 
 
Para esta época Colombia se encontraba inserta en la segunda fase de la 
industrialización de América Latina acaecida desde 1914 hasta 1949 que propugnó por la 
sustitución de importaciones marcada por la depresión del capitalismo de 1929 y una 
economía centrada en la producción para la guerra. 
 
La segunda fase de la fósil-energetización de América Latina, de 1914 a 1949, acuñó 
conceptos estatales de la promoción de la transformación industrial en las demás esferas, 
bajo el espíritu de recuperar algo perdido y de substituir la importación de productos 
industriales por una fabricación interna. El contexto clave de este cambio de orientación 
puede verse en la experiencia de las dos Guerras Mundiales (1914-1918, 1939-1945) y de 
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la Gran Depresión Global (1929-1939), cuando por tres decenios cayó el sistema global 
complementario del intercambio entre productos solar-energéticos y fósil-energéticos, así 
lo más agudo en relación con Europa noroccidental, mientras el comercio con los EE.UU. 
no fue afectado en la misma intensidad. En esta fase, los países latinoamericanos con 
recursos propios de petróleo, por ejemplo México, Venezuela y Colombia, empezaron con 
la explotación de los mismos
28
. (Marquardt, Tomo II, 2011, p 73) 
2.3 La constante: el estado de sitio 
Entre 1949 y 1990 en Colombia fue común la utilización del estado de sitio, por el 
Presidente de la República, con el fin de conjurar un estado de conmoción interior real o 
imaginario por medio de suspensión de garantías constitucionales tan elementales como 
el debido proceso y el decreto de normas con fuerza de ley, suplantando de esta forma al 
poder legislativo. 
 
En las elecciones de 1946 el partido liberal llegó dividido por lo cual el candidato 
conservador resultó ganador, pero en las parlamentarias el congreso fue electo con 
mayoría liberal. En 1948 ocurrió el histórico hecho conocido como el “bogotazo” tras el 
asesinato de Jorge Eliecer Gaitán quien encarnaba un proyecto de izquierda que 
profundizaría los cambios sociales de las reformas impulsadas desde 1930 y era 
percibido como una amenaza para los sectores de derecha puesto que se perfilaba como 
ganador de las presidenciales de 1950. 
 
En 1949 el presidente Mariano Ospina Pérez se propina un autogolpe de estado con el 
cierre del congreso de mayoría liberal en respuesta al juicio que le sería adelantado en el 
parlamento, por medio de la declaración del estado de sitio en todo el país. El congreso 
permaneció cerrado hasta 1958. También fueron cerradas las asambleas 
departamentales y los concejos municipales, destituidos alcaldes y gobernadores 
liberales, suspendida la libertad de reunión, censurada la prensa y la radio, como 
medidas complementarias al cierre del congreso (Marquardt, Tomo II, 2011, pp 166-167). 
 
En las elecciones de 1950 resultó electo como presidente Laureano Gómez, sin que se 
presentara algún otro candidato, quien era exponente de las prácticas más extremas de 
derecha, influenciado por el franquismo español e iniciador de la persecución de 
liberales, sindicalistas, socialistas y demás impíos en el periodo conocido como la época 
                                               
 
28
 Comp. Bejarano, Jesús A., “La Economía”, en Cobo, J. Gustavo et al. (Eds), Manual de Historia de 
Colombia, tomo 3, siglo XX, 2ª Ed., Bogotá, ICC, 1982, pp 15-79, 49 y s. Bernecker, Walther L., “Die 
wirtschaftliche Entwicklung Lateinamerikas in der Neuzeit”, en Kaller-Dietrich, Martina et al. (Eds), 
Lateinamerika, Geschichte und Gesellschaft im 19. und 20. Jahrhundert, Viena, Promedia, 2004, pp 55-75, 
65 y ss. Dabène, Olivier, América Latina en el siglo XX, Madrid, Editorial Síntesis, 2000. Título original en 
francés: L’Amérique latine au XX siècle, París, Armand Colin, 1997, pp 44 y s, 66 y s. Fäbler, Peter, E., 
Globalisierung, Colonia, Viena & Weimar, Böhlau Verlag, 2007, p 103. Kalmanovitz, Salomón, Nueva historia 
económica de Colombia, Bogotá, Fundación Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano, 2010, pp 198 y ss. 
Marquardt, Bernd, La revolución industrial en América Latina, op. cit. pp 199-210. Nolte, Hans Heinrich, 
Weltegeschichte des 20. Jahrhunderts, Bonn, BPB, 2009, pp 181 y s. Palacios, Marco & Safford, Frank, 
Colombia, País fragmentado, sociedad dividida, su historia, Bogotá, Ed. Norma, 2002, pp 575 y s. Rey, 
Romeo, Geschichte Lateinamerikas vom 20. Jahrhundert bis zur Gegenwart, Múnich, Verlag C. H. Beck, 
2006, pp 68 y ss. 
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de la violencia, violando sistemáticamente los derechos fundamentales, en especial la 
vida mediante masacres y ejecuciones extrajudiciales, provocando desplazamientos por 
expropiaciones y efectuando violaciones sexuales; la reacción fueron organizaciones 
armadas liberales, guerrillas de los llanos orientales y Tolima, para defenderse del 
terrorismo de estado, anegando de sangre los campos de Colombia. 
 
Laureano Gómez planeaba reformar la Constitución con el fin de revocar las reformas de 
corte social y restablecer la Constitución de 1886, incluyendo por ejemplo la pena de 
muerte (Marquardt, Tomo II, 2011, p 169), pero el jefe de las Fuerzas Militares dio un 
contra-golpe de estado gobernando hasta 1958 luego de ser elegido, por una asamblea 
constituyente, seudo-parlamento nombrado por decreto, para el periodo 1954-1958. 
 
En el gobierno de Rojas Pinilla, mediante reforma constitucional se otorgó el derecho 
activo y pasivo del voto a la mujer, se crearon instituciones gubernamentales de corte 
social, fue introducida la televisión pública, se implementaron servicios de transporte vial, 
ferrovial y aéreo (consecuencia de la correspondiente “ola de transformación”), pero 
censuró la prensa, prohibió el partido comunista y fue responsable, el régimen, de la 
masacre de 10 estudiantes de la Universidad Nacional en manifestación pacífica en 
Bogotá, militarizó la policía incluyéndola en las Fuerzas Armadas y en la justicia penal 
militar (Marquardt, Tomo II, 2011, pp 171-172). 
 
Rojas Pinilla pretendía continuar en el poder y permitió, a través del seudo-parlamento, 
una reforma para su reelección en el siguiente periodo, pero la presión de las élites lo 
llevó a dimitir del poder en 1957 tomándolo una junta militar presidida por el general 
Gabriel París quien buscó un acuerdo entre las cabezas del partido liberal, Alberto Lleras 
Camargo expresidente (1945-1946), y Laurenano Gómez, quien se había exiliado en 
España. El acuerdo estipuló la irresponsabilidad de los gobiernos conservadores, la 
desmovilización de los paramilitares y las guerrillas liberales y la futura alternancia y 
división del poder; mediante plebiscito, en 1957, fueron confirmadas las reformas 
constitucionales de 1910, 1936 y 1945 que pretendían ser invalidadas y fue restablecido 
el orden constitucional pero se hizo habitual el estado de sitio; en 1958 fueron electos, 
Concejos Municipales, Asambleas Departamentales, Congreso y Presidente, Alberto 
Lleras Camargo. 
 
En 1958 fue iniciado el periodo del Frente Nacional, nombre del pacto entre Liberales y 
Conservadores, para la alternancia del poder y la división simétrica de los cargos 
públicos; el Movimiento Revolucionario Liberal – MRL (Alfonso López Michelsen), la 
Alianza Nacional Popular – ANAPO (Gustavo Rojas Pinilla) y el Partido Comunista, que 
recuperó su legalidad en el plebiscito de 1957, fueron las alternativas; los dos primeros 
pudieron participar en elecciones con listas alternas pero dentro de los partidos del 
Frente Nacional. 
 
El Frente Nacional terminaría en 1974 pero la alternancia en el poder continuaría hasta la 
elección de 1986 inclusive. El Partido Comunista fue excluido de acceso a instituciones y 
en 1964 fueron fundadas las guerrillas de las FARC (Fuerzas Armadas de Colombia) y 
del ELN (Ejército de Liberación Nacional); Las FARC fueron fundadas como 
consecuencia de los bombardeos en Marquetalia, llamada república comunista por el 
anti-comunismo de Guerra Fría; El ELN nació por la influencia de la Revolución Cubana 
(Marquardt, Tomo II, 2011, p 176). La guerrilla M-19 nació producto de las elecciones de 
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1970 en las que habría ganado realmente Gustavo Rojas Pinilla y no el candidato del 
Frente Nacional Misael Pastrana Borrero. 
 
Al amparo del estado de sitio, sustitución del legislativo por el ejecutivo, se dictaron 
decretos de los llamados estatutos de seguridad en 1964, 1978 y 1988 y se crearon 
grupos paramilitares también mediante decreto (1965) los cuales auspiciaron una 
escalada de terror bajo la lógica amigo-enemigo, el anti-comunismo y la 
contrainsurgencia de los manuales de los EE.UU., de la Guerra Fría, lo cual tuvo hechos 
notorios como la retoma del Palacio de Justicia, en 1985, y el exterminio de la Unión 
Patriótica a partir del mismo año y gran cantidad de masacres; el hecho es que a pesar 
de la supuesta democracia con alternancia presidencial y bajo un virtual Estado de 
Derecho de la Constitución de 1886 el país realmente se mantuvo en estado de sitio con 
supresión de garantías constitucionales y un perfil más cercano o similar a las declaradas 
dictaduras de otros países, con prácticas de terror idénticas (Marquardt, Tomo II, 2011, 
pp 178-186). 
 
2.4 La reforma técnica: estructuración del aparato estatal 
La reforma constitucional de 1968 tuvo como principales componentes, a grandes 
rasgos, i) la reorganización o el establecimiento preciso de la estructura de la rama 
ejecutiva del estado a nivel nacional, con proyección en el nivel departamental y 
municipal; ii) la regulación de la carrera administrativa y del servicio público y iii) la 
introducción o el surgimiento del concepto de la descentralización por servicios, producto 
de los tipos estructurales de la administración pública, ministerios, departamentos 
administrativos, superintendencias, empresas industriales y comerciales del estado y 
sociedades de economía mixta. El principal propósito era el mejor funcionamiento de las 
entidades y organismos estatales, la administración pública, a través de instrumentos 
técnicos como la planificación económica y presupuestal, la gestión pública e 
instrumentos y procedimientos claros de la administración pública. 
 
El tratadista Jaime Vidal Perdomo hace una exposición precisa de los principales 
elementos de esta reforma constitucional y sus instrumentos legales, Decretos Ley 1050 
y 3130 de 1968, en su escrito La Reforma Administrativa de 1968: Antecedentes, Teoría 
de la Organización y Funcionamiento, Sus Principales Consecuencias 
(http://javeriana.edu.co/juridicas/pub_rev/documents/8Vidalult..pdf, 03.09.2013). 
 
Los antecedentes de la reforma constitucional de 1968 pueden encontrarse en el informe 
Currie Lauchlin, Reorganización de la Rama Ejecutiva del Gobierno de Colombia (1952), 
cuyo objetivo principal era la eliminación de “la duplicación de esfuerzos y los gastos 
innecesarios, contribuyendo, sobre todo, a hacer más eficaz la gestión administrativa del 
gobierno colombiano”; el plebiscito de 1957 tiende a la conversión de la carrera 
administrativa de discrecional a reglada y de esta manera por medio de la Ley 19 de 
1958 y el Decreto 550 de 1960 se entrega La Reorganización de la Administración 
Pública (artículo 1. Ley 19 de 1958) y la noción de Estatuto Básico de la administración 
pública y su estructura. La reforma Constitucional de 1968 mediante el Acto Legislativo 1 
modifica el artículo 76, funciones del Congreso mediante ley, numeral 9, estableciendo 
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que el Congreso tendrá a su cargo la determinación de la estructura del Estado, la 
creación de organismos y la fijación de escalas de remuneración, 
 
Determinar la estructura de la administración nacional mediante la creación de ministerios, 
departamentos administrativos y establecimientos públicos, y fijar las escalas de 
remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleos, así como el 
régimen de sus prestaciones sociales. 
 
Y en el numeral 10 se consagró, 
 
Regular los otros aspectos del servicio público, tales como los contemplados en los 
artículos 62, 132 y demás preceptos constitucionales; expedir los estatutos básicos de las 
corporaciones autónomas regionales y otros establecimientos públicos, de las sociedades 
de economía mixta, de las empresas industriales y comerciales del Estado, y dictar las 
normas correspondientes a las carreras administrativas, judicial y militar. 
 
En estos dos preceptos constitucionales se plasmó los órganos principales de la 
administración central, los ministerios, los departamentos administrativos y los 
establecimientos públicos, los órganos descentralizados por servicios con autonomía 
administrativa y financiera, las corporaciones autónomas regionales, otros 
establecimientos públicos, las sociedades de economía mixta y las empresas industriales 
y comerciales del estado, por regla general, además del establecimiento constitucional de 
la consagración legal de la carrera administrativa, judicial y militar, con lo cual se entrega 
unos elementos medulares del concepto de administración pública y se promueve e 
impulsa el derecho administrativo. Los Decretos 1050 y 3130 de 1968 desarrollaron los 
preceptos establecidos en la reforma de 1968 viéndose replicados a nivel municipal y 
departamental. De acuerdo con el artículo 79 constitucional vigente para la época tendría 
iniciativa del Gobierno la fijación de la remuneración de sueldos para los cargos públicos, 
la ley fijaría los grupos de manera general y el ejecutivo entraría a la clasificación puntual, 
igualmente ocurriría con los cargos y las funciones. 
 
Más allá de un análisis estrictamente jurídico la reforma constitucional de 1968 bajo la 
administración de Carlos Lleras Restrepo basa su eje en la planificación para atender las 
necesidades creadas por la actuación del Estado en la economía. El diagnóstico de la 
situación, de acuerdo con la administración, presentaba un crecimiento económico 
producto de la industrialización adelantada desde los años 30 que había creado mayores 
inconformidades sociales y urbanización como consecuencia de la migración rural las 
cuales podrían llegar a amenazar el sistema representativo si se encausaban por la vía 
violenta; la reforma buscaría la inclusión de los “marginados” en el sistema mediante la 
dirección de la economía, ya no se trataría, como en la época de López Pumarejo, de 
incluir normas de orden social en la Constitución sino de realizar reformas técnicas y en 
especial económicas en el capítulo constitucional de la Hacienda Pública. En este orden 
Lleras Restrepo requería de un ejecutivo fuerte para una direccionamiento unificado, ágil 
y eficiente de la economía en desmedro de potestades del legislativo en la producción de 
normas de índole económico y orgánico del estado. La aprobación de esta reforma en el 
legislativo supuso como contrapartida la autonomía financiera del parlamento, el 
ejecutivo no tendría injerencia en decisiones que tienen que ver con remuneración y 
seguridad social de los miembros del Congreso además de los auxilios parlamentarios. El 
equilibrio al fortalecimiento del sistema presidencialista y del ejecutivo vendría a través la 
descentralización regional y municipal, toda bajo el eje de la planificación, determinando 
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asociaciones de municipios y áreas metropolitanas, y creando juntas administradoras 
municipales. No obstante algunas críticas, provenientes de los “conservadores 
independientes” que obedecían más bien a la exclusión de puestos burocráticos, y 
pretendían que se trataba de una reforma “colectivista y socializante”, la reforma 
constitucional de 1968 contó con el apoyo decidido de las élites bipartidistas, de caciques 
mayores y menores, de la burguesía industrial, cuyos intereses siempre defendió el 
presidente Lleras Restrepo y cuyos posibles desfases sociales pretendía corregir 
mediante la dirección de la economía, de la iglesia católica, luego de la exclusión de un 
artículo que entregaría el direccionamiento sin restricciones de la educación privada al 
Presidente, y de un ejército que había demostrado su lealtad y subordinación como 
cuerpo no deliberativo, de lo cual se observa que se encontraba fuertemente sustentada 
en los factores reales de poder –en palabras de F. Lasalle-. La reforma sería la opción “al 
viejo capitalismo” y al comunismo en la búsqueda de la “sociedad igualitaria” por cauces 
jurídicos, democráticos y pacíficos mediante un gobierno fuerte ya que “los gobiernos 
débiles y anarquizados serían el preludio de las dictaduras”. (ver en detalle Pérez Rivera, 
1988, pp 51-61. http://www.revistas.unal.edu.co/index.php/recs/article/viewFile/8666/9310 
19.09.2013) 
 
El profesor Hesper Eduardo Pérez Rivera entrega una importante conclusión de los 
resultados que a la cultura política y al devenir social aportaría la reforma constitucional 
de 1968 ya que verificaría la contradicción existente entre las normas y pretensiones 
oficiales de nuestro ordenamiento jurídico y la realidad social que dista bastante de 
aquellas, 
 
El proceso de la reforma constitucional de 1968 y sus resultados develan las 
contradicciones del bipartidismo tradicional que a lo largo de los años se demuestra capaz 
de realizar reformas avanzadas en la estructura jurídica del país, en este caso adecuar la 
Constitución a los cambios que en las relaciones sociales ha provocado la intensa división 
del trabajo de los dos decenios que siguieron a la segunda postguerra mundial, y al mismo 
tiempo oponerse y frenar esas reformas. Esta ambivalencia está tal vez en el fondo de lo 
que en los años posteriores se expresará como el agudo desfase entre el derecho y la 
sociedad civil o lo que es lo mismo, la relativa frustración de la tendencia racionalizadora 
del bipartidismo que intento (sic) sin lograrlo cabalmente, modernizar el Estado para el 
desarrollo capitalista. (Pérez Rivera, 1988, p 61. 
http://www.revistas.unal.edu.co/index.php/recs/article/viewFile/8666/9310 19.09.2013) 
 
A su vez para el autor Néstor Osuna Patiño la reforma constitucional de 1968 fue 
presidencialista y tecnocrática que disminuyó aún más el poder legislativo, 
 
En el año 1698 fue introducida a la Constitución una reforma de contenido tecnocrático y 
presidencialista, impulsada por el gobierno en turno y apoyada por los dos partidos. Se 
intentó modernizar la estructura y funcionamiento de la administración, mediante el 
otorgamiento al Ejecutivo de una alta dosis de discrecionalidad en la dirección de la 
economía nacional. El Congreso perdió parte de su ya menguado relieve institucional. La 
decisión política se desplazó hacia el Ejecutivo y hacia la dirección de los partidos, actúan 
grupos de interés (2006, p 26). 
  
3. La Constitución de 1991: República 
Unitaria, Descentralización Territorial y 
administrativa 
3.1 Conceptualización y principios 
En general se puede decir que la descentralización es lo opuesto a la centralización. Es 
una forma de relación del centro de las decisiones con la periferia donde en todo caso se 
pretende que tengan impacto. Al buscar que las decisiones tengan mejores resultados se 
entendería que entre más cercanas a las problemáticas donde se generan, los efectos de 
las decisiones atenderán mejor dicha problemática si se toman en su epicentro. 
 
En el siglo XIX nuestra vida republicana se debatió entre Centralistas y Federalistas 
pasando de una Constitución altamente federalista, la Constitución de Rionegro de 1863, 
a una Constitución plenamente centralista, la Constitución de 1886, que a pesar de sus 
modificaciones fue un proceso plagado de violencia y sangre teniendo esperanza de 
culminación con la adopción de la Constitución de 1991. 
 
Las crisis de violencia, de legitimidad del Estado, de eficiencia en la prestación de 
servicios, etc., acentuada luego del Frente Nacional y el constante estado de sitio, 
incubados en la extrema centralización llevó a que en los años ochenta se tomara con 
mayor seriedad el problema de la centralización, puesto que la reforma técnica de 1968, 
a pesar de introducir la descentralización por servicios y “el situado fiscal”, fortaleció el 
poder ejecutivo y contribuyó en gran medida con prácticas clientelistas que en últimas 
coadyuvaron la problemática; en esta década de 1980 se iniciaron diálogos de paz con la 
insurgencia y en ellos también encontraba como una de las múltiples causas de los 
problemas de la nación la centralización política, administrativa y financiera. 
 
Una de las principales reformas de los años ochenta fue la reforma constitucional que 
otorgó la facultad a los municipios para la elección de sus alcaldes, acompañada además 
por normas fiscales para el acceso a recursos. Ya en 1991 la Constitución estableció la 
elección popular de alcaldes y gobernadores renovando la importancia de los 
departamentos que se vio disminuida por la anterior reforma de 1986 efectiva en 1988 
con la primera elección popular de alcaldes por un periodo de 2 años. 
 
En 1968, se reformó la Constitución incluyéndose el término descentralización técnica o 
por servicios, lo que significó la presencia legal de las empresas públicas bajo tres 
categorías jurídicas de acuerdo al grado de participación del gobierno: establecimientos 
públicos, empresas industriales y comerciales y sociedades mixtas. De esta manera, se 
incluyó activamente una nueva categoría descentralizada en el ámbito territorial. La 
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reforma constitucional de 1968 también creó el “situado fiscal” para transferir recursos a 
los departamentos en función de los ingresos corrientes de la Nación y cuyo destino fue 
financiar actividades en las áreas de salud y educación. Adicionalmente, la Ley 33 de 
1968 estableció la “cesión a los municipios”, como una función del impuesto sobre las 
ventas y asignó el 10% de este impuesto a los departamentos, municipios y al Distrito 
Especial de Bogotá para el año 1969, previendo un aumento de dicha participación al 20% 
en 1970 y 30% en 1971. La Ley 43 de 1975, de nacionalización de la educación, destinó 
una parte de dicha cesión al Ministerio de Educación para financiar los costos de la 
nacionalización. 
(…) 
La descentralización territorial colombiana se ha desarrollado mediante la expedición de 
numerosas normas (desde la Constitución, pasando por leyes especiales y ordinarias, 
hasta decretos y reglamentos) en un período de más de 15 años. Las medidas se pueden 
clasificar en políticas, administrativas y fiscales y organizarse en dos etapas: desde 1983 
hasta la expedición de la Constitución de 1991 y desde este año hasta la fecha. En la 
primera etapa el énfasis se colocó principalmente en los gobiernos locales y 
especialmente en los más pequeños. El objetivo primordial era crear capacidad en dichos 
municipios para la provisión de servicios sociales y de infraestructura básica en un 
contexto de mayor apertura política y participación de la ciudadanía. En la segunda etapa, 
la Constitución consolida políticamente el proceso. Ordena la elección popular de los 
gobernadores y toma medidas para precisar el papel de los departamentos, 
especialmente en la provisión de los servicios de educación y salud. Posteriormente la ley 
hace un esfuerzo por clarificar la distribución de la funciones entre niveles de gobierno y 
por condicionar los recursos hacia los sectores prioritarios para la Nación. La primera 
etapa del proceso sentó las bases para su dinámica en la medida en que combinó 
acciones en las distintas áreas y, principalmente, alimentó con recursos el nuevo marco 
político y las nuevas funciones asignadas. Adicionalmente, en el caso del instrumento 
fiscal más importante –las transferencias a los gobiernos locales-, las normas dispusieron 
que su aumento fuera gradual, tanto en la primera etapa de 1986 a 1992, como en la 
segunda a partir de 1994 y hasta el año 2002. La gradualidad se hizo con el propósito de 
que los distintos niveles se preparen para el cumplimiento de sus funciones y realicen los 
ajustes pertinentes. (Departamento Nacional de Planeación Dirección de Desarrollo 
Territorial, 2002, pp 34-35, 45) 
 
La descentralización es la transferencia de decisión y responsabilidad desde el centro a 
órganos más distantes, tanto en lo público como en lo privado, con el fin de obtener 
mayores beneficios de acuerdo con el objeto de la organización misma. Teóricamente 
habría 4 formas de descentralización: la descentralización espacial o territorial, la 
descentralización hacia el mercado, la descentralización política y la descentralización 
administrativa; esta última se divide en delegación, desconcentración y devolución. 
 
La descentralización espacial o territorial consiste en la transferencia de recursos e 
instrumentos a las regiones o territorios para la promoción económica e industrial; la 
descentralización hacia el mercado es la transferencia desde el estado hacia los 
particulares para que ellos presten servicios; la descentralización política es el ejercicio 
de la elección de gobernantes propios; la descentralización administrativa consiste en 
que órganos distintos al centro tengan funciones, recursos y capacidad de decisión. 
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La desconcentración es la descentralización administrativa en la misma organización, se 
trasladan las funciones a órganos inferiores; la delegación es la descentralización 
administrativa a un órgano con cierta autonomía jurídica y financiera; la devolución 
proviene de los estados federalistas y consiste en devolver las facultades del nivel federal 
al nivel estatal, en los estados unitarios se trata de descentralización administrativa, 
financiera, política y territorial. 
 
La descentralización espacial consiste en la transferencia de recursos e instrumentos a las 
regiones para promover la actividad económica e industrial en forma tal, que se reduzca o 
limite la concentración en favor de unos pocos centros urbanos de gran tamaño. La 
descentralización hacia el mercado consiste en la transferencia de la responsabilidad de la 
prestación de servicios por parte del Estado, hacia los particulares. La descentralización 
política es la transferencia a las entidades territoriales, de la capacidad de elección de sus 
gobernantes y de la toma de decisiones sobre las políticas de desarrollo en el ámbito 
local. La descentralización administrativa es la transferencia de funciones, recursos y 
capacidad de decisión del Gobierno Central, a los gobiernos territoriales para la provisión 
de determinados servicios públicos y sociales y para la realización de obras públicas. Los 
mayores esfuerzos descentralistas se concentran usualmente en esta modalidad 
administrativa, al interior del sector público. 
Existen tres tipos de descentralización administrativa: desconcentración, delegación y 
devolución. La desconcentración es el proceso de transferencia de funciones, recursos y 
capacidad decisoria del nivel central de una entidad pública a sus dependencias, ya sea 
que estén ubicadas en la misma ciudad o estén ubicadas en otros sitios del país. La 
desconcentración se produce al interior de una misma organización, con una unidad de 
mando y dirección y con la misma identificación legal o razón jurídica y es un proceso que 
puede producirse en una organización de cualquiera de los niveles territoriales. 
La delegación es un proceso de transferencia de funciones, recursos y capacidad de 
decisión del nivel central a unidades que tienen cierta autonomía jurídica y patrimonial. 
Con el fin de mejorar la prestación de determinados servicios, la entidad puede crear otras 
organizaciones a las cuales les delega ciertas funciones. Existe por tanto, una relación de 
dependencia entre la nueva organización y la unidad original pero con autonomía para 
ciertos fines. La delegación puede darse en el orden funcional, cuando se crea adscrita a 
un ministerio una entidad descentralizada, ya sea establecimiento público o empresa 
industrial y comercial. También puede producirse a nivel territorial, cuando se crea una 
corporación de desarrollo regional encargada de la provisión de diversos servicios en un 
territorio determinado. 
La devolución es la transferencia de funciones, recursos y capacidad de decisión a 
entidades territoriales con autonomía política, jurídica y patrimonial. El principal rasgo que 
distingue la devolución de la delegación, es el hecho de que la entidad territorial cuenta 
con autonomía política para elegir sus gobernantes y tomar las decisiones sobre sus 
políticas de desarrollo. La devolución es una modalidad de descentralización que se 
configura principalmente en los países federales, donde los estados que conforman la 
federación son autónomos, pero también se desarrolla en países unitarios, cuando 
mediante normas constitucionales y legales, se confiere un elevado grado de autonomía 
política a las entidades territoriales. Por tanto, para poder hablar de la existencia de 
devolución, es preciso que se haya cumplido previamente con el requisito de la 
descentralización política. (Departamento Nacional de Planeación Dirección de Desarrollo 
Territorial, 2002, pp 15-16) 
 
Los objetivos de la descentralización son una decisión de índole política, será el centro 
quien toma la decisión de qué materias descentraliza, con qué finalidad y bajo qué 
formas, designando además la responsabilidad correspondiente a cada nivel de 
gobierno. De manera general se entiende que el objetivo de la descentralización es la 
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mayor eficiencia y eficacia en la toma de decisiones respecto de los problemas puntuales 
ya que al encontrarse más cerca al epicentro se espera el resultado positivo. 
 
La promoción de la democracia, el pluralismo político, y la descentralización política es 
un objetivo en sí mismo que se apoya en elementos administrativos y fiscales. La idea es 
que se creen varios centros de poder lo cual puede servir positivamente para el 
empoderamiento o también para ejercer un control más efectivo sobre la periferia. Si bien 
una de las expectativas es que la disminución de la pobreza sea proporcional al aumento 
de la descentralización, esto no es un efecto inmediato ya que la descentralización no 
incide directamente en las estructuras y condiciones de fondo tanto sociales como 
económicas. 
 
La incidencia, el impacto, será el criterio principal que determine la distribución al nivel de 
gobierno al cual se le debe asignar la prestación de un servicio o la competencia de una 
función, si el impacto es nacional, regional o local, los recursos e instrumentos deben ser 
asignados al respectivo nivel para una más eficiente prestación, sin embargo este es uno 
de los temas más importantes y complejos en materia de políticas públicas debido a la 
sensibilidad y tensión propia de las relaciones centro – periferia presente en cada 
organización. Se precisa que la prestación homogénea desde el centro no atiende a las 
especificidades de cada región creando una discriminación injustificada al tratar igual a 
aquello que es diferente. 
 
La prestación de bienes y servicios a los habitantes de una determinada región que estén 
dispuestos a pagar por estos bienes y servicios si bien puede crear movilidad de los 
usuarios o destinatarios que se trasladarán dependiendo de la mejor oferta, y por la 
competencia se entendería que habría innovación en la oferta, lo cual conllevaría a una 
eficiencia económica ya que el beneficiario estaría dispuesto a pagar por un buen 
servicio, también crea iniquidades verticales ya que el mayor recaudo siempre va a estar 
en cabeza del centro y horizontales entre regiones; para mitigar estas diferencias debe 
diseñarse un sistema de transferencias el cual depende de los objetivos que 
políticamente se le hayan asignado a la descentralización. 
 
Las transferencias son el acceso de las regiones a los recursos de la nación. Las 
transferencias pueden ser con contrapartida o sin contrapartida, el primer tipo ocurre 
cuando los receptores del servicio o del bien contribuyen a su financiación y el segundo 
se presenta cuando reciben el recurso sin que deban aportar. Se esgrime que la 
transferencia con contrapartida es el modelo más recomendable ya que exige esfuerzo 
de los receptores con menor costo para el gobierno nacional. No obstante no existe 
claramente evidencia empírica que así lo demuestre, que al exigir la contrapartida a los 
receptores estos sean más responsables y la transferencia tenga un mayor grado de 
eficiencia en el logro de su objetivo; se podría relacionar con otro tipo de factores 
socioculturales y no exclusivamente con el elemento económico. Las transferencias 
también pueden condicionarse a la utilización en determinado(s) bien(es) y/o servicio(s) o 
dejarse en libertad para que el receptor determine a qué bien(es) y/o servicio(s) destina 
los recursos. 
 
Se ha tendido a ver y exponer la descentralización como una panacea y el remedio a 
todos los problemas económicos, sociales y políticos, sin embargo y no obstante el 
potencial de la descentralización, se trata de una herramienta que depende del diseño, 
Capítulo 3 La Constitución de 1991: República Unitaria, Descentralización 
Territorial y administrativa 
39 
 
de los objetivos perseguidos y de la manera en que se implementa, puesto que a pesar 
de fundamentarse en la cercanía al tratamiento de necesidades para su oportuna 
satisfacción, la propensión a la entrega al mercado puede ser dirigido más por intereses 
de capitales internacionales y no propiamente obedecer al estudio y satisfacción 
proveniente de decisiones de la periferia. 
 
Pese a tratarse de decisiones eminentemente políticas, los objetivos, el diseño e 
implementación de la descentralización, son plausibles varias recomendaciones: se debe 
tener en cuenta que el modelo de descentralización se ha basado en el federalismo fiscal 
de países desarrollados y al ser implementado en países en desarrollo como Colombia 
se debe contar con variables propias de las regiones y localidades. Se debe hacer una 
distribución clara de funciones, evitando duplicidad, especificando componentes de 
funciones, especificando objetivos, y la relación entre funciones y objetivos esperados. La 
adecuación del instrumento depende del objetivo buscado, debe haber fórmulas 
objetivas, transparentes y claras para su medición, contando con cierta flexibilidad en 
reformas, separando cada transferencia según un objetivo específico. Se debe 
implementar sistemas de información para seguimiento y comparación entre objetivos y 
logros. Se debe estimular mecanismos de transparencia en gestión y responsabilidad 
política (Departamento Nacional de Planeación Dirección de Desarrollo Territorial, 2002, 
pp 17-29). 
3.2 La Descentralización territorial y administrativa 
La descentralización se encuentra consagrada en nuestro ordenamiento jurídico positivo 
en el artículo primero de nuestra Constitución al definir a Colombia como un Estado 
Social de Derecho cuya organización consiste en una “República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa 
y pluralista…” 
 
De esta definición encontramos elementos fundamentales que marcan la organización 
político, administrativa y financiera de la República. El unitarismo en contraposición al 
federalismo, discusión que marcó las contiendas del siglo XIX y trascendió hasta el XX 
en el cual se moderó el marcado centralismo de la Constitución de 1886, dando paso al 
desarrollo del concepto de descentralización territorial, política, administrativa y financiera 
cuyo componente esencial es la autonomía. 
 
Así mismo en el artículo 209 superior la descentralización se consagra como medio para 
que la función administrativa se encuentre al servicio de los intereses generales siendo 
desarrollada bajo los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad. En el artículo 210 se ordena que las entidades 
descentralizadas por servicios del orden nacional solamente pueden ser creadas por ley 
o autorización legal. A su vez el artículo 211 entrega los lineamientos para la delegación 
de funciones. 
 
El artículo 287 constitucional le entrega a las entidades territoriales la autonomía para la 
gestión de sus intereses en el marco de la Constitución y la Ley consagrándole los 
derechos a i) gobernarse por sus propias autoridades; ii) ejercer las competencias que le 
correspondan; iii) administrar sus recursos y establecer los tributos necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones; y iv) participar de las rentas nacionales. A renglón 
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seguido en el artículo 288 se dicta que la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial 
establecerá las competencias entre la Nación y las entidades territoriales, 
departamentos, distritos, municipios, territorios indígenas, regiones y provincias (artículo 
286 de la CP), competencias que se deben ejercer de acuerdo con los principios de 
Coordinación, Concurrencia y Subsidiariedad. 
 
El artículo 300 y el artículo 313 establecen las funciones de las Asambleas 
Departamentales y de los Concejos Municipales, respectivamente, mientras que las 
atribuciones de los Gobernadores y de los Alcaldes se encuentran en los artículos 305 y 
315, respectivamente. 
 
La participación de las rentas nacionales a la que tienen derecho las entidades 
territoriales se regulan constitucionalmente en los artículos 356 y 357 que reiteran los 
principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad y prioriza la destinación a los 
servicios de salud, educación básica y media, y servicios públicos domiciliarios de agua 
potable y saneamiento básico y ordenan la regulación legal del Sistema General de 
Participaciones establecido en la Ley 715 de 2001 y Ley 1176 de 2007. 
 
El Sistema General de Regalías tiene rango constitucional en los artículos 360 y 361 y 
establece los lineamientos y materias de la manera en que se tiene acceso a los ingresos 
provenientes de la explotación de los recursos naturales no renovables por parte de sus 
beneficiarios. Se entiende por Sistema General de Regalías el conjunto de ingresos, 
asignaciones, órganos, procedimientos y regulaciones que tienen que ver con la 
explotación de los recursos naturales no renovables. La Ley 141 de 1994 creó el Fondo 
Nacional de Regalías y la Comisión Nacional de Regalías, norma que ha sido modificada 
por la Ley 756 de 2002, la Ley 1530 de 2012 y la Ley 1606 de 2012. 
 
La Ley 489 de 1998 desarrolló los conceptos de delegación, desconcentración, 
descentralización por servicios y funciones administrativas por privados, temas que no 
han sido pacíficos enconándose discusiones jurídico políticas que se han visto por 
ejemplo en las sentencias C-702 de 1999, C-727 de 2000, entre otras, donde se estudian 
los límites y competencias del ejecutivo y el legislativo a la hora de la puesta en marcha 
la reestructuración del aparato estatal. 
 
Las Leyes 9 de 1989, 388 de 1997, 810 de 2003 establecen herramientas para la gestión 
del territorio, erigiéndose como primordial los planes de ordenamiento territorial sin 
embargo se extraña que luego de más de veinte años de la promulgación de la vigente 
Constitución Política el legislativo no ha desarrollado el artículo 288 superior que ordena 
la promulgación de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial en la que se deben 
consagrar las competencias entre la Nación y las entidades territoriales y definir 
legalmente los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. 
 
En la sentencia de constitucionalidad 1051 de 2001, con ponencia del magistrado Jaime 
Araujo Rentería, la Corte Constitucional estableció respecto de la autonomía y la 
descentralización, 
 
La Constitución, en su artículo 1º, estructura el Estado colombiano como una república 
unitaria, descentralizada y con autonomía de sus entidades territoriales, modelo que 
busca "fortalecer la unidad desde la diversidad, mediante el reconocimiento de la variedad 
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biológica, política, jurídica, territorial, religiosa. Es la concepción de la unidad como el todo 
que necesariamente se integra por las partes y no la unidad como bloque monolítico".
29
 
Así, república unitaria implica que existe un solo legislador; descentralización consiste en 
la facultad que se otorga a entidades diferentes del Estado para gobernarse por sí 
mismas, a través de la radicación de ciertas funciones en sus manos y autonomía significa 
la capacidad de gestión independiente de los asuntos propios. Etimológicamente, 
autonomía significa autonormarse, y de ella se derivan las siguientes consecuencias: a. 
Capacidad de dictar normas; b. Capacidad de la comunidad de designar sus órganos de 
gobierno; c. Poder de gestión de sus propios intereses y d. Suficiencia financiera para el 
desempeño de sus competencias. 
Ahora bien, existen varios tipos de descentralización, a saber: territorial, funcional o por 
servicios, por colaboración y, finalmente, por estatuto personal. La descentralización 
territorial se entiende como el otorgamiento de competencias o funciones administrativas a 
las entidades territoriales regionales o locales, las cuales se ejecutan en su propio nombre 
y bajo su propia responsabilidad. La descentralización funcional o por servicios consiste 
en la asignación de competencias o funciones del Estado a ciertas entidades, que se 
crean para ejercer una actividad especializada, tales como los establecimientos públicos, 
las corporaciones autónomas regionales, las empresas industriales y comerciales del 
Estado y las sociedades de economía mixta. La descentralización por colaboración se 
presenta cuando personas privadas ejercen funciones administrativas (art. 123 inciso 3º 
C.P.), v. gr. las Cámaras de Comercio y la Federación Nacional de Cafeteros y, por último, 
la descentralización por estatuto personal, cuyo concepto fundamental es el destinatario 
de la norma jurídica. En esta hipótesis, la descentralización se realiza teniendo en cuenta 
las características distintas de las personas que habitan el territorio del estado. "Pueden 
dictarse normas, con validez para todo el territorio jurídico, de diferente contenido para 
hombres de diferentes características, como ser diferente lenguaje, religión, raza, sexo, 
etc., o inclusive de diferente profesión", como es el caso, por ejemplo, de las normas que 
se dirigen únicamente a las comunidades indígenas; o los que permiten a unos casarse 
por el rito católico y a otros, ubicados en el mismo territorio, casarse por el rito musulmán. 
(pp 10-11) 
 
Y en cuanto a los principios de coordinación concurrencia y subsidiariedad estipuló, 
 
el artículo 288 de la Constitución establece que las competencias atribuidas a los 
distintos niveles territoriales deben ser ejercidas conforme a los principios de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad, atendiendo a los lineamientos 
constitucionales y legales. 
El primer principio, indica que las autoridades administrativas deben coordinar sus 
actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado (art. 209 
C.P.), coordinación que debe darse, tanto entre las entidades territoriales, como 
entre éstas y la Nación. El principio de concurrencia implica un proceso de 
participación entre la Nación y las entidades territoriales, de modo que ellas 
intervengan en el "diseño y desarrollo de programas y proyectos dirigidos a 
garantizar el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida, pues sólo 
así será posible avanzar en la realización efectiva de principios también de rango 
constitucional, como por ejemplo el de descentralización y autonomía territorial."30 
El principio de subsidiaridad consiste en que sólo cuando la entidad territorial no 
pueda ejercer determinadas funciones en forma independiente, puede apelar a 
                                               
 
29
 Sentencia C-478 de 1992 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
30
 Sentencia C-201-98 M.P Fabio Morón Díaz 
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niveles superiores (el departamento o la Nación), para que éstos asuman el 
ejercicio de esas competencias. (Corte Constitucional, C-1051 de 2001, M.P. 
Jaime Araujo Rentería, p 12) 
 
Dentro de los factores determinantes que llevaron a la promulgación de la Constitución 
Política de 1991 se han caracterizado principalmente el abandono de la lucha armada por 
parte de las guerrillas del M-19 (Movimiento 19 de Abril), el Ejército Popular de Liberación 
(EPL) y el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT) en desarrollo de los 
procesos de diálogo y negociación que desde 1983 se iniciaron en el gobierno del 
presidente Belisario Betancur (1982-1986) y que pese a haberse suspendido en la 
práctica sembraron la semilla de la reinserción, además del agotado “estado de sitismo”, 
la presión ejercida por el movimiento estudiantil y la “caída del muro de Berlín” que 
marcaría la disolución del bloque socialista y la terminación de la “bipolaridad” y la guerra 
fría, dando paso a la multipolaridad, a pesar de voces que anunciaban “el fin de la 
historia”. 
 
No obstante haber tenido asiento en la Asamblea Nacional Constituyente de 1991 la 
mayoría de fuerzas del país, a la postre ha pesado sumamente en la espiral de violencia 
el hecho de haber sido excluidos los sectores extremos del espectro político, las 
guerrillas de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) y Ejército de 
Liberación Nacional (ELN) y los sectores armados de derecha (paramilitares), los 
primeros porque se han reprochado mutuamente con el establecimiento la falta de real 
voluntad política de llegar a acuerdos fructíferos utilizando las conversaciones 
soterradamente para un rearme, insurgencia y Estado, y los segundos puesto que nunca 
han creído en la terminación negociada del conflicto y siempre han optado por su 
mantenimiento y escalamiento para la continuación de su status y los beneficios del 
negocio de la guerra, habiendo mutado en “bacrim”. Ha sido alto el precio que ha pagado 
la sociedad colombiana en la violación de los derechos fundamentales y los derechos 
humanos en el transcurso de las dos últimas décadas. 
 
Para el profesor Marquardt las constituciones Latinoamericanas de final del S XX y 
comienzos del S XXI cuentan con un triángulo de valores demoliberales, sociales y 
ecológicos que atienden las necesidades y requerimientos de esta sociedad industrial 
contemporánea sin que necesariamente las tendencias ideológicas de los gobiernos, 
elegidos democráticamente, impliquen una violación de la carta fundamental al inclinarse 
a políticas de corte social o de corte neoliberal. 
 
Las normas supremas iberoamericanas de inicios del siglo XXI muestran típicamente un 
perfil pluralista de valores, combinando ahora, de acuerdo a los desafíos de la sociedad 
industrial moderna, los elementos del Estado liberal del siglo XIX, del Estado socio-
económico de la primera mitad del siglo XX y del Estado medioambiental de finales del 
siglo XX, al estilo de un triángulo de valores. En otras palabras, el Estado constitucional 
republicano democrático se ha consolidado también en América Latina –de manera similar 
a la situación europea y en contraste con EE.UU.- dentro de la sub-variante del Estado 
constitucional democrático-social-ambiental. 
Por otra parte, el pluralismo postmoderno significa precisamente que la constitución 
misma no decide todos los conflictos entre los tres grupos de valores en eventual disputa, 
sino que asigna la ponderación de estos fines divergentes al campo de la política, según 
los resultados electorales, es decir, que sobre la base de documentos constitucionales 
similares, una república determinada realiza ideales gradualmente más sociales, mientras 
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otra favorece políticas un poco más neoliberales, sin que por esto se viole la carta 
(Marquardt, Tomo II, 2011, p 241). 
 
En cualquier caso será el devenir económico, social, político, cultural y jurídico el que 
mostrará las tensiones de poder nacionales, regionales y globales, siendo un elemento 
fundamental la manera en que las relaciones centro – periferia determinen la toma de las 
decisiones.
  
Segunda parte 
Con las ideas gruesas del devenir histórico, constitucional y político de nuestra era 
republicana, teniendo suma importancia para el objeto de estudio la conceptualización de 
la descentralización, la segunda parte de este trabajo estudia en detalle la misión 
constitucional y legal del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA y las 
herramientas jurídicas con que cuenta para el desarrollo de esta misión basadas en la 
potestad sancionadora de la administración conformando así los elementos que permiten 
la proposición de una tipología de la naturaleza jurídica de la entidad. 
4. La Función Misional del Consejo 
Profesional Nacional de Ingeniería –
COPNIA-: Inspección, Vigilancia y Control 
de la Ingeniería, Profesiones Afines y 
Auxiliares 
El artículo 26 de la Constitución Política establece la inspección y vigilancia de las 
profesiones y oficios que impliquen riesgo social. En el caso de la ingeniería, profesiones 
afines y auxiliares la entidad encargada de la inspección y vigilancia es el Consejo 
Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA cuyo desarrollo legal se encuentra en la 
Ley 842 de 2003. 
 
El artículo 26 superior prescribe: 
 
Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley podrá exigir títulos de 
idoneidad. Las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las 
profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de 
libre ejercicio, salvo aquéllas que impliquen un riesgo social. 
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Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios. La estructura 
interna y el funcionamiento de estos deberán ser democráticos. La ley podrá asignarles 
funciones públicas y establecer los debidos controles. 
 
De la lectura del artículo 26 de la Constitución, primer inciso, se encuentra que parte de 
la libertad llana de escoger profesión u oficio, siguiendo con los títulos de idoneidad, que 
únicamente pueden ser exigidos mediante ley, posteriormente se estipula la facultad de 
la inspección y vigilancia del ejercicio de las profesiones y por último se establece que las 
“ocupaciones, artes y oficios” son de libre ejercicio cuando no exijan formación 
académica o impliquen riesgo social. Los incisos segundo, tercero y cuarto se refieren a 
los Colegios Profesionales, su estructura y funcionamiento democrático y la posibilidad 
de asignarles funciones públicas estableciendo “los debidos controles”. 
 
El presente capítulo analizará los elementos de la función constitucional de inspección, 
vigilancia y control de la ingeniería, sus profesiones afines y auxiliares, en cabeza del 
Consejo Profesional de Ingeniería –COPNIA-. 
4.1 Libre escogencia de profesión y/u oficio y su 
parentesco con otros derechos 
La Corte Constitucional ha establecido que los derechos fundamentales y dentro de ellos 
el derecho a la libre elección de profesión y/u oficio tienen límites externos e internos. Los 
límites externos es la relación que tiene el derecho en cuestión con otros derechos de la 
Carta y los internos son el contenido explícito e intrínseco en el texto constitucional. 
 
(…) los derechos fundamentales y dentro de ellos el derecho a escoger profesión u oficio, 
cuentan con límites internos y externos. Son límites internos aquellos que señalan las 
fronteras del derecho como tal y que conforman su propia definición; son límites externos 
los establecidos expresa o implícitamente por el propio texto constitucional, para defender 
otros bienes o derechos protegidos expresamente por la Carta. (C-606 de 1992. M.P. Ciro 
Angarita Barón. p 21) 
 
Los límites externos del derecho a la libre elección de profesión u oficio es la relación 
íntima con el derecho al trabajo, a la libertad de empresa y al libre desarrollo de la 
personalidad. En realidad estos derechos se encuentran estrechamente ligados y 
cuentan con un aspecto social y otro individual inescindibles que irradian también a la 
libre elección de profesión u oficio. 
 
El libre desarrollo de la personalidad es consagrado en el artículo 16 de la Carta de 1991, 
“Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad sin más 
limitaciones que las que imponen los derechos de los demás y el orden jurídico.” 
 
La libertad de actividad económica, de iniciativa privada, de empresa y de competencia 
está en el artículo 333 del estatuto en cita: 
 
La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien 
común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin 
autorización de la ley. 
La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades. 
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La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. 
El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. 
El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad 
económica y evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su 
posición dominante en el mercado nacional. 
La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, 
el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. 
 
Estas preceptivas reflejan la fuerte relación que tienen con la libertad de elección de 
profesión u oficio ya que esta es expresión de aquellas y viceversa, al decidir una 
profesión u oficio finalmente se determina la manera en que la personalidad del individuo 
se expresa en cuanto a formación y/o práctica habitual que además tiene implicaciones 
económicas y a su vez son de sustento como de producción, intelectual, física, artística, 
etc. La personalidad se expresa mediante la profesión y oficio y las profesiones y oficios 
son alimentadas por la personalidad de quienes las practican. 
 
Ha establecido la Corte Constitucional, en la citada sentencia C-606 de 1992: 
 
el núcleo de tal derecho [elección de profesión u oficio] esencial e irreductible, que no 
puede ser desconocido en ningún caso, es el ejercicio de una actividad, en los términos 
del artículo 333 de la Carta, como fuente de subsistencia y realización de la persona (M.P. 
Ciro Angarita Barón. p 26). 
 
A su turno en la sentencia C-177 de 1993 ha estipulado: 
 
El artículo 26 de la Constitución colombiana reconoce a favor de toda persona la libertad 
de escoger profesión u oficio y el derecho, dentro de ciertos límites -tanto internos cuanto 
externos- a ejercer la actividad escogida. 
La libertad de que se habla es simplemente desarrollo obvio del principio fundamental de 
respeto al libre desarrollo de la personalidad, columna vertebral de todo Estado social 
de derecho y límite a la acción del poder público frente a la órbita de decisión autónoma 
del individuo. Además, esta libertad adquiere especial importancia en la medida en que su 
ejercicio opera en uno de los campos que más dignifica al ser humano: el del trabajo. 
Así las cosas, una restricción a la libertad-derecho de escoger y ejercer profesión u oficio, 
que no estuviere ciertamente legitimada en un balance razonable entre este y otro u otros 
derechos constitucionalmente protegidos, podría vulnerar no solo el derecho en cuestión, 
sino el derecho al desarrollo autónomo de la libre personalidad, el derecho al trabajo y las 
libertades y derechos que de estos se deducen. (M.P. Hernando Herrera Vergara. p 20) 
(negrilla no original) 
 
Y en la sentencia C-031 de 1999 fundamentó: 
 
En reiterada jurisprudencia esta Corporación
31
 ha señalado que el artículo 26 de la 
Constitución establece dos derechos claramente definidos, esto es, el derecho a elegir 
profesión u oficio y el derecho a ejercer la actividad escogida. El primero es un acto de 
voluntariedad, prácticamente inmune a la injerencia estatal o particular, cuyo límite 
                                               
 
31
 Pueden consultarse las sentencias T-408 de 1992 M.P. José Gregorio Hernández Galindo, T-610 de 1992 
M.P. Fabio Morón Díaz, C-540 de 1993 M.P. Antonio Barrera Carbonell, C-377 de 1994 M.P. Jorge Arango 
Mejía, C-619 de 1996 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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es la elección entre lo legalmente factible, mientras que el ejercicio de la libertad 
profesional es una faceta susceptible de mayor restricción, como quiera que involucra al 
individuo en la esfera de los derechos de los demás y el interés social, por lo que incluso 
puede estar sometido a la realización de servicios sociales obligatorios. (M.P. Alejandro 
Martínez Caballero. p 14) (negrilla no original) 
 
Especial atención merece la relación con el valor fundamental del trabajo ya que es una 
institución constitucional trascendental en una república constituida como Estado Social 
de Derecho; se trata de un fin y pilar en el que se funda el Estado que, es además medio 
eficaz para el aseguramiento de otros valores, así como un elemento indispensable de 
todo ser humano para su desarrollo y vida en sociedad. 
 
En la norma fundamental el trabajo es mencionado por lo menos en 4 disposiciones con 
mayor relevancia para lo atinente a la libertad de profesión u oficio, advirtiendo que es 
odiosa esta clasificación, el preámbulo, el artículo 1, el artículo 25, el artículo 53. 
 
El preámbulo: 
 
El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado por sus 
delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y 
con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la 
convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro 
de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, 
económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad 
latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la siguiente: CONSTITUCION POLITICA 
DE COLOMBIA 
 
El artículo 1: 
 
Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y 
pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de 
las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
 
El artículo 25: 
 
El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la 
especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones 
dignas y justas. 
 
El artículo 53: 
 
El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta 
por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 
Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, 
proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad 
a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y 
conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en 
caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; 
primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 
laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso 
necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 
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El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 
legales. 
Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la 
legislación interna. 
La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la 
libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores. 
 
El preámbulo prescribe que el pueblo de Colombia, soberano, mediante las instituciones 
establecidas en la Constitución Política, busca asegurar el trabajo; el artículo 1 lo 
establece como pilar que funda, junto a la dignidad humana y la solidaridad, el Estado 
Social de Derecho; el artículo 25 lo estipula como un derecho deber, con especial 
protección y en condiciones dignas y justas; el artículo 53 ordena los mínimos de esa 
especial protección que debe dar el Estado al trabajo. Pero esta es una muy simple y 
precaria lectura de esta institución fundamental del ordenamiento jurídico colombiano que 
tiene hondas implicaciones sociales, políticas, culturales y obviamente jurídicas. 
 
Para el maestro Manuel García Pelayo, en su obra Transformaciones del Estado 
Contemporáneo, el estado y la sociedad son sistemas que pertenecen a un metasistema 
en el cual los dos son complementarios y se necesitan mutuamente para cumplir sus 
objetivos; no deben verse como conceptos y sistemas opuestos; el estado debe regular 
la sociedad puesto que de lo contrario se perdería racionalidad. 
 
De esta manera el Estado social debe garantizar al individuo su existencia y el 
desarrollo de sus capacidades; debe garantizar el pleno ejercicio de sus derechos, 
busca que los valores del estado liberal democrático sean profundizados y se desarrollen 
de manera efectiva; la “procura de la existencia vital” se circunscribe al desarrollo del 
espacio vital que se divide en espacio vital dominado que es aquel en el cual el individuo 
pleno dominio o señorío, sin que esto implique o esté directamente relacionado con la 
propiedad, y el espacio vital efectivo que es aquel en el cual el individuo desarrolla 
efectivamente su existencia pero del cual no tiene dominio. 
 
Para que el ser humano tenga desarrollo de su existencia y pueda ejercer sus derechos 
el Estado le debe garantizar como mínimo: 
 
A) El desarrollo de sistemas o el control de sistemas sin los cuales es imposible el 
despliegue de la vida humana en la civilización de nuestro tiempo. B) La seguridad de los 
distintos aspectos vitales en la sociedad nacional. Además de la defensa exterior y al 
interior frente al delito y la subversión, se requiere defensa frente a las contingencias y 
necesidades económicas globales, frente al deterioro del ambiente natural, frente al 
agotamiento de los recursos naturales, frente a la radicalización y extensión de los 
antagonismos en el seno de la sociedad nacional, etc. C) La realización de prestaciones 
sociales aunque no se encuentren positivizadas en el texto constitucional: a) La fijación de 
un salario vital mínimo con independencia de la clase de ocupación y destinado a ser 
revisado de acuerdo con la coyuntura económica nacional. b) La procura de un puesto 
de trabajo para todo ciudadano útil, para lo cual ha de desarrollarse una política de 
pleno empleo. c) La atención de los que estén incapacitados para el trabajo temporal o 
permanentemente: obreros de industrias decaídas, paro coyuntural, ancianos, niños, 
deficientes mentales, etc., función más importante en estos tiempos de crisis de las 
estructuras tradicionales de la familia y de las formas comunitarias que antes cuidaban 
gentes desvalidas. d) El acrecentamiento de las posibilidades vitales de la población y 
especialmente de las masas de empleados y obreros, acrecentamiento que se actualiza (i) 
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mediante una justa distribución de ingresos a todos los niveles de acuerdo con la 
coyuntura económica; (ii) mediante el creciente acceso a los bienes culturales, lo que, por 
otra parte, es un requisito para la reproducción de un sistema sustentado sobre la 
innovación o al menos sobre la posesión de los conocimientos tecnológicos y (iii) 
mediante la expansión y el perfeccionamiento de los servicios sociales a través, 
principalmente, de sistemas de seguros. (García Pelayo, 1987, pp 29-30). 
 
La Corte Constitucional en el estudio de Estado Social de Derecho, artículo 1 de la 
Constitución Política, sentencia T-406 de 1992, expresó: 
 
Por lo menos tres postulados se desprenden del artículo primero: 
a) El Estado es definido a través de sus caracteres esenciales. Entre estos caracteres y el 
Estado la relación es ontológica: El Estado Colombiano es tal, en tanto sus elementos 
esenciales están presentes; no se trata de cualidades, capacidades o dotes del Estado, 
sino de su propia naturaleza, de su propio ser. 
b) Los caracteres esenciales del Estado tienen que ver no solo con la organización entre 
poderes y la producción y aplicación del derecho, sino también y de manera especial, con 
el compromiso por la defensa de contenidos jurídicos materiales
32
. 
El sentido y alcance del artículo primero no puede ser desentrañado plenamente a partir 
de una interpretación reducida al análisis de su texto. Cada una de las palabras del 
artículo posee una enorme carga semántica, la cual a través de la historia del 
constitucionalismo occidental, se ha ido decantando en una serie de nociones básicas que 
delimitan su alcance y lo hacen coherente y razonable. Una interpretación que se aparte 
del contexto nacional e internacional en el cual han tenido formación los conceptos del 
artículo primero, puede dar lugar a soluciones amañadas y contradictorias.  
En síntesis, la Constitución está concebida de tal manera que la parte orgánica de la 
misma solo adquiere sentido y razón de ser como aplicación y puesta en obra de los 
principios y de los derechos inscritos en la parte dogmática de la misma. La carta de 
derechos, la nacionalidad, la participación ciudadana, la estructura del Estado, las 
funciones de los poderes, los mecanismos de control, las elecciones, la organización 
territorial y los mecanismos de reforma, se comprenden y justifican como transmisión 
instrumental de los principios y valores constitucionales. No es posible, entonces, 
interpretar una institución o un procedimiento previsto por la Constitución por fuera de los 
contenidos materiales plasmados en los principios y derechos fundamentales. (M.P. Ciro 
Angarita Barón. pp 9-10) 
 
El centro de la Constitución Política de 1991 es el ser humano por lo cual se debe hacer 
una interpretación en clave de valores y principios constitucionales con el fin de encontrar 
el sentido de todo el cuerpo normativo y del ordenamiento jurídico colombiano. Los 
valores de la carta fundamental son fines que el Estado debe buscar y los principios son 
criterios que deben ser aplicados a las decisiones para alcanzar los fines ordenados por 
la Constitución, se trata de una diferencia de grado, los valores son más abiertos y 
amplios, los principios son más concretos, aplicables y exigibles por sí mismos; los 
valores requieren de principios y reglas para su aplicación. 
 
a.-Los valores representan el catálogo axiológico a partir del cual se deriva el sentido y la 
finalidad de las demás normas del ordenamiento jurídico
33
 pueden tener consagración 
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 Luciano PAREJO ALONSO, "Constitución y valores del ordenamiento, en Estudios sobre la Constitución 
Española, Cívitas, Madrid, 1991. 
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 R. Dworkin, Questioni di principio; Il Saggiatore, Milano 1985, p. 5 y ss 
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explícita o no; lo importante es que sobre ellos se construya el fundamento y la finalidad 
de la organización política. 
De este tipo son los valores de convivencia, trabajo, justicia, igualdad, conocimiento, 
libertad y paz plasmados en el preámbulo de la Constitución. También son valores los 
consagrados en el inciso primero del artículo 2 de la Constitución en referencia a los fines 
del Estado: el servicio a la comunidad, la prosperidad general, la efectividad de los 
principios, derechos y deberes, la participación, etc. Todos ellos establecen fines a los 
cuales se quiere llegar. La relación entre dichos fines y los medios adecuados para 
conseguirlos, depende, por lo general, de una elección política que le corresponde 
preferencialmente al legislador (…) [Son] un conjunto de propósitos a través de los cuales 
se deben mirar las relaciones entre los gobernantes y los gobernados, para que, dentro de 
las limitaciones propias de una sociedad en proceso de consolidación, irradien todo el 
tramado institucional. 
Su condición de valores fundantes les otorga una enorme generalidad y, en consecuencia, 
una textura interpretativa abierta, dentro de la cual caben varias fijaciones del sentido. (…) 
Los valores son definitorios a la hora de resolver un problema de interpretación en el cual 
está en juego el sentido del derecho, no son normas de aplicación directa que puedan 
resolver, aisladamente, un asunto. 
b-.Los principios Constitucionales, a diferencia de los valores que establecen fines, 
consagran prescripciones jurídicas generales que suponen una delimitación política y 
axiológica reconocida y, en consecuencia, restringen el espacio de interpretación, lo cual 
hace de ellos normas de aplicación inmediata, tanto por el legislador como por el juez 
constitucional. (…) Los principios expresan normas jurídicas para el presente; son el inicio 
del nuevo orden. Los valores, en cambio, expresan fines jurídicos para el futuro; son la 
mira que jalona hacia el orden del mañana. 
(…) 
Los valores son normas que establecen fines dirigidos en general a las autoridades 
creadoras del derecho y en especial al legislador; los principios son normas que 
establecen un deber ser específico del cual se deriva un espacio de discrecionalidad 
legal y judicial. La diferencia entre principios y valores no es de naturaleza normativa sino 
de grado y, por lo tanto, de eficacia. Los principios, por el hecho de tener una mayor 
especificidad que los valores, tienen una mayor eficacia y, por lo tanto, una mayor 
capacidad para ser aplicados de manera directa e inmediata, esto es, mediante una 
subsunción silogística. Los valores, en cambio, tienen una eficacia indirecta
34
, es decir, 
sólo son aplicables a partir de una concretización casuística y adecuada de los principios 
constitucionales. De manera similar, la diferencia entre principios y reglas constitucionales 
no es de naturaleza normativa sino de grado, de eficacia. Las normas, como los 
conceptos, en la medida en que ganan generalidad aumentan su espacio de influencia 
pero pierden concreción y capacidad para iluminar el caso concreto. (T-406 de 1992, M.P. 
Ciro Angarita Barón, pp 10-12) 
 
En la sentencia C-221 de 1992 la Corte Constitucional prescribe que el trabajo es el 
cimiento valorativo del ordenamiento jurídico colombiano. 
 
La Constitución es un sistema portador de valores y principios materiales. En su "suelo 
axiológico" se encuentra el valor del trabajo, que según el Preámbulo de la Carta 
fundamental se debe asegurar a los integrantes de la sociedad, dentro de un marco 
jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social 
justo. Por ello el Constituyente le otorgó al trabajo el carácter de principio informador del 
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Estado Social de Derecho, al considerarlo como uno de sus fundamentos, al lado de 
la dignidad humana, la solidaridad de las personas que integran la sociedad y la 
prevalencia del interés general (artículo 1 de la Constitución). 
La persona es el sujeto de la Constitución y, como condición de la dignidad humana, 
la Carta es portadora de derechos y deberes (Título II). El trabajo es justamente uno de 
ellos (artículo 25), con un carácter de derecho-deber y, como todo el tríptico económico 
de la Carta -propiedad (art. 58), trabajo (art. 25), empresa (art. 333)-, cumple una función 
social. 
El trabajo es una actividad que goza en todas sus modalidades de la especial protección 
del Estado. Una de las garantías es el estatuto del trabajo, que contiene unos principios 
mínimos fundamentales (artículo 53), cuya protección es de tal naturaleza, que es inmune 
incluso ante el estado de excepción por hechos que perturben o amenacen perturbar en 
forma grave e inminente el orden social, económico y ecológico. El gobierno, con las 
facultades excepcionales que le otorga la declaratoria de dicho estado, no puede 
desmejorar los derechos sociales de los trabajadores (artículo 215). 
El mandato Constitucional de proteger el trabajo como derecho-deber, afecta a todas las 
ramas y poderes públicos, para el cumplimiento de uno de los fines esenciales del Estado: 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes que genera esa labor 
humana (artículo 2). 
Entre los principios mínimos fundamentales del estatuto del trabajo se encuentra "... la 
igualdad de oportunidades para los trabajadores... y la remuneración... proporcional a la 
cantidad y calidad del trabajo." 
El principio de igualdad de oportunidades para los trabajadores es una especie del 
principio de igualdad genérico consagrado en el artículo 13 de la Constitución. La igualdad 
de oportunidades permite además el desarrollo de la dignidad que genera la persona 
humana a partir de sus derechos inalienables (artículo 5) e inherentes (artículo 94). (M.P. 
Alejandro Martínez Caballero, p 7) (negrilla no original). 
 
Expuesta de esta manera la importancia del valor fundamental del trabajo en el marco del 
Estado Social de Derecho cobra la real dimensión y relevancia que hay entre la libre 
escogencia de profesión y/u oficio y el mencionado valor constitucional. Así lo puso de 
presente la Corte Constitucional en la citada providencia C-606 de 1992: 
 
(…) de una parte, los requisitos que condicionen el ejercicio de una profesión u oficio 
deben ser de carácter general y abstracto, vale decir, para todos y en las mismas 
condiciones; y de otra, la garantía del principio de igualdad se traduce en el hecho de que 
al poder público le está vedado, sin justificación razonable acorde al sistema constitucional 
vigente, establecer condiciones desiguales para circunstancias iguales y viceversa. 
Queda claro entonces que como lo ha manifestado ya esta Corporación
35
 el alcance de 
los derechos fundamentales no está dado por su mera definición, sino por la relación que 
existe entre ellos y el resto de los contenidos de la Carta. Así las cosas, el derecho al 
trabajo debe interpretarse en estrecha relación con los principios de igualdad, 
libertad y dignidad humana. Es tarea de esta Corte defender en este sentido su real 
significado normativo. 
El sistema de protección del derecho que se estudia, exige entonces que las 
intervenciones del poder público que tiendan a limitar la garantía general de libertad 
respecto a su ejercicio, así como la garantía de igualdad de todos a un puesto de 
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 Cfr. Corte Constitucional, Sala de revisión No 1, sentencia T-406 de junio 5 de 1992, Magistrado Ponente 
Ciro Angarita Barón. 
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trabajo, fundadas en el respeto a la dignidad humana, cuenten con una legitimación 
clara, razonable y explícita. 
Por esta razón, no basta ya con que el legislador argumente la necesidad de proteger al 
interés general para restringir el ejercicio de un derecho. El interés general es un concepto 
vago e impreciso que requiere de una determinación concreta, probada y razonable. Si 
esto no fuera así, quedaría en manos del poder público limitar el alcance de los derechos 
fundamentales, mediante una reglamentación tal que la regla general de libertad se 
convierta, de hecho en la excepción. 
(…) 
El derecho a escoger profesión u oficio es una derivación directa del derecho al trabajo. 
Por ende, el razonamiento expuesto se aplica también al derecho consagrado en el 
artículo 26 de la Carta. Se trata tanto de un elemento estructural del sistema 
constitucional, como de un derecho subjetivo que despliega una especial eficacia 
vinculante frente al poder público. De otra parte, si bien la Constitución garantiza el 
derecho a escoger profesión u oficio, lo cierto es que tal derecho se vería lesionado si de 
él no se dedujera el derecho a ejercer la profesión u oficio escogido, en condiciones de 
libertad e igualdad, dentro de los parámetros de la Constitución. Por eso, la facultad del 
legislador de exigir títulos de idoneidad, (artículo 26 CN) dice relación no tanto al derecho 
a escoger profesión u oficio, como al derecho de ejercer la actividad elegida. Igualmente, 
la función constitucional de las autoridades competentes para inspeccionar y vigilar el 
ejercicio de las profesiones, lleva a concluir la existencia del derecho a ejercer la profesión 
u oficio libremente escogida (M.P. Ciro Angarita Barón, pp 19-21). 
 
Es evidente que la elección de profesión u oficio tiene profundas implicaciones en la 
sociedad ya que se trata de una decisión correspondiente al fuero interno de cada 
persona, desarrollo de su personalidad, que se ejerce de cara a la sociedad como aporte 
a la colectividad, trabajo y empresa, por lo cual debe ser garantizada en condiciones de 
igualdad, libertad y en un entorno digno. 
4.2 Marco interno de la libertad de elección de profesión 
y/u oficio 
Los límites internos de un derecho consagrado en la Carta Fundamental son aquellos 
que el constituyente estableció como su contenido en sí mismo, la consagración positiva 
que fue dispuesta en la norma de rango superior. Se trata del núcleo esencial o 
elemental del derecho. 
 
El artículo 26 constitucional establece como límites internos de la libertad de elección de 
profesión y/u oficio la inspección y vigilancia por las autoridades competentes, los títulos 
de idoneidad y el riesgo social. La regulación de esta libertad es de carácter legal. 
 
Tratándose de un derecho cuya regulación tiene reserva de ley corresponde al legislador 
esta tarea en el estricto respeto de este derecho fundamental; es decir que debe 
garantizar libertad, igualdad y condiciones dignas y a su vez desarrollar las restricciones 
que correspondan, títulos de idoneidad y autoridad competente para protección de la 
sociedad cuando el ejercicio de una profesión u oficio implique amenaza para el bien 
común, el interés general. 
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La primera cuestión que se plantea respecto a la reserva de ley es si esta debe ser 
ordinaria o cualificada, si la regulación que hace el legislador de la libertad de elección de 
profesión u oficio debe ser por Ley Estatutaria o si le está permitido hacerla mediante Ley 
Ordinaria. 
 
El artículo 152 de la Constitución establece las materias que deben ser reguladas 
mediante el procedimiento legislativo de Ley Estatuaria ordenando mayoría absoluta para 
su aprobación, artículo 153. 
 
Las materias son: 
 
a) Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos 
para su protección; 
b) Administración de justicia; 
c) Organización y régimen de los partidos y movimientos políticos; estatuto de la oposición 
y funciones electorales; 
d) Instituciones y mecanismos de participación ciudadana; e) Estados de excepción; 
f) La igualdad electoral entre los candidatos a la Presidencia de la República que reúnan 
los requisitos que determine la ley. 
 
Siendo la libre elección de profesión u oficio un derecho fundamental se encuentra, en 
principio, dentro de las materias reguladas en el artículo 152 superior, pero este solo 
criterio no es suficiente para determinar que la regulación de cada profesión debe 
hacerse mediante ley cualificada ya que la mayoría de derechos tienen que ver de una o 
de otra manera con derechos de carácter fundamental por lo cual la regulación 
cualificada en materia de derechos fundamentales tiene carácter excepcional es decir 
que por regla general el legislador ordinario tiene la competencia para la regulación de 
derechos fundamentales en tanto se vaciaría la competencia teniendo en cuenta que 
gran parte de las materias a regular tienen relación con derechos fundamentales. 
Además las Leyes Estatutarias NO persiguen proveer un tratamiento exhaustivo y 
detallado del derecho fundamental puesto que es una regulación de sus componentes 
fundamentales o estructurales. 
 
Así lo dejó establecido la Corte Constitucional en la sentencia C-226 de 1994 con 
ponencia del doctor Alejandro Martínez Caballero: 
 
En relación con los derechos fundamentales, el mandato constitucional del artículo 142 
(sic) constitucional no es absoluto, pues no sólo las leyes estatutarias pueden regular 
derechos fundamentales. En efecto, la competencia legislativa ordinaria está directamente 
habilitada por la Carta para regular derechos fundamentales y si no se presentara tal 
evento, la mencionada competencia ordinaria se transformaría en exceptiva, ya que 
directa o indirectamente gran parte de las leyes tocan algún o algunos derechos 
fundamentales. En materia de derechos fundamentales debe efectuarse "una 
interpretación restrictiva de la reserva de ley estatutaria porque una interpretación 
extensiva convertiría la excepción -las leyes estatutarias basadas en mayorías 
cualificadas y procedimientos más rígidos- en regla, en detrimento del principio de 
mayoría simple que es el consagrado por la Constitución". Esto significa que las leyes 
estatutarias están encargadas de regular únicamente los elementos estructurales 
esenciales de los derechos fundamentales y de los mecanismos para su protección, pero 
no tienen como objeto regular en detalle cada variante de manifestación de los 
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mencionados derechos o todos aquellos aspectos que tengan que ver con su ejercicio, 
porque ello conduciría a una petrificación del ordenamiento jurídico (p 20). 
 
Y en este sentido se ha venido decantando la jurisprudencia del máximo Tribunal en 
materia Constitucional: 
 
2.2.3.4 Respecto de los derechos fundamentales, el asunto es más problemático si se 
tiene en cuenta que la aplicación estricta de la reserva de ley estatutaria anularía el 
contenido de la competencia del legislador ordinario, en tanto directa o indirectamente, 
toda regulación se refiere o afecta un derecho fundamental, piénsese, por ejemplo, en 
todos los códigos de procedimientos que, en últimas, persiguen garantizar el debido 
proceso. Por lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha buscado el establecimiento de 
ciertas reglas
36
 que permitan la armonización del artículo 152 con el 150 Superior, de 
manera tal que se mantenga un amplio margen de regulación por parte del legislador, 
pero se impida la restricción de mínimos de protección de los derechos fundamentales sin 
el consenso y el debate político propio de las sociedades democráticas. Los criterios 
fueron sintetizados en la Sentencia C-756 de 2008
37
, en los siguientes términos: 
2.2.3.4.1 La regla general es la regulación por parte del legislador ordinario. Lo anterior en 
tanto “la reserva de ley estatutaria en materia de derechos fundamentales es excepcional, 
en tanto que la regla general se mantiene a favor del legislador ordinario.” 
2.2.3.4.2 La regulación estatutaria u ordinaria no se define por la denominación adoptada 
por el legislador, sino por su contenido material. Al respecto, esta Corporación ha aclarado 
que el “criterio nominal relativo a la denominación que el legislador le da a una ley es 
insuficiente. El legislador no podría, por ejemplo dictar una ley que regule los principales 
derechos fundamentales y establezca reglas para su interpretación como si fuera una ley 
ordinaria, simplemente porque optó por llamarla “Código de Derechos Fundamentales”. 
Por eso, esta Corte ha señalado criterios adicionales al meramente nominal para 
determinar cuáles son las materias reservadas al legislador estatutario… De la 
jurisprudencia de la Corte sobre leyes estatutarias se observa una prelación de los 
criterios materiales sobre los puramente formales o nominales”
38
. En consecuencia, el 
trámite legislativo será definido por el contenido del asunto a regular y no por el nombre 
que el legislador designe. 
2.2.3.4.3 Las regulaciones integrales de los derechos fundamentales debe realizarse 
mediante ley cualificada
39
. 
2.2.3.4.4 Los elementos estructurales esenciales del derecho fundamental deben 
regularse mediante ley estatutaria
40
 “de tal forma que si un derecho tiene mayor margen 
de configuración legal, será menor la reglamentación por ley estatutaria
41
. De esta forma, 
es claro que la regulación puntual y detallada del derecho corresponde al legislador 
ordinario
42
. Al respecto, la Corte dijo que “las leyes estatutarias están encargadas de 
regular únicamente los elementos estructurales esenciales de los derechos fundamentales 
y de los mecanismos para su protección, pero no tienen como objeto regular en detalle 
cada variante de manifestación de los mencionados derechos o todo aquellos aspectos 
que tengan que ver con su ejercicio, porque ello conduciría a una petrificación del 
                                               
 
36
 Entre muchas otras, pueden consultarse las sentencias C-013 de 1993, C-370 de 2006, C-370 de 2006, C-
910 de 2004 y C-162 de 2003. 
37
 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra 
38
 Sentencia C-646 de 2001. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
39
 Sentencias C-620 de 2001, C-687 de 2002 y C-872 de 2003. 
40
 Sentencias C-313 de 1994, C-740 de 2003, C-193 de 2005 y C-872 de 2003, entre otras. 
41
 Sentencias C-162 de 2003 y C-981 de 2005 
42
 Sentencia C-013 de 1993. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
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ordenamiento jurídico.”
43
. Así mismo, también deben tramitarse por el procedimiento 
especial, los aspectos importantes de un derecho fundamental (C-818 de 2011, M.P. 
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, pp 21-22). 
 
Sin embargo no está de más acotar la posición según la cual dependiendo del caso 
concreto la reglamentación se debe hacer vía Ley Estatutaria puesto que no hay nada 
más incisivo en la libertad de elección y posterior ejercicio profesional que la exigencia de 
título de idoneidad y registro profesional. Esta quedó consignada en el salvamento de 
voto hecho por el magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz en la sentencia C-251 de 1998. 
 
Considero que la Ley 372 de 1997 ha debido tramitarse como ley estatutaria. La Corte, a 
mi juicio, persiste en el error conceptual de reservar la Ley Estatutaria para remitir a ella 
sólo las regulaciones que “afecten” el núcleo esencial de los derechos fundamentales, tal 
y como se asevera repetidamente en la sentencia. En realidad, el núcleo esencial de un 
derecho lo es porque resulta “inafectable”. Entonces, si esa es la materia propia de la Ley 
Estatutaria, esta garantía de los derechos fundamentales, nunca podrá operar. (…) 
Es evidente que la precisión ulterior sobre qué es estructural y qué es esencial sólo puede 
resolverse en relación con cada derecho en particular. (…) 
La libertad de profesión u oficio acota una parcela de la libertad muy significativa para el 
individuo y la sociedad. La opción sobre la actividad concreta a la cual la persona dedicará 
sus esfuerzos y su tiempo útil, compromete en alto grado su plan de vida. (…) 
La exigencia de una tarjeta profesional o título de idoneidad como condición para el 
ejercicio de una determinada profesión, constituye una de las más incisivas restricciones 
que puede la ley oponer al libre ejercicio de una actividad. Difícilmente puede sostenerse 
que la consagración de este requisito, corresponda a una mera regulación de detalle o 
que no tenga relación con un elemento estructural y esencial de la libertad de profesión u 
oficio: si no se obtiene la respectiva tarjeta o título se impide legalmente el ejercicio de la 
profesión escogida y, de otra parte, la selección de esta última se concreta en la adopción 
de un determinado esquema formativo, entre otros posibles. (…) (pp 37-42) 
4.2.1 El riesgo social y los títulos de idoneidad 
La regulación de la libertad de elección de profesión u oficio puede ser exclusivamente 
ejercida por el Congreso por vía ordinaria, reserva de ley, y excepcionalmente por vía 
cualificada mediante Ley Estatutaria, regulación que tiene como límites internos el riesgo 
social, los títulos de idoneidad y la vigilancia por las autoridades competentes que 
conforman un todo y que debe propender por la maximización de la garantía de libertad, 
igualdad y condiciones dignas que son la representación de los límites externos, trabajo, 
libertad de empresa y de iniciativa privada, y desarrollo de la personalidad. 
 
Desde la perspectiva del interés social la regulación persigue la protección de la 
colectividad, del bien común, lo cual es un fin perfectamente legítimo que debe ser 
alcanzado mediante unos medios proporcionales que no vulneren otros derechos. En 
este balanceo la perspectiva individual propende por el ejercicio de las libertades 
respetando los derechos de los demás sin abusar de los propios. En consecuencia la 
reglamentación limita el ejercicio de la profesión y/o el oficio elegido únicamente cuando 
este representa un riesgo para la sociedad, es decir que puede poner en peligro de 
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manera concreta intereses y bienes de terceros o colectivos, caso en el cual debe exigir 
títulos de idoneidad y entregarle competencia a la respectiva autoridad para la inspección 
y vigilancia que se enmarca en la regulación consagrada en la correspondiente norma de 
rango legal. 
 
Así el centro de gravitación y límite de límites del derecho a la libre elección y ejercicio de 
profesión y/u oficio es el riesgo que puede entrañar para la sociedad como protección 
de esta y como única justificación que permita intromisión del Estado en el ejercicio de 
las libertades, haciendo énfasis en la garantía de libertad, igualdad y dignidad. 
 
Como en la sentencia C-606 de 1992, pp 19-21, la Corte Constitucional ha continuado 
esta línea en sentencias como la T-408 de 1992 y la C-002 de 1993. En la primera, con 
ponencia del doctor José Gregorio Hernández Galindo, estipula: 
 
En Colombia, tal como lo establece la disposición constitucional citada, toda persona es 
libre de escoger profesión u oficio e inclusive, si la ley no ha exigido formación académica 
para la ocupación seleccionada en virtud de esa libertad, la norma hoy vigente las 
favorece a todas, como regla general, con el libre ejercicio, a menos que su índole propia 
implique en sí mismo un riesgo para la sociedad. 
Ese principio de libertad, que se conjuga con el derecho al trabajo (artículo 25 de la 
Constitución), no se concibe como absoluto, al igual que sucede con todas libertades y 
derechos reconocidos en la Carta Política. De su naturaleza y de las repercusiones 
sociales de su ejercicio se desprenden las limitaciones que la sujetan a prescripciones de 
carácter general establecidas por el legislador y a restricciones de índole concreta por 
parte de las autoridades administrativas. 
Por lo que concierne al ámbito de regulación propio de la ley, la importancia y necesidad 
de ésta se derivan no solamente del artículo 26 sino de los artículos 1o. y 2o. de la 
Constitución y de su mismo Preámbulo, en cuanto resulta ser el instrumento jurídico 
adecuado al establecimiento de condiciones mínimas indispensables para que el derecho 
de cada individuo a escoger y ejercer una profesión no afecte a la comunidad, la cual 
podría verse gravemente lesionada si a todos fuera factible la práctica de actividades en 
materia tan delicada como la atención de la salud humana sin la previa preparación 
académica y científica. 
Consecuencia de esa elemental precaución es la facultad conferida por el Constituyente al 
legislador en el sentido de reconocer las profesiones, exigir títulos de idoneidad, 
contemplar para ellas una previa formación académica y calificar como de riesgo social 
las ocupaciones y los oficios que, aún sin requerir esa formación, demanden especiales 
controles o cuidados habida cuenta de sus peculiares características o del peligro que su 
desempeño representa. (T-408 de 1992, pp. 6-7) 
 
Por su parte el pronunciamiento de la segunda providencia prescribió: 
 
El interés común está de por medio cuando alguien, so pretexto de su trabajo, lesiona el 
interés de quienes acuden a sus servicios. Es, por tanto, función del Estado la de 
preservar el bien de la comunidad, representado en la vida, honra y bienes de las 
personas y en la salubridad, seguridad y moralidad públicas. Estos son valores 
proclamados por el ordenamiento constitucional, propósitos de la organización política, y 
es en definitiva su efectividad lo que justifica la existencia y la actividad del Estado y de las 
autoridades. (C-002 de 1993, M.P. José Gregorio Hernández Galindo, p. 10) 
 
La antigua regulación de la libertad de elección de profesión y/u oficio construida bajo el 
régimen de la anterior Constitución de 1886 concebía una división tajante entre 
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profesiones y ocupaciones u oficios, siendo las primeras resultado del cultivo del intelecto 
mientras que las segundas dones o talentos naturales o producto de la práctica. 
 
Como bien se sabe, el artículo 39 de la Constitución vigente hasta 1991 traía una 
significativa diferencia entre los conceptos de "profesión " y "oficio." 
Este artículo partía de la libertad de escoger profesión u oficio, pero autorizaba al 
legislador para exigir títulos de idoneidad y reglamentar el ejercicio de las profesiones. 
También facultaba a las autoridades para inspeccionar tanto las profesiones como los 
oficios con miras a la protección de la moralidad, la salubridad y la seguridad públicas.  
Esta sensible diferenciación entre oficios y profesiones, tenía como fundamento la 
clasificación clásica en virtud de la cual era profesión todo aquello que para su ejercicio 
requiriera de estudios intelectuales científicos o humanistas, mientras se entendía por 
oficio, aquella tarea que bien podía ser aprendida en la práctica y perfeccionada con la 
experiencia, para la que en general lo determinante era el "don natural" o "innato" y no el 
conocimiento. (C-177 de 1993, M.P. Hernando Herrera Vergara, p. 25) 
 
Sin embargo no tardó la jurisprudencia bajo la regulación expresa de la nueva 
Constitución de 1991 en observar que al legislativo únicamente le es permitido requerir 
formación académica y títulos de idoneidad de aquellos oficios y profesiones cuyo 
ejercicio implique riesgo social. 
 
Tales criterios, que se acuñaron a partir del mayor o menor peso específico atribuido a los 
dones naturales frente a los conocimientos teóricos, o al trabajo manual en relación con el 
intelectual, han sido desvirtuados por la práctica. Ciertamente, en la medida en que el 
artículo 26 de la Carta reconoce que ciertas actividades, artes u oficios pueden requerir 
formación académica o implicar un riesgo social y en tal virtud pueden ser objeto de 
reglamentación, inspección y vigilancia, la clasificación entre oficios y profesiones no 
presta ya la utilidad constitucional que se servía con dichos criterios bajo la vigencia de la 
Constitución anterior. 
(…) 
las autoridades competentes podrán inspeccionar y vigilar el ejercicio de las profesiones y 
de las ocupaciones, artes y oficios que exijan cualificación académica o que impliquen un 
riesgo social. Empero, tal inspección -en cuanto implique limitación en el ejercicio del 
derecho- debe ser fijada por la Ley, y no puede en ningún caso ir más allá de lo que sea 
razonablemente necesario para la protección de otros derechos o bienes 
constitucionalmente protegidos. (C-177 de 1993, M.P. Hernando Herrera Vergara, pp. 27-
28) 
 
Y aunque la evolución de una actividad en sí misma y el desarrollo económico y social 
conlleven a que un oficio que en el pasado NO requería formación académica y título 
profesional, en el presente SÍ requiera este título, entendido en los términos del artículo 
24 de la Ley 30 de 1992 otorgado por una institución de educación superior, esto no lleva 
aparejado en sí mismo que también, y por esta sola razón, le sea dable al legislativo 
expedir reglamentación que implique inspección y vigilancia por cuanto esa actividad NO 
manifiesta un riesgo para la sociedad. Puede haber actividades en las que hoy, gracias a 
la tecnificación, desarrollo en ciencia y tecnología, circunstancias económicas y/o 
sociales, los empleadores y el mercado necesiten, prefieran o privilegien personas 
versadas y formadas académicamente que hayan obtenido título profesional, pero no por 
esto el legislador puede reglamentarlas y hacerlas objeto de inspección y vigilancia 
puesto que aun en esas condiciones su ejercicio NO implica RIESGO SOCIAL. 
 
Así lo estableció la Corte Constitucional al estudiar el caso del Secretariado: 
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la hermenéutica del artículo 26 superior sólo autoriza la restricción del ejercicio de una 
actividad lícita cuando se necesita un conocimiento técnico suficiente para evitar 
repercusiones sociales graves. Por ende, el requerimiento de mayores conocimientos para 
desempeñar una labor que no implique riesgo social, no es el único objetivo que el 
Legislador debe perseguir para profesionalizar una actividad. 
(…) 
Sin embargo, como se afirmó en esta sentencia, los conocimientos de una actividad no 
son los únicos objetivos de la profesionalización de aquella, pues si el entendimiento 
técnico del oficio no tiene repercusiones sociales que impliquen un riesgo colectivo, su 
limitación restringe el núcleo esencial del derecho a ejercer un oficio y transgrede 
derechos como el libre desarrollo de la personalidad y al trabajo. 
(…) 
nada se opone para que el Legislador establezca estímulos en favor de actividades cuya 
función es importante para un grupo determinado, como son las labores secretariales, así 
como nada impide que el Congreso privilegie las capacidades reales de quienes 
desempeñan eficiente y responsablemente las funciones específicas de su cargo. Pero, 
ello no quiere decir que el Legislador sea totalmente libre para, so pretexto de estimular, 
restrinja el acceso a esa actividad, pues la limitación que impide el ejercicio libre de un 
oficio sólo es constitucionalmente admisible si su objetivo es la protección contra un riesgo 
social. En otras palabras, la gratificación para quienes desempeñan correctamente la 
actividad secretarial no puede convertirse en una limitación para su ejercicio, puesto que 
la propia Constitución señala como condición indispensable para la validez de la limitación 
del derecho a ejercer un oficio o una profesión, la protección contra riesgos para la 
sociedad. 
De todo lo anterior se colige que la exclusión de los secretarios no titulados para el 
ejercicio de esa actividad no tiene un objetivo constitucionalmente válido, y por ende es 
una reglamentación que restringe arbitrariamente los derechos al ejercicio de ese oficio 
libremente escogido y a trabajar en igualdad de condiciones. (C-031 de 1999, M.P. 
Alejandro Martínez Caballero, pp. 17-19) 
 
Los títulos de idoneidad, en el marco de regulación al libre ejercicio y elección de 
profesión u oficio, son una restricción que persigue garantizar a la sociedad que las 
personas que obtienen los mencionados títulos poseen los conocimientos necesarios, 
alcanzados mediante teoría y práctica, para el adecuado ejercicio de un oficio o una 
profesión. 
 
Para los fines pertinentes es plausible la siguiente definición de título (Real Academia 
Española de la Lengua. http://lema.rae.es/drae/?val=t%C3%ADtulo. 22.02.2013): 
“Testimonio o instrumento dado para ejercer un empleo, dignidad o profesión”, puesto 
que la acepción de testimonio se imputa a los conocimientos adquiridos mediante la 
práctica y de los que hay quienes les constan y dan testimonio de ellos, y mediante la 
acepción instrumento se relaciona el otorgamiento por una entidad autorizada. En las 
prácticas sociales se confunden y por esta razón la Constitución y la Ley se encargan de 
hacer las distinciones necesarias con el fin de entregar protección por el riesgo que 
entrañan. 
 
La idoneidad es la cualidad de aquello que es idóneo (Real Academia Española de la 
Lengua. http://lema.rae.es/drae/?val=id%C3%B3neo. 22.02.2013): “adecuado y 
apropiado para algo”. 
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Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, como Tribunal Constitucional, en tiempo 
de la Constitución de 1886 había afirmado que los títulos de idoneidad cumplían con dos 
finalidades, la protección de la sociedad respecto del riesgo social que implica el ejercicio 
de una profesión u oficio determinados y la protección de quienes ejercen esta actividad 
para que sean ellos, los que demuestren la idoneidad, quienes estén facultados para tal 
fin. 
 
Ahora bien, la facultad de reglamentación de las profesiones tanto como la de exigir títulos 
de idoneidad tienen varias finalidades: 
a) Proteger a las personas que se han capacitado para desarrollar determinada actividad, 
de las personas que quieren desempeñarse como tales sin haber obtenido los méritos 
para hacerlo. Capacidad que es más de conocimientos, como los que se transmiten en 
universidades, colegios o centros especializados, que de talento natural; 
b) Proteger a la colectividad en general para que no resulte afectada por el inadecuado 
ejercicio de estas profesiones, asegurando que las personas que se anuncian para ello 
están en la capacidad suficiente para desempeñarse en ese campo, es decir son idóneas 
y proteger así a toda la sociedad controlando las profesiones para que con esas labores o 
actividades no se cause daño o perjuicio a terceros y no se atenta contra las buenas 
costumbres, la salud o la integridad física de las personas. (Corte Suprema de Justicia. 
Sala Plena. Sentencia 16 de 07 de febrero de 1991. M.P. Jaime Sanín Greiffenstein. p. 12) 
 
Al tratarse de la protección de la sociedad en relación al riesgo cierto y objetivo que 
representa el ejercicio de un oficio o una profesión, más que una prelación de las 
autoridades, la exigencia de títulos de idoneidad es una obligación. El título de idoneidad 
demuestra que aquella persona que lo exhibe ha cumplido con los requisitos de índole 
académica o práctica que son necesarios para su obtención y en consecuencia se 
encuentra preparado para asumir los retos que plantea el qué hacer de esa profesión u 
oficio. La colectividad en general deposita su confianza en que las instituciones 
competentes han otorgado título al particular porque este ha cursado y desarrollado 
satisfactoriamente las materias, el pensum, que además ha sido aprobado por la 
autoridad competente, o que ha acreditado la experiencia necesaria que lo habilita para 
obtener la certificación a determinado oficio. 
 
si bien la ley puede establecer títulos de idoneidad y las autoridades están obligadas a 
exigirlos, no les está permitido imponer a los particulares requisitos adicionales para el 
ejercicio de su actividad. 
A la inversa, la carencia de título o la falta de los documentos que acrediten legalmente la 
idoneidad para ejercer una profesión, facultan y aún obligan a la autoridad a impedir ese 
ejercicio para hacer cierta la prevalencia del interés general. (T-408 de 1992, M.P. José 
Gregorio Hernández Galindo, p. 8) 
 
La exigencia del título de idoneidad para desempeñar una profesión u oficio significa, 
adicionalmente, que la persona ha cumplido a cabalidad con los requisitos académicos o 
científicos necesarios para asumir la respectiva tarea. (…) la ausencia de cualquiera de 
estos requisitos se constituye en principio de razón suficiente para no permitir que el 
interesado reciba el título respectivo y, por ende, para que no pueda ejercer su profesión u 
oficio. En otras palabras, el Estado no puede ser ajeno frente a aquellas personas que por 
falta de responsabilidad, o de principios éticos, pretenden engañar a la sociedad 
desempeñando tareas u oficios sin tener la aptitud y la preparación para hacerlo, o sin 
haber llenado los requerimientos legales y reglamentarios establecidos para el efecto. (T-
478 de 1994, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, p. 9-10) 
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Ya se planteó el caso en que a pesar de presentarse condiciones sociales, económicas, 
culturales, técnicas, científicas, etc. que ameriten y por las cuales se requiera título de 
idoneidad y formación académica para el desempeño de determinadas actividades, estas 
NO implican RIESGO SOCIAL y no es necesaria inspección y vigilancia, como en el caso 
del Secretariado, Sentencia C-031 de 1999, sin embargo ocurre el caso contrario y es 
que el ejercicio de un oficio entrañe en SÍ un RIESGO para la sociedad y por lo tanto es 
necesario y obligatorio que el legislador reglamente su ejercicio, la autoridad competente 
exija título de idoneidad y adelante la respectiva inspección y vigilancia. 
 
Este es el caso de los técnicos constructores, maestros de obra o supervisores de obra 
que fue estudiado por la Corte Constitucional en la Sentencia C-964 de 1999 que 
introduce otros elementos del título de idoneidad y el riesgo social, (i) el riesgo social 
debe ser entendido en sentido restrictivo puesto que todas o casi todas las actividades 
del hombre trascienden de la esfera privada a lo social por lo cual el riesgo social será 
aquel que concretamente represente un peligro de daño a la colectividad; (ii) que la 
exigencia académica o de experiencia sea un medio idóneo o adecuado para prevenir, 
mitigar, palear ese riesgo que conlleva el ejercicio de la actividad reglamentada, o sea, 
que se justifica la reglamentación y la exigencia del título de idoneidad si, valga la 
redundancia, este título es un mecanismo idóneo para la disminución o prevención del 
riesgo social; (iii) la actividad de maestro de obra, técnico constructor, es independiente 
de la de ingenieros o arquitectos y entraña en sí riesgo social puesto que debe tener una 
experiencia - preparación cualificada más allá de otros colaboradores, como quienes 
hacen tareas de pintura, pero que no es de la magnitud de los ingenieros o arquitectos. 
 
todas las actividades tienen una implicación social inevitable (…) esa interpretación amplia 
no es adecuada (…) llevaría al extremo de permitir una regulación de casi todas las 
ocupaciones en la sociedad contemporánea, con lo cual se vaciaría el contenido del 
derecho a ejercer libremente los oficios y los derechos que le son inherentes. Igualmente, 
esa hermenéutica desconoce el tenor literal del artículo 26, que restringe el libre ejercicio 
únicamente a ciertos oficios: aquellos que exijan formación académica o impliquen un 
riego social (…) el concepto de riesgo social no se refiere a la protección constitucional 
contra contingencias individuales eventuales sino al amparo del interés general, esto es, a 
la defensa y salvaguarda de intereses colectivos que se materializan en la protección de 
los derechos constitucionales de los posibles usuarios del servicio. 
(…) en primer término, el riesgo social que genera la actividad social debe ser claro y 
afectar, o poner en peligro, el interés general y derechos fundamentales; pero eso no es 
suficiente; es además necesario que ese riesgo pueda ser disminuido de manera 
sustantiva gracias a una formación académica específica. (…) sólo puede limitarse el 
derecho a ejercer un oficio y exigirse un título de idoneidad, cuando la actividad genera (i) 
un riesgo de magnitud considerable, (ii) que es susceptible de control o de disminución a 
través de una formación académica específica. 
(…) el técnico constructor es quien desempeña trabajos que tradicionalmente 
corresponden a las labores de los llamados “maestros de obra" o supervisores de la obra. 
Esta persona tiene a su cargo el control de la calidad de la construcción, la inspección de 
la labor de los obreros desde la cimentación hasta los acabados de la misma. Por 
consiguiente, el técnico constructor deberá interpretar y desarrollar diseños 
arquitectónicos, estructurales, hidráulicas, eléctricos, intercomunicaciones y mecánicos; 
deberá supervisar la medición de áreas; revisar sistemas de drenaje y suministro de agua, 
vías, bases y estructuras; supervisar o llevar a cabo la inspección y prueba de materiales 
de construcción; supervisar e inspeccionar proyectos de construcción. (…) los técnicos 
constructores ejercen actividades propias distintas de los arquitectos o ingenieros, pues 
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tienen a su cargo competencias independientes y fundamentales en la búsqueda de la 
adecuada realización de la obra. (…) los diseños generales y orientaciones globales de la 
construcción corresponden al ingeniero o arquitecto, pero el control concreto de la 
ejecución de la obra corresponden primariamente al técnico constructor, (…) esta labor 
requiere de conocimientos académicos necesarios para evitar las consecuencias de la 
deficiente construcción de una edificación, con lo cual se evitan daños al propietario de la 
obra, a quienes harán uso de ella y, en consecuencia, a toda la colectividad. (…) 
Por lo tanto, la Corte considera que la dirección de la obra a cargo de ingenieros y 
arquitectos no hace ilegítima la profesionalización del técnico constructor, pues no elimina 
el riesgo social que la labor específica del maestro de obra es capaz de generar, puesto 
que a este último corresponde la vigilancia concreta de la ejecución de la obra. (M.P. 
Alejandro Martínez Caballero, pp 16-19). 
 
En la Sentencia C-964 de 1999 la Corte Constitucional estudió la Ley 14 de 1975 que fue 
derogada por la Ley 842 de 2003 norma que reguló las profesiones auxiliares a la 
ingeniería en el artículo 3: 
 
Se entiende por Profesiones Auxiliares de la Ingeniería, aquellas actividades que se 
ejercen en nivel medio, como auxiliares de los ingenieros, amparadas por un título 
académico en las modalidades educativas de formación técnica y tecnológica profesional, 
conferido por instituciones de educación superior legalmente autorizadas, tales como: 
Técnicos y tecnólogos en obras civiles, técnicos y tecnólogos laboratoristas, técnicos y 
tecnólogos constructores, técnicos y tecnólogos en topografía, técnicos y tecnólogos en 
minas, técnicos y tecnólogos delineantes en ingeniería, técnicos y tecnólogos en sistemas 
o en computación, analistas de sistemas y programadores, técnicos y tecnólogos en 
alimentos, técnicos y tecnólogos industriales, técnicos y tecnólogos agroindustriales y los 
maestros de obras de construcción en sus diversas modalidades, que demuestren una 
experiencia de más de diez (10) años en actividades de la construcción, mediante 
certificaciones expedidas por ingenieros y/o arquitectos debidamente matriculados y, 
excepcionalmente, por las autoridades de obras públicas y/o planeación municipales. 
 
En consecuencia para ser auxiliar de la ingeniería, técnico constructor o maestro de obra, 
se tiene el camino de los conocimientos adquiridos en la academia, institución 
debidamente facultada, o los conocimientos adquiridos vía experiencia. 
4.2.2 El riesgo social y la inspección y vigilancia 
La regulación vía ley ordinaria (reserva de ley) debe garantizar los límites externos 
(libertad, igualdad y dignidad) y se encuentra legitimada únicamente cuando el ejercicio 
profesional entrañe riesgo social por lo cual reglamenta la inspección y vigilancia en cuyo 
propósito determina la autoridad competente quien ejerce estas competencias que 
envuelven la exigencia de títulos de idoneidad, en las condiciones vistas, el registro 
profesional y velará por el correcto ejercicio de la profesión mediante los códigos de 
conducta comúnmente conocidos como códigos de ética profesional. 
 
De acuerdo con la Real Academia Española de la Lengua Inspección 
(http://lema.rae.es/drae/?val=inspecci%C3%B3n. 01.03.2013) es “Cargo y cuidado de 
velar por algo”, inspeccionar (http://lema.rae.es/drae/?val=inspeccionar. 01.03.2013.) es 
“Examinar, reconocer atentamente”, a su turno por vigilancia 
(http://lema.rae.es/drae/?val=vigilancia. 01.03.2013.) se entiende “Cuidado y atención 
exacta en las cosas que están a cargo de cada uno” y por vigilar 
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(http://lema.rae.es/drae/?val=vigilar. 01.03.2013.) se entiende “Velar sobre alguien o algo, 
o atender exacta y cuidadosamente a él o a ello”. 
 
En consecuencia la inspección y vigilancia es la potestad que le entrega la ley a las 
autoridades competentes para que velen por el debido ejercicio de la profesión que se 
encuentra establecido en la correspondiente ley, prescribiendo deberes, prohibiciones, 
sanciones y el procedimiento para imponerlas, así como la función de exigencia de títulos 
de idoneidad y registro profesional. 
 
El derecho al ejercicio de una profesión se manifiesta como una de las materializaciones 
de la libre elección de profesión u oficio. Sin embargo, a diferencia de la elección que es 
libre, la Constitución autoriza que la ley reglamente el ejercicio de las profesiones que 
serán vigiladas e inspeccionadas por las autoridades competentes. (C-226 de 1994, M.P. 
Alejandro Martínez Caballero, p 21) 
 
las normas básicas sobre las cuales se ejerza el control, y que por lo general tienden a 
restringir el ejercicio del derecho a ejercer libremente una actividad, deben tener rango 
legal. 
Con fundamento en estas normas legales las autoridades competentes, creadas para ello 
-como es el caso del Consejo Nacional de Técnicos Electricistas- o autorizadas por el 
legislador, podrán en ejercicio de la facultad de policía administrativa que compete al 
Estado, vigilar el cumplimiento de las normas que regulan el ejercicio de las actividades. 
(C-177 de 1993, M.P. Hernando Herrera Vergara, p 34) 
 
cuando la ley regula la inspección y vigilancia de una determinada profesión, el legislador 
no sólo ejerce una facultad, sino que cumple una obligación que le impone la Constitución. 
¿por qué la Constitución ordena la inspección y vigilancia de las profesiones? 
Sencillamente por las consecuencias sociales que tal ejercicio tiene, por regla general. 
(…) 
la libertad de escoger profesión, entendida ésta como la que requiere una formación 
académica, no pugna con la facultad concedida al legislador de exigir títulos de idoneidad. 
En cuanto al ejercicio de tales profesiones, corresponde a las autoridades competentes de 
la rama ejecutiva su inspección y vigilancia, de conformidad con la reglamentación que 
expida el legislador. Todo, con fundamento en el artículo 26 de la Constitución, que 
obedece a la función social implícita en el ejercicio profesional. (C-377 de 1994, M.P. 
Jorge Arango Mejía, pp 11-12) 
 
corresponde únicamente al legislador crear el cuerpo dispositivo, para la inspección y 
vigilancia del ejercicio de las profesiones que constitucionalmente lo requieran. Esto 
significa que aspectos tales como la tipificación de las faltas, el respeto riguroso del 
debido proceso, la garantía del derecho de defensa, son materias que corresponde definir 
a la ley. (C-012 de 2000, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, p 14) 
 
La persona en ejercicio de su libertad de elección de profesión y/u oficio escoge aquella o 
este que su conciencia, su fuero interno, sus necesidades, aptitudes, costumbres, etc. le 
indiquen con el fin de desarrollar su personalidad en el marco de la Constitución y la Ley, 
es decir guardando el respeto a los derechos de los demás, no causarles daño y no 
abusar de sus propios derechos; si el ejercicio de esta profesión implica riesgo para la 
sociedad entonces esta persona debe obtener su título de idoneidad, mediante 
conocimientos académicos y/o experiencia, registrarse ante la autoridad competente y 
desarrollar su actividad en el marco de la normatividad que prescribe deberes, 
prohibiciones, sanciones y procedimientos. Del otro lado la autoridad competente contará 
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con la potestad de inspección y vigilancia para velar por el ejercicio de la respectiva 
profesión. 
 
Las funciones de inspección y vigilancia hacen parte de la potestad sancionadora del 
Estado que se estudiará en el capítulo siguiente. 
 El riesgo profesional 
El registro profesional es una de las herramientas con las que cuenta la autoridad 
competente para el ejercicio de su potestad de inspección y vigilancia de la profesión y/u 
oficio correspondiente y se materializa usualmente en la Tarjeta Profesional, la Matrícula 
Profesional, el Certificado de Registro, etc. Es de anotar que el Registro Profesional es el 
número otorgado por la autoridad competente mediante, usualmente, Acto Administrativo 
y no el carné, la tarjeta, es decir el plástico en el que se plasma el número de Registro, 
puesto que este simplemente contiene el mencionado código o número que debe haber 
seguido el debido procedimiento administrativo con las formalidades respectivas para ser 
otorgado. 
 
la tarjeta profesional constituye una forma de inspección y vigilancia al ejercicio de ciertas 
actividades y por ello los Consejos pueden otorgar, homologar o no autorizar su entrega 
de acuerdo con las previsiones del Legislador. De esta manera, están legitimados para 
exigir el cumplimiento de los requisitos que demuestren tanto de la solvencia académica 
como de la realización de los trámites a que hubiere lugar. A manera de ejemplo, podrían 
requerir la presentación de títulos de formación profesional, el pago de expensas o la 
entrega de otros documentos que permitan ejercer el control y vigilancia a la actividad 
profesional. (T-701 de 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, pp 21-22) 
 
Para el caso de la ingeniería, profesiones afines y auxiliares, la autoridad competente de 
inspección y vigilancia, el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA, exige 
los requisitos establecidos en los artículos 3, 7, 8 y 9 de la Ley 842 de 2003 necesarios 
para matrícula y registro y el procedimiento para su obtención. 
 
Artículo 7. REQUISITOS PARA OBTENER LA MATRÍCULA Y LA TARJETA DE 
MATRÍCULA PROFESIONAL. Sólo podrán ser matriculados en el Registro Profesional de 
Ingenieros y obtener tarjeta de matrícula profesional, para poder ejercer la profesión en el 
territorio nacional, quienes: 
a) Hayan adquirido el título académico de Ingeniero en cualquiera de sus ramas, otorgado 
por Instituciones de Educación Superior oficialmente reconocidas, de acuerdo con las 
normas legales vigentes; 
b) Hayan adquirido el título académico de Ingeniero en cualquiera de sus ramas, otorgado 
por Instituciones de Educación Superior que funcionen en países con los cuales Colombia 
haya celebrado tratados o convenios sobre reciprocidad de títulos, situación que debe ser 
avalada por el ICFES o por el organismo que se determine para tal efecto; 
c) Hayan adquirido el título académico de Ingeniero en cualquiera de sus ramas, otorgado 
por Instituciones de Educación Superior que funcionen en países con los cuales Colombia 
no haya celebrado tratados o convenios sobre reciprocidad de títulos; siempre y cuando 
hayan obtenido la homologación o convalidación del título académico ante las autoridades 
competentes, conforme con las normas vigentes sobre la materia. 
Parágrafo 1. Los títulos académicos de postgrado de los profesionales matriculados no 
serán susceptibles de inscripción en el registro profesional de ingeniería, por lo tanto, 
cuando se necesite acreditar tal calidad, bastará con la presentación del título de 
postgrado respectivo, debidamente otorgado por la universidad o institución autorizada por 
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el Estado para tal efecto. Si el título de postgrado fue otorgado en el exterior, solo se 
aceptará debidamente consularizado o apostillado de acuerdo con las normas que rigen la 
materia. 
Parágrafo 2. La información que los profesionales aporten como requisitos de su 
inscripción en el registro profesional respectivo, solamente podrá ser utilizada por el 
Copnia para efectos del control y vigilancia del ejercicio profesional correspondiente, 
excepto cuando sea requerida por las demás autoridades de fiscalización y control para lo 
de su competencia o cuando medie orden judicial. 
 
Artículo 8. REQUISITOS PARA OBTENER EL CERTIFICADO DE INSCRIPCIÓN 
PROFESIONAL. Sólo podrán ser matriculados en el Registro Profesional respectivo y 
obtener certificado de inscripción profesional y su respectiva tarjeta, para poder ejercer 
alguna de la profesiones afines o de las profesiones auxiliares de la ingeniería en el 
territorio nacional, quienes: 
a) Hayan adquirido el título académico en alguna de sus profesiones afines o de las 
profesiones auxiliares de la ingeniería, otorgado por instituciones de Educación Superior 
oficialmente reconocidas, de acuerdo con las normas legales vigentes; 
b) Hayan adquirido el título académico en alguna de las profesiones afines o de las 
profesiones auxiliares de la ingeniería, otorgado por instituciones de Educación Superior 
que funcionen en países con los cuales Colombia haya celebrado tratados o convenios 
sobre reciprocidad de títulos; 
c) Hayan adquirido el título académico en alguna de las profesiones afines o de las 
profesiones auxiliares de la ingeniería, otorgado por instituciones de Educación Superior 
que funcionen en países con los cuales Colombia no haya celebrado tratados o convenios 
sobre reciprocidad de títulos; siempre y cuando hayan obtenido la homologación o 
convalidación del título académico ante las autoridades competentes, de acuerdo con las 
normas vigentes. 
 
Artículo 9. PROCEDIMIENTO DE INSCRIPCIÓN Y MATRÍCULA. Para obtener la 
matrícula profesional o el certificado de que trata la presente ley, el interesado deberá 
presentar ante el Consejo Profesional Seccional o Regional de ingeniería del domicilio de 
la Universidad o institución que otorgó el título, el original correspondiente con su 
respectiva acta de grado, fotocopia del documento de identidad y el recibo de 
consignación de los derechos que para el efecto fije el Copnia. 
Verificados los requisitos, el Seccional o Regional correspondiente, otorgará la matrícula o 
certificado, según el caso, el cual deberá ser confirmado por el Consejo Nacional de 
Ingeniería en la sesión ordinaria siguiente a su recibo, ordenando la expedición del 
documento respectivo. 
 
Artículo 3. PROFESIONES AUXILIARES DE LA INGENIERÍA. Se entiende por 
Profesiones Auxiliares de la Ingeniería, aquellas actividades que se ejercen en nivel 
medio, como auxiliares de los ingenieros, amparadas por un título académico en las 
modalidades educativas de formación técnica y tecnológica profesional, conferido por 
instituciones de educación superior legalmente autorizadas, tales como: Técnicos y 
tecnólogos en obras civiles, técnicos y tecnólogos laboratoristas, técnicos tecnólogos 
constructores, técnicos y tecnólogos en topografía, técnicos y tecnólogos en minas, 
técnicos y tecnólogos delineantes en ingeniería, técnicos y tecnólogos en sistemas o en 
computación, analistas de sistemas y programadores, técnicos y tecnólogos en alimentos, 
técnicos y tecnólogos industriales, técnicos y tecnólogos hidráulicos y sanitarios, técnicos 
y tecnólogos teleinformáticos, técnicos y tecnólogos agroindustriales y los maestros de 
obras de construcción en sus diversas modalidades, que demuestren una experiencia de 
más de diez (10) años en actividades de la construcción, mediante certificaciones 
expedidas por ingenieros y/o arquitectos debidamente matriculados y, excepcionalmente, 
por las autoridades de obras públicas y/o de planeación, municipales. 
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En los artículos 7 y 8 se encuentran los requisitos para la obtención de matrícula 
profesional y el certificado de inscripción profesional para los profesionales de la 
ingeniería, artículo 7, y para los profesionales afines y auxiliares de la ingeniería, artículo 
8, tanto graduados en el territorio nacional en alguna institución de educación superior 
debidamente reconocida, como en territorio extranjero. Estos artículos regulan los 
requisitos cuando el título de idoneidad es obtenido de manera académica. 
 
En el artículo 3 se establece las actividades que se entienden como Profesiones 
Auxiliares de la Ingeniería, norma que puede dividirse en dos partes, la primera se refiere 
a la obtención vía académica, mientras que el final del artículo establece los requisitos 
para la obtención de registro profesional por medio de la certificación de experiencia en 
tareas relacionadas con la construcción a los denominados maestros de obra quienes 
deben allegar constancias de 10 años de experiencia en actividades relativas a la 
construcción suscritas por profesionales de la ingeniería o arquitectura debidamente 
matriculados y excepcionalmente por las autoridades de obras y/o planeación 
municipales. 
 
Se certifica que se ha laborado o ejecutado actividades de construcción pero NO como 
maestro de obra puesto que la experiencia de 10 años es la que le entrega la idoneidad 
para desempeñarse como maestro de obra y el derecho para obtener el registro 
profesional para el ejercicio legal. 
 
El procedimiento para el Registro Profesional se establece en el artículo 9 y es (i) la 
presentación, del título profesional original, diploma y/o acta de grado, de la copia del 
documento de identidad y de la constancia del pago de los derechos del registro; (ii) la 
presentación debe ser hecha en el Seccional o Regional del domicilio de la institución 
que otorgó el título. Una vez recibidos los documentos estos deben ser aprobados por el 
Consejo Seccional y posteriormente por el Consejo Nacional conformándose un acto 
administrativo complejo impropio que requiere de la manifestación de más de una 
voluntad, dentro de la misma entidad, para su conformación. Se diferencia del acto 
administrativo propio que igualmente requiere la manifestación de la voluntad de dos 
órganos independientes entre sí para su conformación como acto administrativo. 
 
2.2. ACTO ADMINISTRATIVO COMPLEJO 
De acuerdo con el tratamiento jurisprudencial y doctrinario que en Colombia se le ha dado 
a esta clase de actos, a su vez se puede dividir en dos tipos, que cabe denominar 
complejo propio y complejo impropio. 
2.2.1. Acto administrativo complejo propio 
Noción 
Es el que se forma por la fusión de las declaraciones que, de manera separada y 
sucesiva, profieren dos o más órganos sobre un mismo asunto y con el mismo fin. La 
complejidad del acto se debe entonces al número de órganos y a las circunstancias en 
que cada uno interviene, de modo que además de su pluralidad, sus respectivas 
intervenciones deben darse en momentos distintos y de forma separada entre ellos. 
(…) 
2.2.2. Acto administrativo complejo impropio o interno 
Es el que está constituido por varios pronunciamientos, dados en momentos distintos y 
consecutivos, pero emanados de un mismo órgano. Se puede decir que la complejidad es 
interna en tanto la pluralidad de actos se da en el seno de un solo órgano. Dentro de este 
tipo de actos a su vez se evidencian en la jurisprudencia y la doctrina, dos subtipos, 
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cuales son los complejos per se y los complejos circunstanciales (o para control 
jurisdiccional). 
Complejos impropios per se 
Son aquellos que necesariamente deben perfeccionarse con varios pronunciamientos de 
la autoridad que expide el acto, por lo tanto se dan las demás características de los actos 
complejos propios, distintos de la pluralidad de órganos. La única diferencia con estos, 
entonces, es que la formación del acto está a cargo de un solo órgano. Es el caso de los 
nombramientos o designaciones que requieren confirmación; v.gr. la elección de 
miembros del Consejo de Estado o de la Corte Suprema de Justicia, la cual, una vez 
producida, debe ser confirmada posteriormente por la misma corporación, previa 
acreditación de los requisitos y condiciones para desempeñar el cargo. (Berrocal 
Guerrero, 2005, pp 96-99) 
 
Siendo expedido y publicado el acto administrativo correspondiente, el profesional habrá 
obtenido su registro profesional y se encontrará debidamente habilitado para el ejercicio 
legal de su profesión. 
 
La Ley 842, artículo 9, ordena la presentación del título profesional original lo cual no 
obsta para que la presentación de copia (autenticada) del mismo sea válida acogiéndose 
lo prescrito por el artículo 244 del C.G.P y 252 del C.P.C. que en su definición de 
autenticidad establece que es auténtico el documento cuando se tiene certeza de quien 
lo ha elaborado, manuscrito o firmado. El nuevo Código General del Proceso, Ley 1564 
de 2012, extiende la presunción de legalidad a los documentos privados mientras no se 
hayan tachado de falsos, mientras que en el anterior Código de Procedimiento Civil el 
privado es auténtico al ser reconocido por el notario. 
 
ARTÍCULO 244. Documento auténtico. Es auténtico un documento cuando existe certeza 
sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito, firmado, o cuando exista certeza 
respecto de la persona a quien se atribuya el documento. 
Los documentos públicos y los privados emanados de las partes o de terceros, en original 
o en copia, elaborados, firmados o manuscritos, y los que contengan la reproducción de la 
voz o de la imagen, se presumen auténticos, mientras no hayan sido tachados de falso o 
desconocidos, según el caso. (Código General del Proceso) 
 
ARTÍCULO 252. Es auténtico un documento cuando existe certeza sobre la persona que 
lo ha elaborado, manuscrito o firmado. El documento público se presume auténtico, 
mientras no se compruebe lo contrario mediante tacha de falsedad. 
El documento privado es auténtico en los siguientes casos: 
1. Si ha sido reconocido ante el juez o notario, o si judicialmente se ordenó tenerlo por 
reconocido. 
(…) (Código de Procedimiento Civil) 
 
El artículo 9 en estudio se debe armonizar con lo establecido en el artículo 24 de la Ley 
30 de 1992, norma especial en lo que respecta a la educación superior, que define el 
título como 
 
el reconocimiento expreso de carácter académico, otorgado a una persona natural, a la 
culminación de un programa, por haber adquirido un saber determinado en una Institución 
de Educación Superior. Tal reconocimiento se hará constar en un diploma. 
El otorgamiento de títulos en la Educación Superior es de competencia exclusiva de las 
instituciones de ese nivel de conformidad con la presente Ley. 
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PARÁGRAFO. En los títulos que otorguen las instituciones de Educación Superior se 
dejará constancia de su correspondiente Personería Jurídica. 
 
Una cosa es el título otorgado por la Institución de Educación Superior y otra es el 
diploma en el que se hace constar. La redacción del artículo 9 de la Ley 842 de 2003 no 
es clara en diferenciar el título del diploma ya que asemejaría el título al diploma y ordena 
además la presentación del acta de grado. Si el título, como lo ordena el artículo 24 de la 
Ley 30, es el reconocimiento expreso de la terminación de un programa no hay razón 
para presentar el diploma y el acta de grado puesto que los dos documentos expresan la 
voluntad, el reconocimiento expreso, de la Institución de Educación Superior. 
 
Distinto es establecer la fecha en que se otorga el reconocimiento expreso pues si bien la 
fecha del acta de grado y la fecha del diploma en la mayoría de los casos coinciden 
puede ocurrir que no y sea primero la fecha del acta de grado puesto que da testimonio 
del momento en que la autoridad competente de acuerdo con los estatutos de la 
Institución de Educación Superior decide otorgar el título a la persona natural 
correspondiente, razón por la que esta debe ser la fecha correspondiente al título. 
 
Es de suma importancia el otorgamiento del Registro Profesional en materia de 
ingeniería por dos razones principalmente, es indispensable para el legal ejercicio 
profesional y marca el comienzo del cómputo de la experiencia profesional. 
 
En virtud del artículo 13 de la Ley 842 de 2003 solamente con la obtención del registro 
profesional es posible el ejercicio legal de la ingeniería, sus profesiones afines y sus 
profesiones auxiliares, por lo cual quien no tenga el registro profesional podrá verse 
incurso en las sanciones correspondientes al ejercicio ilegal de profesiones regulado por 
el artículo 30 del Decreto 522 de 1971 modificado por el artículo 15 de la Ley 228 de 
1995. 
 
Artículo 13. EJERCICIO ILEGAL DE LA PROFESIÓN. Ejerce ilegalmente la profesión de 
la Ingeniera, de sus profesiones afines o de sus profesiones auxiliares y por lo tanto 
incurrirá en las sanciones que decrete la autoridad penal, administrativa o de policía 
correspondiente, la persona que sin cumplir los requisitos previstos en esta ley o en 
normas concordantes, practique cualquier acto comprendido en el ejercicio de estas 
profesiones. En igual infracción incurrirá la persona que, mediante avisos, propaganda, 
anuncios profesionales, instalación de oficinas, fijación de placas murales o en cualquier 
otra forma, actúe, se anuncie o se presente como Ingeniero o como Profesional Afín o 
como Profesional Auxiliar de la Ingeniería, sin el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la presente ley. 
PARÁGRAFO. También incurre en ejercicio ilegal de la profesión, el profesional de la 
ingeniería, de alguna de sus profesiones afines o profesiones auxiliares, que estando 
debidamente inscrito en el registro profesional de ingeniería, ejerza la profesión estando 
suspendida su matrícula profesional, certificado de inscripción profesional o certificado de 
matrícula, respectivamente. (Ley 842 de 2003). 
 
Artículo 30. El que ejerza ilegalmente profesión u oficio, incurrirá en arresto de uno a doce 
meses. (Decreto 522 de 1971). 
 
Artículo 15. Salvo las contravenciones especiales de que trata la presente ley, las 
previstas en la Ley 23 de 1991 y aquellas a que se refiere la Ley 30 de 1986, las 
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contravenciones actualmente sancionables con pena de arresto serán sancionadas con 
pena de multa hasta de cinco 5 salarios mínimos legales mensuales. (Ley 228 de 1995). 
 
No obstante según el artículo 15 de la Ley 842 de 2003 la sanción aplicable por las 
autoridades de Policía puede ser más severa, preceptuando hasta cincuenta (50) salarios 
mínimos legales vigentes, ya que el artículo 15 de la Ley 842 de 2003 es norma posterior 
y especial, criterio de interpretación establecido en los artículos 2 y 3 de la Ley 153 de 
1887, y se aplicaría para particulares que infringieran este estatuto de reglamentación del 
ejercicio de la ingeniería quedando supeditados a lo establecido en el artículo 15 de la 
Ley 228 de 1995 quienes ejercieran ilegalmente otra profesión ya que es regla general. 
 
Artículo 15. SANCIONES. El particular que viole las disposiciones de la presente ley 
incurrirá, sin perjuicio de las sanciones penales y de policía, en multa de dos (2) a 
cincuenta (50) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
PARÁGRAFO. Las multas que se impongan como sanción por el incumplimiento de la 
presente ley y sus normas reglamentarias, deberán consignarse a favor del Tesoro 
Municipal del lugar donde se cometa la infracción y serán impuestas por el respectivo 
Alcalde Municipal o por quien haga sus veces, mediante la aplicación de las normas de 
procedimiento establecidas para la investigación y sanción de las contravenciones 
especiales, según el Código Nacional de Policía o norma que lo sustituya o modifique. 
 
Según lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 842 de 2003 la experiencia profesional en 
materia de ingeniería se cuenta a partir de la expedición del registro profesional. 
 
Para los efectos del ejercicio de la ingeniería o de alguna de sus profesiones afines o 
auxiliares, la experiencia profesional solo se computará a partir de la fecha de expedición 
de la matrícula profesional o del certificado de inscripción profesional, respectivamente. 
Todas las matrículas profesionales, certificados de inscripción profesional y certificados de 
matrícula otorgados con anterioridad a la vigencia de la presente ley conservan su validez 
y se presumen auténticas. 
 
Sin embargo el artículo 229 del Decreto Ley 019 de 2012, Ley antitrámites, prescribe que 
salvo las excepciones de las áreas de la salud la experiencia profesional se computa a 
partir de la terminación del programa o pensum. 
 
Para el ejercicio de las diferentes profesiones acreditadas por el Ministerio de Educación 
Nacional, la experiencia profesional se computará a partir de la terminación y aprobación 
del pensum académico de educación superior. 
Se exceptúan de esta condición las profesiones relacionadas con el sistema de seguridad 
social en salud en las cuales la experiencia profesional se computará a partir de la 
inscripción o registro profesional. 
 
La lectura de estas normas plantea una abierta contradicción ante la cual habría dos 
soluciones a saber: la derogatoria tácita del artículo 12 de la Ley 842 de 2003 o la 
aplicación coetánea como normas especiales en sus distintas materias que fue la 
posición asumida por el COPNIA. 
 
La Ley 842 de 2003, actualmente vigente, señaló y aclaró expresamente en su artículo 12, 
que la experiencia profesional de las profesiones de ingeniería, o sus profesiones afines o 
auxiliares, se computará a partir de la fecha de la expedición de la Matrícula Profesional 
en cumplimiento del principio según el cual en Colombia solamente se puede ejercer 
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legalmente la ingeniería al momento en que se obtenga, por parte del Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería – COPNIA, la Matrícula Profesional correspondiente, por lo que la 
expedición de la Ley 842 de 2003, no implicó un cambio normativo opuesto a la 
reglamentación profesional de la ingeniería vigente hasta dicha: para ejercer legalmente 
la ingeniería, sus profesiones afines y sus profesiones auxiliares, se requiere estar inscrito 
en el Registro Profesional Nacional que lleva el COPNIA, lo cual se acreditará con la 
respectiva tarjeta, tal como se establece en el artículo 6° 
(…) 
Ahora bien, el Decreto Ley 19 de 2012 en el artículo 229 establece un método para el 
cómputo de la experiencia profesional para las diferentes profesiones acreditadas por el 
Ministerio de Educación Nacional a partir de la terminación y aprobación del pensum 
académico de educación superior; cómputo que se realiza para todos los efectos de la 
Función Pública, teniendo en cuenta que el artículo se contempla en el capítulo XIX 
denominado “Trámites, procedimientos y regulaciones del sector administrativo de la 
Función Pública del Título II denominado “Régimen Especial”. 
El mencionado Decreto Ley constituye una regulación especial para efectos del cómputo 
de experiencia profesional para el sector administrativo de la Función Pública, sin que por 
esta razón se encuentre derogada la Ley 842 de 2003 que establece disposiciones 
especiales para las profesiones de ingeniería o sus profesiones afines o auxiliares, como 
es la obligación de tener la Matrícula Profesional o el Certificado de Inscripción Profesional 
para acceder a un cargo o empleo para el cual se requiera ser ingeniero, para celebrar un 
contrato o para anunciarse o presentarse como profesional, so pena de considerar dichas 
conductas como ejercicio ilegal de la profesión. (Consejo Profesional Nacional de 
Ingeniería – COPNIA. Radicado NAL-CE-2012-00210. 25.01.2012)
44
. 
 
No obstante el autor del este escrito considera que el ejercicio de la ingeniería, sus 
profesiones afines y auxiliares implica RIESGO SOCIAL lo cual conlleva a que sea 
justificada su regulación y además se convierta en obligación para el legislador, y siendo 
parte y herramienta de la inspección y vigilancia el registro profesional y el cómputo de la 
experiencia profesional como mecanismo idóneo y proporcionado para la protección de la 
sociedad, se hace necesario y justificado computar la experiencia profesional en el 
ejercicio de la ingeniería, sus profesiones afines y auxiliares a partir del registro 
profesional, aplicándose el artículo 12 de la Ley 842 de 2003, aun cuando se trate del 
cómputo para el acceso a la Función Pública puesto que se encuentra en juego un bien 
superior que es el peligro que acarrea para la sociedad el ejercicio de la ingeniería ya 
que compromete derechos como el derecho a la vida, a la salud, etc. La norma 
establecida en el artículo 12 de la Ley 842 de 2003 es norma especial que debe ser 
aplicada para el ejercicio de la ingeniería, profesiones afines y auxiliares inclusive para el 
ingreso a un empleo público. 
 
En la sentencia C-296 de 2012 la Corte Constitucional comparó el artículo 12 de la Ley 
842 de 2003 con el artículo 14 del Decreto 2772 de 2005, este último que establecía 
como requisito, para el acceso a empleos públicos de entidades del orden nacional, el 
cómputo de la experiencia profesional a partir de la terminación del pensum académico 
encontrando exequible el artículo 12. 
 
se puede decir en primer lugar (i) que la profesión de ingeniero, profesiones afines y 
auxiliares son todas ellas actividades que involucran un claro riesgo social; en segundo 
                                               
 
44
 Ver también los radicados NAL-CE-2012-00258 y NAL-CE-2012-00293. 
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término que (ii) la exigencia de aportar un título académico está destinada a conjurar una 
serie de amenazas, peligros y riesgos que se ciernen sobre los ciudadanos y que pueden 
amenazar su vida, integridad personal, seguridad y su salud; en tercer término (iii) que de 
ninguna manera se trata de discriminar con esta norma a un grupo de profesionales sobre 
otros, sino que a partir de los mayores requerimientos para el cómputo de la experiencia 
profesional en actividades relacionadas con la ingeniería, profesiones afines y auxiliares 
se trata de proteger a la comunidad y la sociedad de eventuales riesgos sociales; en 
cuarto lugar (iv) que dicha diferenciación cumple con los requisitos de idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad de la medida, ya que el legislador en su potestad de libre 
configuración en el establecimiento de títulos de idoneidad de actividades que impliquen 
riesgo social lo que estableció fue la posibilidad de que se valorara en este caso la 
experticia a partir de la expedición de la matrícula profesional o del certificado de 
inscripción profesional, circunstancia que tiene como finalidad evitar riesgos sociales por 
el ejercicio de esta actividad; por último y en quinto lugar (v) tampoco se comprueba que 
esta norma viole el derecho al trabajo consagrado en el artículo 25 de la C.P, porque en 
este caso no se está restringiendo la posibilidad de trabajar y acceder al concurso de 
méritos, sino que se establece una diferenciación razonable y justificada que se deriva de 
la libre configuración del legislador en la exigencia del título de la idoneidad para evitar el 
riesgo social en el ejercicio de determinadas profesiones que pueden afectar los intereses 
de la comunidad. 
En conclusión estima la Corte que el artículo 12 de la Ley 842 de 2003 no desconoció el 
derecho a la igualdad contenido en el artículo 13 superior ni el artículo 25 de la C.P 
referente al trabajo, y por ende la norma demandada debe declararse exequible ya que 
en este caso la mayor exigencia del cómputo de la experiencia profesional a partir de la 
expedición de la matrícula profesional se justifica razonablemente. (C-296 de 2012, M.P. 
Juan Carlos Henao Pérez, pp 51-52) 
 Código de ética profesional 
 
Si bien podría aludirse que la ética hace parte del fuero interno de las personas y por lo 
tanto el Estado debe abstenerse de intromisión, ya desde tiempos de la Constitución de 
1886 se ha establecido que esta regulación es válida en tanto se busca la protección de 
la colectividad frente al inadecuado ejercicio profesional. En la Constitución de 1991 este 
concepto se ha reforzado y profundizado en el riesgo social que puede entrañar el 
ejercicio de algunas profesiones. 
 
las normas generales de la ética rigen para el ejercicio de todas las profesiones, pero 
quizá respecto de ninguna como la abogacía, su acatamiento indeficiente sea más útil 
para mantener la interdependencia o solidaridad social. Su cumplimiento no puede 
estimarse como una indebida injerencia en el fuero interno de las personas, con 
menoscabo de su moral personal. Lo que sucede es que la ética o moral profesional 
tienen como soporte la conducta individual, conducta que vincula a la protección del 
interés comunitario. (Corte Suprema de Justicia. Sentencia de 22 de mayo de 1975. M.P. 
Eustorgio Sarria. Cita en Corte Constitucional. Sentencia C-060 de 1994. M.P. Carlos 
Gaviria Díaz. p 11) 
 
Con la expedición mediante norma de rango legal se busca el mayor grado de legitimidad 
para que, pese a ser objetivamente una reglamentación del fuero interno de cada 
persona en cuanto a lo que entiende por correcto ejercicio profesional, al pasar por el 
parlamento, que por lo menos en teoría representa el sentir popular, se obtenga una 
construcción de aquello que es el adecuado ejercicio profesional en la que se encuentre 
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identificada la mayoría. Que efectivamente las normas de ética profesional sean sentidas 
como propias por los destinatarios de ellas y por tanto acatadas serán problemas de la 
representatividad del cuerpo legislativo, es decir de legitimidad y eficacia de las normas. 
 
El comúnmente llamado Código de Ética Profesional es la norma expedida por el 
Legislativo, puesto que tiene reserva de ley, artículo 26 y 150.2 de la CP, que regula el 
adecuado ejercicio profesional, de las profesiones cuyo ejercicio presenta riesgo social, 
mediante una parte sustantiva compuesta principalmente por derechos, deberes, 
prohibiciones y sanciones de los depositarios de la regulación, actores del ejercicio 
profesional, y una parte procedimental que garantiza el debido proceso previsto con el 
objeto de guiar las investigaciones, determinar las conductas y las consecuencias 
jurídicas de aquellas además de la manera de conocer las decisiones y controvertirlas; 
evidentemente determinará la autoridad competente para adelantar esta potestad 
sancionadora. Estos son mínimos para que una regulación disciplinaria respete el 
precepto constitucional del debido proceso. 
 
Esa regulación básica o mínima, como se verá, constituye suficiente garantía del derecho 
de defensa disciplinado y establece las formas propias para que la autoridad adelante una 
actuación disciplinaria ajustada a los principios constitucionales. 
Estos elementos, como se anotó, están señalados, tanto en el texto del artículo 28 que se 
examina, como en otras disposiciones de la ley 43/90. En efecto, la ley hace referencia a 
las normas de conducta profesional que deben observar los contadores (art. 8), precisa la 
autoridad pública a quien se le otorga la competencia para ejercer como autoridad 
disciplinaria (arts. 16, 20 y 27), tipifica las infracciones y consagra con claridad las 
sanciones aplicables (arts. 23, 24, 25 y 26) y, finalmente, establece un procedimiento 
disciplinario (art. 28), que se sujeta a las formas propias que exige el debido proceso. (C-
530 de 2000, M.P. Antonio Barrera Carbonell, pp 63-64) 
 
En el campo de la ingeniería el Código de Ética para el Ejercicio de la Ingeniería en 
General y sus Profesiones Afines y Auxiliares se encuentra en los Títulos IV y V de la Ley 
842 de 2003. El Título IV es denominado como el Código de Ética en sí, compuesto por 
Disposiciones Generales, Capítulo I, De los Deberes y Obligaciones de los Profesionales, 
Capítulo II, y De Las Inhabilidades e Incompatibilidades de los Profesionales en el 
Ejercicio de la Profesión, Capítulo III, y el Título V identificado como Régimen 
Disciplinario donde se encuentra el Capítulo I, Definición, Principios y Sanciones, y el 
Capítulo II, Procedimiento Disciplinario. El Título IV y el Capítulo I del Título V 
comprenden la parte sustantiva del Código con los tipos disciplinarios y sus 
consecuencias jurídicas, mientras que el Capítulo II del Título V es el elemento adjetivo o 
procedimental. 
 
La cláusula general de responsabilidad de los particulares y los servidores públicos se 
encuentra establecida en el artículo 6 de la CP que ordena que los primeros responden 
por la vulneración de la Constitución y la Ley, mientras que los segundos son 
responsables por el incumplimiento de las normas, por omisión y extralimitación en sus 
funciones. “Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión 
o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.” (Constitución Política. Artículo 6) 
 
En materia patrimonial se requerirá un hecho, un daño producido por este y un nexo de 
causalidad entre aquel y este, así como un nexo de causalidad entre el hecho y la 
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persona a la cual se le imputa. “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido 
daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley 
imponga por la culpa o el delito cometido.” (Código Civil. Artículo 2341) 
 
En materia penal y sancionadora los elementos son la conducta que debe ser típica, 
antijurídica y culpable. 
 
Para que la conducta sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y culpable. La 
causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado. 
Para que la conducta del inimputable sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y 
se constate la inexistencia de causales de ausencia de responsabilidad. (Código Penal. 
Artículo 9) 
 
En el campo penal la tipicidad debe ser la descripción detallada de la conducta que debe 
existir previamente a la ocurrencia del hecho en la ley para que no se incurra en 
arbitrariedades y teniendo en cuenta que la pena impuesta al que incurre en delito penal 
es la privación de la libertad, un bien preciado en un Estado Social y Democrático de 
Derecho, conquista del Estado Liberal y germinado en las revoluciones burguesas como 
un límite al poder. A este principio hacen referencia los aforismos nullum poena sine lege 
y nullum crimen, nulla poena sine previa lege (nula la pena sin ley y nulo el crimen y nula 
la pena sin ley previa). 
 
En materia disciplinaria se ha aceptado que el principio de tipicidad es más flexible que 
en el derecho penal principalmente porque la sanción no implica la privación de la 
libertad personal, opera para un específico grupo y no para la totalidad de la sociedad 
legalmente capaz e imputable y se hace imposible la descripción detallada de todas las 
conductas en las que puede incurrir el sujeto disciplinable por lo cual los tipos 
disciplinarios son abiertos o en blanco y pueden ser completados en otra norma o 
estatuto. En el derecho disciplinario de inspección y vigilancia de las profesiones para el 
caso de la ingeniería sus profesiones afines y auxiliares el bien jurídico tutelado es el 
debido ejercicio de la ingeniería y las sanciones tienen que ver con amonestaciones, 
suspensiones y cancelaciones del registro profesional, es decir que se compromete el 
ejercicio mismo de la profesión por el sujeto disciplinado. 
 
En la sentencia C-427 de 1994 (M.P. Fabio Morón Díaz) – que versó sobre normas del 
Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación, entre las cuales se contemplaba 
como una falta disciplinaria “ejecutar en el lugar de trabajo o en sitio público, cualquier 
acto contra la moral o las buenas costumbres” - se resaltó también que, a pesar de que 
existen elementos comunes entre el procedimiento penal y el procedimiento disciplinario, 
“no es menos cierto que de lo anterior no puede concluirse que se trata de unos mismos 
procedimientos, pues los fines perseguidos, la naturaleza de las faltas en general, y las 
sanciones por sus particulares contenidos, difieren unos de otros.” Por eso, en la 
sentencia se resalta que el principio de tipicidad se aplica de distinta manera en el 
derecho penal y en el disciplinario. (C-570 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, 
pp 48-49) 
 
Aun cuando a juicio del actor, el señalamiento de esos criterios para definir sobre el nivel 
de lesión que puedan llegar a soportar los bienes jurídicos protegidos por la ley 
disciplinaria, pueda parecer amplio, el mismo no deja de ser expreso, preciso, cierto y 
previo ante las conductas que por comisión u omisión, constituyen infracciones 
disciplinarias, pues es de la competencia del legislador configurar el tipo disciplinario en 
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forma genérica, con cierto grado de indeterminación y sin recabar en precisiones 
exageradas de los elementos que lo estructuran, mediante el uso de parámetros 
generales de las conductas dignas de desaprobación, para efectos de su encuadramiento 
típico. 
Con base en lo anterior, es de anotar como peculiaridad propia del derecho disciplinario, 
la posibilidad de que las conductas constitutivas de faltas disciplinarias se encuadren en la 
forma de tipos abiertos. A diferencia de la materia penal, en donde la descripción de los 
hechos punibles es detallada, en la disciplinaria el fallador cuenta con un mayor margen 
de valoración e individualización de las faltas sancionables por la diversidad de 
comportamientos que pugnan contra los propósitos de la función pública y del régimen 
disciplinario (C-708 de 1999, M.P. Álvaro Tafur Galvis, pp 17-18) 
 
La prohibición de la conducta delictiva involucra un conjunto de patrones que establecen 
una precisión tipológica en la que se describen de manera detallada los elementos 
conformantes del tipo, de manera que, sujeto activo, conducta, intención, sujeto pasivo y 
circunstancias llevan en el procedimiento penal a una exhaustiva delimitación legal de las 
conductas; mientras que en la definición de las faltas disciplinarias, entran en juego, 
elementos propios de la función pública que interesan por sobre todo a contenidos 
político-institucionales, que sitúan al superior jerárquico en condiciones de evaluar con 
mayor flexibilidad, y de acuerdo con criterios que permiten un más amplio margen de 
apreciación, tal como lo ha entendido el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, órgano 
competente para interpretar y aplicar el Convenio Europeo de Derechos Humanos. 
Las sanciones penales se dirigen, de manera general, a la privación de la libertad física y 
a la reinserción del delincuente a la vida social, al paso que las sanciones disciplinarias 
tienen que ver con el servicio, con llamados de atención, suspensiones o separación del 
servicio; lo que impone al acto sancionatorio un carácter independiente, de donde surge el 
aceptado principio, de que la sanción disciplinaria se impone sin perjuicio de los efectos 
penales que puedan deducirse de los hechos que la originaron. (C-427 de 1994, M.P. 
Fabio Morón Díaz. pp 10) 
 
El concepto de ingeniería se encuentra en el artículo 1 de la Ley 842 de 2003: “Se 
entiende por ingeniería toda aplicación de las ciencias físicas, químicas y matemáticas; 
de la técnica industrial y en general, del ingenio humano, a la utilización en invención 
sobre la materia.” 
 
En el artículo 2 se estipula lo que legalmente se entiende por ejercicio de la ingeniería: 
 
Para los efectos de la presente ley, se entiende como ejercicio de la ingeniería, el 
desempeño de actividades tales como: 
a) Los estudios, la planeación, el diseño, el cálculo, la programación, la consultoría, la 
interventoría, la construcción, el mantenimiento y la administración de construcciones de 
edificios y viviendas de toda índole, de puentes, presas, muelles, canales, puertos, 
carreteras, vías urbanas y rurales, aeropuertos, ferrocarriles, teleféricos, acueductos, 
alcantarillados, riesgos (sic), drenajes y pavimentos; oleoductos, gasoductos, poliductos y 
en general líneas de conducción y transporte de hidrocarburos; líneas de transmisión 
eléctrica y en general todas aquellas obras de infraestructura para el servicio de la 
comunidad; 
b) Los estudios, proyectos, diseños y procesos industriales, textiles, electromecánicos, 
termoeléctricos, energéticos, mecánicos, eléctricos, de computación, de sistemas, 
teleinformáticos, agroindustriales, agronómicos, agrícolas, agrológicos, de alimentos, 
agrometeorológicos, ambientales, geofísicos, forestales, químicos, metalúrgicos, mineros, 
de petróleos, geológicos, geodésicos, geográficos topográficos e hidrológicos; 
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c) La planeación del transporte aéreo, terrestre y náutico y en general todo asunto 
relacionado con la ejecución o desarrollo de las tareas o actividades de las profesiones 
especificadas en los subgrupos 02 y 03 de la Clasificación Nacional de Ocupaciones o 
normas que la sustituyan o complementen, en cuanto a la ingeniería, sus profesiones 
afines y auxiliares se refiere. También se entiende por ejercicio de la profesión para 
efectos de esta ley, el presentarse o anunciarse como ingeniero o acceder a un cargo del 
nivel profesional utilizando dicho título. 
PARÁGRAFO. La instrucción, formación, enseñanza, docencia o cátedra dirigida a los 
estudiantes que aspiren a uno de los títulos profesionales, afines o auxiliares de la 
Ingeniería, en las materias o asignaturas que impliquen el conocimiento de la profesión, 
como máxima actividad del ejercicio profesional, solo podrá ser impartida por 
profesionales de la ingeniería, sus profesiones afines o sus profesiones auxiliares, según 
el caso, debidamente matriculados. 
 
Por su parte el artículo 4 determina las Profesiones Afines a la Ingeniería: 
 
Son profesiones afines a la ingeniería aquellas que siendo del nivel profesional, su 
ejercicio se desarrolla en actividades relacionadas con la ingeniería en cualquiera de sus 
áreas, o cuyo campo ocupacional es conexo a la ingeniería, tales como: La Administración 
de Obras Civiles, la Construcción en Ingeniería y Arquitectura; la Administración de 
Sistemas de Información; la Administración Ambiental y de los Recursos Naturales, la 
Bioingeniería y la Administración en Informática, entre otras. 
 
Estas definiciones son de cardinal importancia puesto que para ser sujeto disciplinable se 
debe tener la calidad de profesional de la ingeniería, profesional afín o auxiliar, contar 
con título de idoneidad y encontrarse debidamente registrado, y que la conducta haya 
sido cometida en ejercicio de la ingeniería. 
 
Pueden presentarse dificultades, zonas grises, lagunas por ejemplo en conductas 
ejecutadas por profesionales de la ingeniería que actúan como representantes de 
personas jurídicas cuyo objeto sean actividades propias de la ingeniería y que en el giro 
de estas actividades resulte vulnerada alguna norma del código de ética de la ingeniería 
inclusive de manera directa por el representante legal, piénsese en la suscripción de 
documentos de presentación de una propuesta ante una entidad estatal para la 
participación en un proceso de selección contractual para la ejecución de obras 
ingenieriles, resultando que los documentos soporte faltan a la verdad. ¿Se trata de 
ejercicio de la ingeniería, teniendo en cuenta que el hecho de presentarse o anunciarse 
como ingeniero es ejercicio de la ingeniería de acuerdo con el artículo 2 literal c) y que si 
se tratase de una persona que inclusive no contase con título profesional podría suscribir 
estos documentos pero no sería sujeto disciplinable por no tratarse de un profesional de 
la ingeniería, afín o auxiliar? O en otro caso ¿el ejercicio de programación en sistemas e 
informática que es efectuado por una persona que no posee título de idoneidad es 
ejercicio de la ingeniería? 
 
La Corte Constitucional ha manifestado que la definición del campo de acción o ejercicio 
de una profesión y sus límites es materia del legislador y no tiene trascendencia 
constitucional en sí mismo por lo cual debe el parlamento optar por un criterio y plasmarlo 
de manera suficientemente clara en la normatividad relativa al ejercicio de la respectiva 
profesión, no obstante, como lo han puesto de presente numerosos tratadistas, la norma 
siempre dejará espacios en los que deberá el operador determinar y decidir qué es 
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efectivamente el ejercicio profesional y su ámbito de aplicación, entre otras porque la 
herramienta de las normas, el leguaje, es un código de textura abierta. 
 
La Corte considera que corresponde al legislador, cuando ejerce la atribución 
constitucional de exigir títulos de idoneidad para el ejercicio de las profesiones, la plena 
competencia para demarcar el campo propio de cada una de ellas y las actividades que, 
en su aplicación concreta, pueden emprender las personas tituladas. 
Con arreglo a esas disposiciones, que precisan el ámbito profesional objeto de 
reglamentación, las universidades e instituciones educativas autorizadas para la 
preparación de quienes aspiran a obtener los títulos de idoneidad, deben estructurar los 
programas académicos y señalar las asignaturas indispensables para la adecuada 
formación de sus estudiantes. 
No sería compatible con la Constitución, particularmente en lo relativo a la 
responsabilidad que ella confía al legislador, pretender -como lo quiere el demandante- 
que aquél se viera limitado, al establecer los confines de las distintas profesiones objeto 
de reglamentación, por los conceptos -no siempre objetivos- que sobre su propio ámbito 
de acción, predeterminado por la práctica, tuvieran los profesionales pertenecientes a una 
u otra actividad. 
El legislador, al cumplir la tarea que le es propia, tiene que decidirse finalmente por algún 
criterio, que debe ser plasmado con suficiente claridad en el momento de configurar la 
estructura normativa objeto de su competencia. 
El juez constitucional, al analizar la norma que determina el ámbito atribuido a una 
actividad profesional relacionada, complementaria o afín a otra u otras, cuando se trata de 
materias técnicas o científicas cuyos límites son discutibles inclusive en el medio integrado 
por quienes las profesan -tal es el caso de optómetras y oftalmólogos, cuyas divergencias 
en torno al campo de acción de cada una de las profesiones ha quedado patente en la 
documentación allegada al expediente-, no puede descalificar lo dispuesto por la ley, a la 
cual corresponde constitucionalmente la competencia al respecto, a no ser que lo 
consagrado en ella resulte manifiestamente irrazonable o desproporcionado, o que, de por 
sí, en cuanto al contenido de lo autorizado, ordenado o permitido, lesione principios o 
mandatos de la Constitución. (C-251 de 1998, MM.PP. José Gregorio Hernández Galindo 
y Alejandro Martínez Caballero, pp 19-20) 
 Autoridad competente 
En virtud del artículo 26 superior la Autoridad Competente ejercerá la Inspección y 
Vigilancia utilizando como herramientas la exigencia de títulos de idoneidad, registrando 
a los profesionales y velando por el cumplimiento del adecuado ejercicio de la profesión, 
prescrito como código, regulado por Ley puesto que representa Riesgo Social. En el 
inciso segundo del artículo 26 constitucional se establece que las Autoridades 
Competentes pueden ser Colegios Profesionales cuya estructura debe ser democrática. 
 
En gran parte de los casos la inspección y vigilancia es ejercida por Consejos 
Profesionales que son entidades públicas, por ejemplo el Consejo Profesional Nacional 
de Ingeniería – COPNIA (Ley 842 de 2003, sentencias C-078 de 2003, C-649 de 2003, 
C-570 de 2004), el Consejo Profesional Nacional de Topografía – CPNT (Ley 70 de 1979, 
sentencia C-606 de 1992), el Consejo Profesional de Ingenierías Eléctrica, Mecánica y 
profesiones afines (Ley 51 de 1986, sentencia C-012 de 2000), el Consejo Profesional de 
Arquitectura y sus Profesiones Auxiliares – CPNAA (Ley 435 de 1998, sentencia C-340 
de 2006), la Junta Central de Contadores Públicos (Ley 145 de 1960, Ley 43 de 1990, 
sentencia C-530 de 2000), el Consejo Profesional de Administración de Empresas – 
CPAE (Ley 60 de 1981), el Consejo Profesional Nacional de Economía – CONALPE (Ley 
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37 de 1990), el Consejo Profesional de Química de Colombia (Ley 53 de 1975), el 
Consejo Profesional de Biología (Ley 22 de 1984). 
 
Los Consejos Profesionales, por regla general, son organismos creados por la ley, sin 
personería jurídica, adscritos a un ministerio, los cuales se conforman con autoridades 
administrativas y personas particulares en representación de quienes ejercen la respectiva 
profesión, y a los que se confieren atribuciones de inspección y vigilancia del ejercicio de 
las profesiones, pues tanto en la vigencia de la Constitución de 1886 y sus reformas, 
como en la Constitución Política de 1991, el derecho a escoger profesión u oficio ha sido 
consagrado como una libertad para la elección, pero sujeta en su ejercicio a la regulación 
legal y a la inspección y vigilancia de las autoridades. 
(…) 
En vigencia de ambas Constituciones, la jurisprudencia constitucional, la de la Sala 
Contencioso Administrativa y los conceptos que al respecto ha emitido esta Sala
45
, han 
asumido que los mencionados Consejos Profesionales, si bien no corresponden a las 
típicas clasificaciones de los entes públicos que integran los sectores central y 
descentralizado de la administración pública, sí son entes de naturaleza pública, en razón 
de su creación legal, su integración, sus funciones y su financiación, que en algunos 
casos proviene de recursos del presupuesto nacional, pero que en general tiene como 
fuente el dinero que la ley autoriza recaudar como contraprestación a las actividades que 
deben cumplir. 
Entre los pronunciamientos más recientes están la sentencia C-570 del 2004, transcrita 
parcialmente en la consulta y sobre la que se volverá más adelante, y el concepto del 14 
de octubre del 2004, radicación 1.590, proferido por esta Sala acerca del Consejo 
Profesional Nacional de Topografía; concepto que además de reiterar la naturaleza 
pública de estos organismos, precisa que los ingresos que perciben son tasas, hacen 
parte del presupuesto general de la Nación y están sometidos al control fiscal de la 
Contraloría General de la República. (Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio 
Civil, 04 de mayo de 2006, C.P. Enrique José Arboleda Perdomo. p 4
46
) 
 
El inciso segundo del artículo 26 superior dice: “Las profesiones legalmente reconocidas 
pueden organizarse en colegios. La estructura interna y el funcionamiento de estos 
deberán ser democráticos. La ley podrá asignarles funciones públicas y establecer los 
debidos controles.” 
 
Como características principales de estos colegios profesionales tendríamos, (i) serían 
organizaciones de profesiones legalmente reconocidas; (ii) organizaciones profesionales 
de iniciativa privada; (iii) deben tener estructura interna y funcionamiento democrático; 
(iv) la ley puede asignarles funciones públicas de inspección y vigilancia de las 
profesiones y establecerá los debidos controles. 
 
Al tratarse de organizaciones de iniciativa privada de carácter profesional tienen su 
sustrato constitucional en los artículos 38: “Se garantiza el derecho de libre asociación 
                                               
 
45
 Cfr. C-177-93, C-482-02, C-078-03, C-570-04; Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo, Sentencia del 16 de junio de 1998, Radicación número: AI-009; Sección Primera, Sentencia 
de mayo 8 de 1997, Exp. 4032; Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto de octubre 14 del 2004, Rad. 
1.590, Concepto de junio 9 de 2005, Rad. 1.638. 
46
 Radicación numero: 11001-03-06-000-2006-00029-00(1730) 
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para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en la sociedad.” y 
103: 
 
Son mecanismos de participación del pueblo en el ejercicio de su soberanía: el voto, el 
plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la 
revocatoria del mandato. La ley los reglamentará. 
El Estado contribuirá a la organización, promoción y capacitación de las asociaciones 
profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, benéficas o de utilidad común 
no gubernamentales, sin detrimento de su autonomía con el objeto de que constituyan 
mecanismos democráticos de representación de las diferentes instancias de participación, 
concertación, control y vigilancia de la gestión pública que se establezcan. 
 
La Corte Constitucional estructura este planteamiento en variada jurisprudencia siendo 
manifestada claramente en la sentencia C-226 de 1994 en los siguientes términos: 
 
Son los particulares y no el Estado quien determina el nacimiento de un colegio 
profesional, pues éste es eminentemente un desarrollo del derecho de asociación 
contenido en el artículo 38 del Estatuto Superior y como tal, es necesario considerar que 
la decisión de asociarse debe partir de los elementos sociales y no de un ser extraño a 
ellos. (C-226 de 1994, M.P. Alejandro Martínez Caballero, p 29) 
 
El constituyente hace explícito que son organizaciones de profesiones legalmente 
reconocidas lo cual querría decir que su ejercicio debe representar riesgo social por lo 
cual el legislativo las regule mediante ley, requiriendo título de idoneidad, con la 
respectiva reglamentación definiéndola de esta manera como ‘profesión’. 
 
una profesión legalmente reconocida en los términos anteriores, será aquella que, en 
virtud de las atribuciones constitucionales y legales, sea definida como “profesión” por el 
legislador y se encuentre estructurada o definida en unas disposiciones normativas, - o 
estatuto -, que determinen su ámbito de aplicación, naturaleza y títulos de idoneidad. 
En consecuencia, no resultan pertinentes los comentarios de los intervinientes dirigidos a 
asegurar que una profesión legalmente reconocida es sencillamente una actividad 
sometida a regulación legal. Tal interpretación desconoce que muchas actividades pueden 
ser objeto de regulación, pero que no por ello deben ser definidas como profesión, en los 
términos arriba señalados. (C-399 de 1999, M.P. Alejandro Martínez Caballero, p 33) 
 
Estas organizaciones profesionales, colegios profesionales, deben ser democráticos en 
su estructura interna y en su funcionamiento, que su ingreso sea abierto, incluyente y 
participativo, que sus decisiones y directivos provengan del sentir de sus miembros, para 
que le sean asignadas funciones públicas. La diferencia fundamental con las 
asociaciones profesionales es que de estas no se exige que la estructura y el 
funcionamiento sean democráticos como sí de los colegios de profesionales. Su común 
denominador es que son de iniciativa privada. 
 
La ley podrá entregarles funciones públicas que al encontrarse en el apartado del 
ejercicio profesional y su inspección y vigilancia deben ser de inspección y vigilancia y 
también pueden ser de consultoría del Estado. Esto se encontraría en el marco de la 
descentralización por colaboración concepto según el cual los privados asumen 
funciones públicas y administrativas contribuyendo con las decisiones del Estado 
pretendiendo hacerlas más democráticas. Un ejemplo claro de este concepto es la 
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prestación de servicios públicos por parte de particulares (artículo 365 de la CP), las 
Cámaras de Comercio, las Notarías, etc. 
 
Los colegios profesionales tienen entonces que estar dotados de una estructura interna y 
funcionamiento democráticos y pueden desempeñar funciones públicas por mandato 
legal. Ha de tomarse en consideración que el elemento nuclear de los mencionados 
colegios radica en la defensa de intereses privados, aunque desde luego, y sobre esta 
base privada, por adición, se le puedan encomendar funciones públicas, en particular la 
ordenación, conforme a la ley, del ejercicio de la profesión respectiva. En este sentido, 
pues, tales colegios profesionales configuran lo que se ha denominado la 
descentralización por colaboración a la administración pública, ya que estas entidades 
ejercen, conforme a la ley, funciones administrativas sobre sus propios miembros Son 
entonces un cauce orgánico para la participación de los profesionales en las funciones 
públicas de carácter representativo y otras tareas de interés general. (C-226 de 1994, 
M.P. Alejandro Martínez Caballero, p 28) 
 
No obstante, el ejercicio de la inspección y vigilancia de las profesiones que implican 
riesgo social por Colegios Profesionales, asociaciones privadas singulares de 
profesionales, encuentra un obstáculo. 
 
Las funciones de inspección y vigilancia del ejercicio profesional que implica riesgo social 
envuelve la obligación legal de los profesionales de obtener un título de idoneidad e 
ingresar en el Registro Profesional, lo cual genera el pago de una tasa. La autoridad 
competente por su parte tiene el deber de requerir ese Registro Profesional, es decir 
tiene la potestad de exigir el Registro Profesional y entregarle un número de matrícula. 
Esta exigencia por parte de un Colegio Profesional, asociación privada de profesionales, 
de ingresar en el Registro Profesional a los profesionales de determinada profesión 
implicaría una vulneración a la libertad de asociación puesto que cada persona es libre 
de asociarse pero también es libre de NO asociarse y el hecho de obligar a un 
profesional a Registrarse como profesional para ingresar al Colegio Profesional y que 
este tenga la función de ejercer la inspección y vigilancia deviene claramente en la 
vulneración de este derecho fundamental de asociación puesto que conllevaría a la 
pertenencia al Colegio Profesional obligatoriamente y no libremente como lo prescribe el 
artículo 38 superior. 
 
constituye una violación del derecho de asociación y en consecuencia una afrenta al 
derecho constitucional, forzar a las personas a vincularse a una determinada 
organización, o hacer de tal vinculación un elemento necesario para tener acceso a un 
derecho fundamental, - como el trabajo por ejemplo-, o condicionar los beneficios que 
normalmente podrían lograrse sin tener necesariamente que asociarse
47
, a la existencia 
de un vínculo obligatorio en este sentido. Es por ello que en virtud del aspecto negativo 
del derecho de asociación, surge a cargo del Estado la misión de evitar que al interior de 
la sociedad, las organizaciones que ostentan algún tipo de preeminencia, constriñan a las 
personas a vincularse a una organización específica, no solo porque el derecho de 
asociación es un claro derecho “de libertad, cuya garantía se funda en la condición de 
voluntariedad
48
”, sino porque “la afiliación tanto como la pertenencia a una asociación, son 
                                               
 
47
Corte Constitucional. Sentencia C-492 de 1996. M.P José Gregorio Hernandez Galindo. 
48
 Corte Constitucional. Sentencia C-606 de 1992. M.P. Ciro Angarita Barón. 
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actos voluntarios y libres, que dependen siempre y exclusivamente de la decisión de la 
persona”,
49
 en virtud de su derecho a determinar libremente sus propias opciones vitales. 
(C-399 de 1999, M.P. Alejandro Martínez Caballero, p 20) 
 
En la Sentencia C-606 de 1992 se plantea que el Colegio Profesional tiende a ser un 
órgano de orden público con representación democrática y general de todos los 
profesionales de determinado campo (artículo 26 de la CP), mientras que las 
Asociaciones Profesionales serían organizaciones de iniciativa privada que no tendrían 
estructura ni funcionamiento democrático. Este planteamiento diverge de lo establecido 
en la sentencia C-224 de 1994 en cuanto a la creación de los Colegios Profesionales ya 
que en la última se dice que debe tener iniciativa privada, como se ha visto y se ha 
desarrollado en la legislación colombiana como se expondrá en seguida, mientras que en 
la C-606 de 1992 se propone que los Colegios Profesionales tengan creación legal, al 
cumplir funciones administrativas y deber ser democrático lo cual para el ponente se 
guardaría mejor por medio de la creación y regulación legal ya que las asociaciones 
privadas se encontrarían al vaivén de los intereses particulares y esta sería la diferencia 
vital entre estas dos instituciones, los Colegios Profesionales y las Asociaciones de 
Profesionales. La ley obviamente resguardaría además la voluntad de cada uno de los 
profesionales a pertenecer o no al Colegio Profesional, es decir de colegiarse, que sería 
independiente de la función de inspección y vigilancia que debería ejercer el Colegio por 
mandato legal sobre todos los profesionales. En cuanto a los recursos se podría pensar 
en que el registro profesional NO tuviera costo para que se marcara la diferencia con la 
voluntad de colegiarse. 
 
A pesar de que la ley no ha reglamentado aún este tipo de asociaciones, podemos decir, 
que se trata de corporaciones cuya naturaleza parece pertenecer más al derecho público 
que al derecho privado. Esto es así, especialmente si tenemos en cuenta que a ellas 
pueden otorgarse funciones públicas, con el fin de que intervengan en la ordenación del 
ejercicio de las profesiones, representando exclusivamente los intereses de las mismas, y 
no de un grupo o parte de quienes la ejercen en determinadas condiciones. Por esta 
razón, es condición esencial de los colegios la de tener una estructura y 
funcionamiento democrático para garantizar que todo aquel que cumpla con los 
requisitos legales para ejercer la profesión de que se trate pueda, sin más 
exigencias, formar parte del colegio, de sus órganos de decisión y de gestión, y 
para que no se convierta en el instrumento de defensa de intereses particulares. En 
este sentido sólo la ley y no el acuerdo privado de las voluntades de quienes 
conforman el colegio, puede crear los requisitos necesarios para integrarlo, así 
como las condiciones que limiten la participación de los colegiados en la gestión de 
sus funciones y en la toma de decisiones. 
Si el establecimiento y desarrollo de los aspectos estudiados quedará al libre 
albedrío de los miembros de la entidad, sería, ciertamente posible que en un 
momento se restringiera a tal punto el acceso o la participación, que el colegio 
terminare siendo un mecanismo de defensa de un determinado interés y no del 
conjunto de los asociados. En consecuencia, la garantía de que el colegio sirva para 
fomentar el derecho a ejercer una profesión y no para restringirlo, se funda en que 
esta materia cuente con una regulación legal básica que sin restringir la autonomía 
de la entidad garantice las condiciones de libertad, igualdad y participación que 
exige el texto fundamental. 
                                               
 
49
 Corte Constitucional. Sentencia T-454 de 1992. 
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(…) 
Los colegios profesionales deben responder pues a una filosofía esencialmente 
democrática. Deben representar globalmente a quienes ejercen determinada profesión y 
no pueden convertirse simplemente en voceros de una parte especial o determinada de 
todo un gremio profesional. Es innegable que para garantizar la representación global, 
debe existir una norma básica que democratice los requisitos exigidos para formar parte 
de la entidad, así como la conformación de los órganos competentes para tomar 
decisiones sobre las normas del colegio, y la admisión o suspensión de los miembros. 
Ahora bien, es cierto que el artículo 103 de la Carta reconoce la existencia de las 
asociaciones de profesionales, pero con un tratamiento distinto al que da a los colegios 
profesionales. Las asociaciones son personas jurídicas de derecho privado, conformadas 
por la manifestación de voluntades de sus miembros. Siempre que respeten las bases 
constitucionales mínimas, pueden diseñar como a bien tengan su estructura y 
funcionamiento interno. La Constitución no exige a las asociaciones de profesionales el 
carácter democrático que impone a los colegios, aunque este ha de ser un elemento 
determinante para que la ley pueda atribuirles las funciones de que habla el artículo 103 
(sic 26). Las asociaciones pueden entonces ser democráticas o no y representar los 
intereses de todo el gremio profesional o solo de una parte de él. Eso dependerá de la 
autonomía de la propia asociación. (C-606 de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón, pp 40-41) 
(negrilla no original) 
 
Cuando la ley asigne funciones públicas de inspección y vigilancia de profesiones que 
generen riesgo social, debidamente reglamentadas, a Colegios Profesionales que tengan 
iniciativa privada, con estructura democrática, debe establecer los debidos controles, lo 
cual es expreso en la parte final del artículo 26 superior. Esto ha sido enunciado en los 
pronunciamientos jurisprudenciales pero no se ha hecho un profundo análisis al respecto 
puesto que buena parte de las profesiones que presentan riesgo social son 
inspeccionadas por entidades públicas generalmente denominadas Consejos 
Profesionales lo cual indica que los Colegios Profesionales en Colombia no han tenido 
gran desarrollo. 
 
Mediante la Ley 1090 de 2006 fue reglamentado el ejercicio de la sicología y fue dictado 
el “Código Deontológico y Bioético”. La sentencia C-470 de 2006, M.P. Marco Gerardo 
Monroy Cabra, estudió las objeciones presidenciales presentadas a los proyectos de Ley 
253 de 2005, Senado, y 021 de 2004, Cámara, artículos 6 y 12, ya que no se atendrían a 
la Naturaleza Jurídica de los Colegios Profesionales citando sentencias de máximo 
Tribunal Constitucional al respecto (pp 8-11). 
 
La Corte Constitucional centró su análisis en los artículos censurados, 6 y 12, y manifestó 
que el problema a resolver era si los proyectos de Ley respetaron la naturaleza privada 
de los Colegios Profesionales y si las funciones que se le entregan al Colegio son 
constitucionales: 
 
En primer lugar, corresponde a la Corte determinar si es posible que el legislador cree, 
obviando la iniciativa particular, los colegios de profesionales. Este es el problema 
principal que se deriva de las objeciones presidenciales. A la luz de la respuesta al 
anterior interrogante, la Sala debe determinar si, como lo indica el Gobierno, el Congreso, 
ignorando límites constitucionales del derecho de asociación, creó el Colegio Colombiano 
de Psicólogos. 
Por otra parte, y por existir una estrecha relación entre el ente al cual se le atribuyen las 
funciones y el alcance de las funciones atribuidas, debe la Sala determinar si las funciones 
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públicas atribuidas a este Colegio se encajan de aquellas cuya atribución permite la 
Constitución. 
(…) 
Por último, la Sala aclara que el estudio de la presente sentencia se restringe únicamente 
a los artículos 6, parcial, y 12 del proyecto de ley, a la luz de las objeciones presidenciales 
y, por tanto, no aborda el análisis de constitucionalidad de ninguna otra disposición del 
proyecto de ley. (C-470 de 2006, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, pp 17, 18). 
 
Al primer interrogante, naturaleza jurídica del Colegio Colombiano de Psicólogos, la Corte 
encuentra que la Ley es perfectamente atenida a la Constitución puesto que NO crea el 
Colegio sino que simplemente le asigna funciones públicas, que el Colegio ha sido 
creado previamente y tiene iniciativa particular. Al segundo problema no le halla reparo 
constitucional puesto que las funciones son de inspección y vigilancia por lo cual 
atienden el mandato constitucional del artículo 26. Además encontró que el enunciado 
del artículo 12 es suficiente para demostrar la estructura y funcionamiento democráticos 
del Colegio. 
 
En Bogotá, el 13 de noviembre de 2004, se suscribieron los Estatutos del Colegio 
Colombiano de Psicólogos fruto de la fusión del Colegio Oficial de Psicólogos (COPSIC) 
con el Colegio Colombiano de Psicólogos (ACOLPSIC), ambas asociaciones de 
particulares. 
(…) 
Así las cosas, como lo indica la Vista Fiscal y lo había señalado la insistencia del 
Congreso, el proyecto de ley de la referencia si bien hace mención al Colegio Colombiano 
de Psicólogos no lo crea. 
(…) 
La Corte, coincidiendo con lo señalado por la Procuraduría, observa que las funciones 
atribuidas por el legislador al Colegio son características de la inspección y vigilancia de 
una profesión. En efecto, una manera de controlar que quien ejerza una determinada 
profesión lo haga después de haber cumplido los parámetros legales es la expedición de 
un carné que tal cosa certifique. De igual manera, se puede hacer un seguimiento de 
quiénes y bajo el cumplimiento de qué requisitos están ejerciendo la psicología si los 
miembros de la profesión hacen parte de un registro único. Por último, si se quiere dar 
cabal cumplimiento al código que rige la profesión de psicología es también válida la 
vigilancia que se puede ejercer a través del Tribunal Nacional Deontológico y Bioético. 
(…) 
Por último, vale la pena resaltar que, reforzando el carácter democrático que deben tener 
los colegios profesionales -según la Constitución (art. 26) y su desarrollo jurisprudencial- 
el artículo 12, haciendo eco tácito de lo indicado en el artículo 46 del Estatuto del 
Colegio
50
, indica que éste está “conformado por el mayor número de afiliados activos de 
[la psicología]” y “tiene estructura interna y funcionamiento democrático.” Se cumple así el 
                                               
 
50
 Artículo 46. 
Todos los Psicólogos graduados que ejerzan en el territorio Colombiano podrán ser Miembros del Colegio 
Colombiano de Psicólogos, bajo los siguientes requisitos: 
1. Los colombianos que hayan adquirido el título profesional de Psicólogo, según las normas legales 
vigentes en Colombia. 
2. Los extranjeros cuyo título sea equivalente u homologable al que se expide en Colombia, según la 
legislación nacional vigente y los correspondientes acuerdos internacionales. 
3. Los colombianos  que hayan obtenido el título de Psicología en el extranjero y que acrediten el 
reconocimiento legal de dicho título por parte del Estado colombiano. 
http://www.uam.edu.co/Noticias/popups/documentos/estatcolegio.doc consultada el 11 de junio de 2006 
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requisito para que la asociación profesional particular pueda denominarse colegio, a 
saber, su estructura democrática. (C-470 de 2006, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, pp 
22, 23, 27) 
 
Las funciones entregadas por la Ley 1090 de 2006 al Colegio Colombiano de Psicólogos 
son i) la expedición de la tarjeta profesional de los sicólogos (artículos 6.a y 12), ii) 
realizar el trámite de inscripción de los profesionales de la sicología en el “Registro Único 
Nacional del Recurso Humano en Salud” de acuerdo con la reglamentación del hoy 
Ministerio de Salud y Protección Social (artículo 6.b) y iii) conformar el Tribunal Nacional 
Deontológico y Bioético de Psicología (artículo 6.c y 57). 
 
En la Ley 1090 de 2006 se extraña la reglamentación de los debidos controles que se 
efectuarán al Colegio Profesional que no tuvo reproche constitucional porque no fue 
materia de objeción presidencial. 
 
No obstante en la Ley 1164 de 2007 se crea el marco legal general para la delegación de 
funciones públicas a Colegios Profesionales del área de la salud y su inspección y 
vigilancia por parte del Gobierno Nacional. El artículo 9 establece las características de 
los Colegios para que le sean asignadas las funciones que establece esta normativa, 
carácter nacional, mayor número de afiliados activos en la respectiva profesión, 
estructura y funcionamiento interno democráticos y poseer soporte científico, técnico y 
administrativo que le permita desarrollar las funciones; el artículo 10 ordena las funciones 
a delegar a los Colegios que cumplan con las anteriores características, inscripción de 
profesionales de la respectiva disciplina en el Registro Único Nacional de Talento 
Humano en Salud, expedición de la Tarjeta Profesional como única identificación del 
Registro Único Nacional de Talento Humano en Salud, expedición de permisos 
transitorios para personal extranjero de salud que ingrese al país en misiones científicas 
o asistenciales de carácter humanitario, estas funciones se asignarán a un Colegio por 
cada profesión del área de la salud, parágrafo 2, el hoy Ministerio de Salud y Protección 
Social será segunda instancia de los actos proferidos por los Colegios Profesionales, 
parágrafo 4, la delegación de funciones públicas no generan transferencia de dineros 
públicos, parágrafo 5; el artículo 11 prescribe la Inspección, Vigilancia y Control de las 
Funciones Asignadas a los Colegios por el Gobierno Nacional quien las reasumirá 
cuando se evidencie que los Colegios “están contraviniendo el ejercicio de las funciones 
asignadas”. 
 
El artículo 23 de la Ley 1164 de 2007 establece el Registro Único Nacional del Talento 
Humano: 
 
Créase el Registro Único Nacional del Talento Humano en Salud consistente en la 
inscripción que se haga al Sistema de Información previamente definido, del personal de 
salud que cumpla con los requisitos establecidos para ejercer como lo señala la presente 
ley, proceso con el cual se entiende que dicho personal se encuentra certificado para el 
ejercicio de la profesión u ocupación, por el período que la reglamentación así lo 
determine. En este registro se deberá señalar además la información sobre las sanciones 
del personal en salud que reporten los Tribunales de Ética y Bioética según el caso; 
autoridades competentes o los particulares a quienes se les deleguen las funciones 
públicas. (aparte tachado declarado inexequible por la Corte Constitucional. Sentencia C-
1063 de 2008. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) 
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A su turno el artículo 24 de la Ley en comento regula la Identificación Única del Talento 
Humano en Salud: 
 
Al personal de la salud debidamente certificado se le expedirá una tarjeta como 
Identificación única Nacional del Talento Humano en Salud, la cual tendrá una vigencia 
definida previamente para cada profesión y ocupación y será actualizada con base en el 
cumplimiento del proceso de recertificación estipulado en la presente ley. El valor de la 
expedición de la Tarjeta Profesional será el equivalente a cinco (5) salarios diarios 
mínimos legases vigentes a la fecha de la mencionada solicitud. (aparte subrayado fue 
declarado exequible en el entendido de que debidamente certificado y tarjeta se refieren al 
sistema de certificación previo al Registro Único Nacional del Talento Humano en Salud 
puesto que es declarada inexequible la recertificación. Aparte tachado declarado 
inexequible. Corte Constitucional. Sentencia C-1063 de 2008. M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa) 
 
La normas no hacen alusión alguna, ni la Ley 1164 de 2007, ni la Ley 1090 de 2006, 
acerca del destino de los fondos recaudados por la expedición de la Tarjeta Profesional y 
la inscripción en el Registro Profesional, sino que simplemente les entrega estas 
funciones a los Colegios Profesionales de lo cual se colige que son quienes administran 
estos recursos; al ser recursos públicos puesto que proceden de la potestad impositiva 
del Estado51 deben contar con la vigilancia de las autoridades competentes, Contraloría 
General de la República. 
 
La norma salvaguarda la prescripción de la estructura y funcionamiento democráticos, 
inclinándose a la creación por iniciativa privada, para que les sean asignadas las 
funciones públicas de inspección y vigilancia, y establece que el Ministerio del ramo de la 
salud ejerza los debidos controles. Estas características enmarcan a estos Colegios 
Profesionales en el ámbito de la autorregulación y la participación democrática que los 
puede convertir en una valiosa herramienta para el empoderamiento en la satisfacción y 
proposición en la solución de las necesidades que aquejan a la sociedad y a los 
profesionales en el ámbito específico de la salud, dependiendo entonces del uso y 
enfoque que impriman los colegiados. No sobra reiterar en el caso concreto de los 
Colegios Profesionales del área de la salud que se extraña lo relativo a los controles de 
los recursos públicos provenientes del cobro para la inscripción en el registro profesional 
en lo que deben poner vista las distintas veedurías además de las autoridades 
competentes. 
                                               
 
51
 Ver, entre otras, Corte Constitucional, Sentencias, C-465 de 1993, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; C-167 de 
1995, M.P. Fabio Morón Díaz, pp 23-24; C-116 de 1996, M.P. Carlos Gaviria Díaz, pp 10-12; C-530 de 2000, 
M.P. Antonio Barrera Carbonell, pp 51 y ss; C-482 de 2002, M.P. Álvaro Tafur Galvis, p 33; C-078 de 2003, 
M.P. Clara Inés Vargas Hernández, pp 23 y ss. 
  
5. Potestad Sancionadora del Estado y 
Derecho Administrativo Sancionador 
5.1 Potestad sancionadora del Estado y potestad 
sancionadora de la Administración 
Sería pretencioso que este apartado quisiera agotar el trabajo serio y profundo que 
numerosos doctrinantes han desarrollado, tanto nacionales como provenientes del viejo 
continente especialmente en España. En consecuencia únicamente se busca esbozar 
algunos elementos esenciales que el autor de este trabajo considera distinguen esta 
rama del derecho además de servir como base para el mejor entendimiento de entidades 
como el Consejo Profesional de Ingeniería que ejercen la potestad sancionadora de la 
administración en desarrollo de sus funciones de inspección y vigilancia de las 
profesiones y específicamente de la ingeniería. 
 
Las potestades públicas son facultades o prerrogativas exorbitantes al derecho común 
emanadas de la soberanía popular, en la moderna concepción del Estado tal y como lo 
prescribe el Preámbulo de nuestra Carta Magna, que deben ser ejercidas para obtener 
los fines del estado en beneficio de la colectividad en el estricto marco de la legalidad, es 
decir respetando en todo momento el ordenamiento jurídico estructurado en la 
Constitución. Al ser excepcionales al derecho común no son ejercidas por los particulares 
en sus relaciones privadas, pero en cualquier caso proceden de la soberanía del pueblo 
expresadas en el contrato social. 
 
Las potestades concebidas como medios jurídicos necesarios de la administración para 
lograr sus fines, deben desarrollarse dentro del marco de la legalidad, so pena de que 
cuando la arbitrariedad cause lesión a un particular, la administración directamente asume 
la responsabilidad en orden a reparar el perjuicio causado. 
Las potestades son dimanación del poder público por ser éste prerrogativa del Estado, no 
de los particulares. Es el poder político, poder monopolizador de la coerción material, 
poder soberano. En tal sentido la potestad resulta inherente a la administración pública, 
pues no es concebible que ésta cumpla su cometido en bien de la comunidad si carece de 
un poder represor que haga viable el ejercicio racional de la función pública. (Ossa 
Arbeláez, 2009, p 72) 
 
En la Sentencia C-214 de 1994 explicó la Corte Constitucional: 
 
La fracción de poder estatal radicada en cabeza de la administración, se manifiesta a 
través de una gama de competencias o potestades específicas (de mando, ejecutiva o de 
gestión, reglamentaria, jurisdiccional y sancionadora), que le permiten a aquella cumplir 
con las finalidades que le son propias. (C-214 de 1994, M.P. Antonio Barrera Carbonell, 
pp 7-8) 
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El artículo 2 de nuestra Constitución Política de 1991 establece los fines esenciales del 
estado: 
 
Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la 
vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia 
nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia 
de un orden justo. 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares. 
 
Pero antes de estos fines esenciales se encuentran los previstos en el Preámbulo de la 
Carta Fundamental, 
 
(…) fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, 
el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco 
jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social 
justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana (…) 
 
La Corte Constitucional ha establecido que el Preámbulo de la Constitución cuenta con 
plena fuerza vinculante y no es una simple disposición con propósitos o ideales del 
Estado y la Nación, al contrario posee toda la exigibilidad para que las autoridades 
públicas encaminen acciones positivas con el fin de su consecución. Al ser guía y dar 
sentido a todo el ordenamiento jurídico le es intrínseco el carácter vinculante pues de lo 
contrario se convertiría en letra muerta. 
 
Lejos de ser ajeno a la Constitución, el Preámbulo hace parte integrante de ella. Las 
normas pertenecientes a las demás jerarquías del sistema jurídico están sujetas a toda la 
Constitución y, si no pueden contravenir los mandatos contenidos en su articulado, menos 
aún les está permitida la transgresión de las bases sobre las cuales se soportan y a cuyas 
finalidades apuntan. 
Considera la Corte que la preceptiva constitucional ha sido enderezada por el propio 
Constituyente a la realización de unos fines, al logro de unos cometidos superiores 
ambicionados por la sociedad, que cabalmente son los que plasma el Preámbulo y que 
justifican la creación y vigencia de las instituciones. Quitar eficacia jurídica al Preámbulo, 
llamado a guiar e iluminar el entendimiento de los mandatos constitucionales para que 
coincida con la teleología que les da sentido y coherencia, equivale a convertir esos 
valores en letra muerta, en vano propósito del Constituyente, toda vez que al desaparecer 
los cimientos del orden constitucional se hace estéril la decisión política soberana a cuyo 
amparo se ha establecido la Constitución. 
Juzga la Corte Constitucional que el Preámbulo goza de poder vinculante en cuanto 
sustento del orden que la Carta instaura y, por tanto, toda norma -sea de índole legislativa 
o de otro nivel- que desconozca o quebrante cualquiera de los fines en él señalados, 
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lesiona la Constitución porque traiciona sus principios. (C-479 de 1992, MM.PP. José 
Gregorio Hernández Galindo y Alejandro Martínez Caballero, pp 28-29)
52
 
 
Para el cumplimiento de estos fines el constituyente del año 91 dispuso como estructura 
del Estado la clásica división del poder público en la rama legislativa, la ejecutiva y la 
judicial además de otros órganos autónomos e independientes. De manera 
absolutamente general esto significa que la rama legislativa hará las leyes, la rama 
ejecutiva tendrá a su cargo llevar a efecto lo dispuesto en aquellas y la rama judicial 
dirimirá los conflictos que se presenten en el cumplimiento de las mismas (artículos 113 a 
116 de la CP). 
 
La Constitución, desarrollada por medio de leyes, actos administrativos, sentencias, y 
demás normas de rango inferior, es la herramienta primordial para la consecución de los 
fines prescritos por la Norma Fundamental, sin que en cualquier caso se pierda de vista 
que el norte son los fines dichos y el centro de disfrute de ellos es el ser humano, 
disponiendo del aparato estatal asignándole las correspondientes funciones y dotándolo 
de la potestad sancionadora con el objetivo de castigar y corregir aquellos 
comportamientos que atenten contra la consecución de los fines establecidos. 
 
En consecuencia la potestad sancionadora es inherente al aparato estatal para la 
protección del ordenamiento jurídico y el logro de los fines estatales en beneficio de la 
comunidad, de la sociedad. 
 
Si bien la potestad sancionadora no se encuentra explícitamente tipificada en la Carta 
Política, halla su fundamento en el artículo 29 que establece el debido proceso tanto para 
actuaciones judiciales como administrativas. Es el complemento a la obligación del 
cumplimiento de los fines estatales; es necesaria para la protección del mismo 
ordenamiento jurídico. 
 
Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 
ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de 
cada juicio. 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado 
escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso 
público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se 
alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos 
veces por el mismo hecho. 
 
                                               
 
52
 En el mismo sentido ver: Corte Constitucional, Sentencias C-477 de 2005. M.P. Jaime Córdoba Triviño, C-
755 de 2008. M.P. Nilson Pinilla Pinilla, C-542 de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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El cuerpo del artículo 29 superior, especialmente en la parte final, describe la atmósfera 
protectora y garantista en el escenario de un proceso o procedimiento punitivo, 
sancionatorio, según sea. 
 
Respecto a la no explicitud de la potestad sancionadora en la norma fundamental, su 
referencia en el artículo 29 superior y las garantías en procesos y procedimientos 
sancionatorios, en la Sentencia C-506 de 2002, explicó la Corte Constitucional: 
 
Si bien el fundamento constitucional de esta facultad sancionadora de la Administración 
no aparece explícito en las normas superiores
53
, sí existe dentro de la Carta la referencia 
implícita a tal potestad. Así, el artículo 29 de la Constitución expresa que “el debido 
proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”. El debido 
proceso comporta una serie de garantías como la publicidad y celeridad del 
procedimiento, el derecho de defensa y contradicción, el principio de legalidad del ilícito y 
de la pena, la garantía del juez competente, etc., que sólo tienen sentido referidas a la 
actividad sancionadora del Estado. Es decir son garantías aplicables al proceso de 
imposición de sanciones. De esta manera, cuando la Carta habla del debido proceso 
administrativo, implícitamente reconoce la facultad que incumbe a la Administración de 
imponer sanciones, es decir la potestad sancionadora de la Administración. Además 
diversas normas esparcidas a lo largo del texto constitucional regulan otra de las facetas 
de esta potestad, que es la referente al régimen disciplinario aplicable a los funcionarios 
públicos. De este corte son las normas relativas a las facultades disciplinarias de diversos 
órganos como la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la 
República, el Consejo Superior de la Judicatura, etc. De todo este panorama emerge con 
claridad el fundamento constitucional de la potestad sancionadora de la Administración. 
(M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra p 35) 
 
Del artículo 29 superior se desprende que la potestad sancionadora del Estado cuenta 
con dos componentes esenciales, la potestad sancionadora en cabeza del aparato 
judicial y la potestad sancionadora en cabeza de la administración. La primera tiene su 
máxima expresión en el derecho penal y la segunda se manifiesta en los actos 
administrativos expedidos por las diversas autoridades administrativas en ejercicio del 
desarrollo de los fines del estado con aplicación de los distintos principios 
constitucionales de la función administrativa, artículo 209, “igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones”. Estos a su vez han sido desarrollados 
en el Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984, y el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, en 
el artículo 354 de cada una de estas normativas. 
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 En otras constituciones la referencia a la potestad sancionadora de la Administración sí es explícita. Vg. La 
Constitución Española de 1978 en su artículo 25.1 menciona las faltas administrativas. 
54
 Ley 1437 de 2011 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 
Artículo 3. PRINCIPIOS. Todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las disposiciones que 
regulan las actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los principios consagrados en la 
Constitución Política, en la Parte Primera de este Código y en las leyes especiales. 
Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los principios del 
debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, 
transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad. 
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Básico, elemental y de orden primordial, resulta expresar que el ejercicio del poder 
sancionatorio de la administración forma parte del ejercicio del poder que emana del jus 
puniendi del Estado. Así como los jueces y magistrados desarrollan una gestión punitiva 
para sancionar conductas delictivas, de la misma manera las autoridades administrativas 
despliegan un encargo de punición cuando sancionan las conductas infraccionales de este 
orden. Las unas conductas penales, las otras de orden administrativo. Ambas infracciones 
al ordenamiento jurídico. Las primeras incursionan en el jus puniendi del Estado, estas en 
                                                                                                                                              
 
1. En virtud del principio del debido proceso, las actuaciones administrativas se adelantarán de 
conformidad con las normas de procedimiento y competencia establecidas en la Constitución y la ley, 
con plena garantía de los derechos de representación, defensa y contradicción. 
En materia administrativa sancionatoria, se observarán adicionalmente los principios de legalidad de 
las faltas y de las sanciones, de presunción de inocencia, de no reformatio in pejus y non bis in idem. 
2. En virtud del principio de igualdad, las autoridades darán el mismo trato y protección a las personas 
e instituciones que intervengan en las actuaciones bajo su conocimiento. No obstante, serán objeto de 
trato y protección especial las personas que por su condición económica, física o mental se 
encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta. 
3. En virtud del principio de imparcialidad, las autoridades deberán actuar teniendo en cuenta que la 
finalidad de los procedimientos consiste en asegurar y garantizar los derechos de todas las personas 
sin discriminación alguna y sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, 
cualquier clase de motivación subjetiva. 
4. En virtud del principio de buena fe, las autoridades y los particulares presumirán el comportamiento 
leal y fiel de unos y otros en el ejercicio de sus competencias, derechos y deberes. 
5. En virtud del principio de moralidad, todas las personas y los servidores públicos están obligados a 
actuar con rectitud, lealtad y honestidad en las actuaciones administrativas. 
6. En virtud del principio de participación, las autoridades promoverán y atenderán las iniciativas de 
los ciudadanos, organizaciones y comunidades encaminadas a intervenir en los procesos de 
deliberación, formulación, ejecución, control y evaluación de la gestión pública. 
7. En virtud del principio de responsabilidad, las autoridades y sus agentes asumirán las 
consecuencias por sus decisiones, omisiones o extralimitación de funciones, de acuerdo con la 
Constitución, las leyes y los reglamentos. 
8. En virtud del principio de transparencia, la actividad administrativa es del dominio público, por 
consiguiente, toda persona puede conocer las actuaciones de la administración, salvo reserva legal. 
9. En virtud del principio de publicidad, las autoridades darán a conocer al público y a los interesados, 
en forma sistemática y permanente, sin que medie petición alguna, sus actos, contratos y 
resoluciones, mediante las comunicaciones, notificaciones y publicaciones que ordene la ley, 
incluyendo el empleo de tecnologías que permitan difundir de manera masiva tal información de 
conformidad con lo dispuesto en este Código. Cuando el interesado deba asumir el costo de la 
publicación, esta no podrá exceder en ningún caso el valor de la misma. 
10. En virtud del principio de coordinación, las autoridades concertarán sus actividades con las de 
otras instancias estatales en el cumplimiento de sus cometidos y en el reconocimiento de sus 
derechos a los particulares. 
11. En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos logren su 
finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales, evitarán decisiones 
inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades 
procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la 
actuación administrativa. 
12. En virtud del principio de economía, las autoridades deberán proceder con austeridad y eficiencia, 
optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el más alto nivel de calidad en sus 
actuaciones y la protección de los derechos de las personas. 
13. En virtud del principio de celeridad, las autoridades impulsarán oficiosamente los procedimientos, 
e incentivarán el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones, a efectos de que los 
procedimientos se adelanten con diligencia, dentro de los términos legales y sin dilaciones 
injustificadas. 
90 Naturaleza jurídica del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería –COPNIA- y 
el ejercicio de la inspección y vigilancia de la ingeniería, sus profesiones afines y 
sus profesiones auxiliares a la luz de la Constitución Política de 1991 
 
el jus puniendi de la administración. Ambas manifestaciones del jus puniendi único del 
Estado. (Ossa Arbeláez, 2009, Prólogo a la Segunda Edición, p xxxii) 
 
Para el doctor Javier Enrique Merlano Sierra, 
 
la potestad punitiva del Estado es un poder de naturaleza política (Rosales, 2006, p. 186), 
dirigido intencionalmente a sancionar conductas tipificadas como delitos, contravenciones 
o infracciones administrativas, cuya titularidad corresponde al Estado en defensa de la 
sociedad (C-157 de 1997), que se contiene y racionaliza a través del derecho penal 
(Bailone, s.f.; Rosales, 2006) y del derecho administrativo sancionador (Sentencia C-
616 de 2002). (Merlano Sierra, 2008, La identidad Sustancial entre el Delito y la Infracción 
Administrativa. Revista de Derecho, Universidad del Norte. No. 30. p 343) (negrilla no 
original) 
 
En la tridivisión pura y dura del poder la potestad sancionadora del Estado se encontraría 
únicamente en cabeza de la rama judicial, especialmente en el ámbito penal, puesto que 
son los jueces y cortes quienes deben imponer las sanciones en su misión de dirimir 
conflictos que se presenten en el incumplimiento de la ley además para propender por el 
equilibrio en el ejercicio del poder. Sin embargo al considerarse el derecho penal como la 
última instancia y la concepción del poder como uno, que se divide para efectos de una 
mejor puesta en marcha y obtención de sus fines, en síntesis el bien común, las 
autoridades administrativas han asumido competencias sancionadoras respecto de 
conductas que no son tan graves y no ameriten responder con la libertad de la persona. 
 
Así lo ha dicho la Corte Constitucional en variada jurisprudencia: 
 
El derecho administrativo sancionador, como nueva rama del derecho, supone de cierta 
manera una ruptura del principio clásico de la tridivisión de poderes, conforme al cual la 
represión de los ilícitos competía exclusivamente al poder judicial, más concretamente a la 
justicia penal. Este modelo de separación absoluta de funciones se reveló como 
insuficiente ante el significativo aumento del catálogo de infracciones, producto a su vez 
de la complejidad de las relaciones sociales en el Estado moderno y del comentado 
aumento de sus actividades. Las diferencias entre las infracciones que empezaron a ser 
sancionadas directamente por la Administración, y aquellas otras que se reservaron a la 
justicia penal, estribaba en los intereses que se protegían al castigar la conducta. Las 
sanciones administrativas, usualmente correspondieron al incumplimiento de deberes para 
con la Administración. A la base de este proceso, se reconocía, como lo afirma la doctrina, 
que “en un Estado social que requiere de una Administración interventora, la potestad 
sancionadora en manos de la administración le permite, en muchos casos, un ejercicio 
más eficaz de sus potestades de gestión”
55
. (C-506 de 2002, M.P. Marco Gerardo Monroy 
Cabra, p 33) 
 
Posteriormente en el mismo sentido estableció: 
 
El derecho administrativo sancionador, en términos de la doctrina y la jurisprudencia 
constitucional, supone una ruptura del principio clásico de la tridivisión de poderes, en la 
medida en que la represión de los ilícitos ya no corresponde de manera exclusiva al poder 
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 De Palma del Teso Ángeles. EL PRINCIPIO DE CULPABILIDD EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR. Madrid, Editorial Tecnos S.A, 1996. 
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judicial, y más concretamente a la justicia penal
56
. En efecto, el modelo absoluto de 
separación de funciones del poder público
57
, se reveló como insuficiente ante el 
incremento de deberes y obligaciones de los particulares, como de funciones públicas de 
los servidores del Estado, que ante su incumplimiento merecían la imposición de una 
sanción. Sin embargo, no todas las infracciones eran susceptibles del mismo tratamiento, 
pues en atención a los intereses que se pretendían proteger con cada una las disciplinas 
del derecho punitivo del Estado, se distinguieron aquellas que serían objeto de sanción 
directa por la Administración, y aquellas otras que se reservarían para la justicia penal. (C-
815 de 2005, M.P. Rodrigo Escobar Gil, p 13) 
 
No obstante el sustrato teórico de la potestad sancionadora de la administración 
encuentra otra visión que la ubica como una derivación del poder de policía, fungido por 
el legislativo, y la función de policía que se encuentra en cabeza del ejecutivo en 
desarrollo de dicho poder y con miras a mantener el orden público constituido por sus 
elementos clásicos, salubridad, tranquilidad, moralidad y seguridad. Para esto es 
necesario un cuerpo que materialice el cumplimiento de estas leyes lo cual queda 
radicado en cabeza de la fuerza policial, se trata de las actividades de policía. 
 
La Corte Constitucional, sentencia C-024 de 1994, cita la concepción de la Corte 
Suprema de Justicia en materia constitucional citando la sentencia de 21 de abril de 1982 
con ponencia del doctor Manuel Gaona Cruz: 
 
a) El poder de policía, entendido como competencia jurídica asignada y no como potestad 
política discrecional (arts. 1º y 3º del Código), es la facultad de hacer la ley policiva, de 
dictar reglamentos de policía, de expedir normas generales, impersonales y preexistentes, 
reguladoras del comportamiento ciudadano, que tienen que ver con el orden público y con 
la libertad... 
b) La función de Policía es la gestión administrativa concreta del poder de policía, ejercida 
dentro de los marcos  impuestos por éste... 
c) En cambio, los oficiales, suboficiales y agentes de policía... no expiden actos sino que 
actúan, no deciden sino que ejecutan; son ejecutadores del poder y de la función de 
policía; despliegan por orden superior la fuerza material instituida como medio para lograr 
los fines propuestos por el poder de policía; sus actuaciones se tildarían de discrecionales 
sólo limitadas por actos jurídicos reglados de carácter  legal y administrativo. Una 
instrucción, una orden, que son ejercicio concreto de la función de policía, limitan el 
campo de acción de un agente de policía, quien es simple ejecutor, quien manda 
obedeciendo, y hace cumplir la voluntad decisoria del alcalde o inspector, como 
funcionario de policía. 
2. Colígese de lo precedentemente expresado que: 
a) El poder de policía es normativo: legal o reglamentario. Corresponde a la facultad 
legítima de regulación de la libertad. En sentido material es de carácter general e 
impersonal. Conforme al régimen del estado de derecho es, además, preexistente. 
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 Véase, entre otras, las sentencias C-214 de 1994, C-597 de 1996, C-181 de 2002, C-506 de 2002 y C-125 
de 2003. En la doctrina se pueden consultar: MERKL. Adolfo. Teoría General del Derecho Administrativo. 
Editora Nacional. NIETO. Alejandro. Derecho Administrativo Sancionador. Tecnos. DE PALMA DEL TESO 
ÁNGELES. El principio de culpabilidad en el derecho administrativo sancionador. Tecnos. OSSA ARBELAEZ. 
Jaime. Derecho Administrativo Sancionador. Legis Editores S.A. 
57
 Sobre los distintos modelos de separación de las funciones del poder público, se puede consultar la 
sentencia T-983A de 2004. M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
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b) La función de policía es reglada y se halla supeditada al poder de policía. Supone 
el ejercicio de competencias concretas asignadas por éste a las autoridades 
administrativas de policía. Más repárese en que dicha función no otorga competencia de 
reglamentación ni de regulación de la libertad. 
c) La actividad de policía, asignada a los cuerpos uniformados, es estrictamente 
material y no jurídica, corresponde a la competencia de ejercicio reglado de la fuerza, y 
está necesariamente subordinada al poder y la función de policía. Por lo tanto, tampoco es 
reglamentaria ni menos reguladora de la libertad.
58
 (C-024 de 1994, M.P. Alejandro 
Martínez Caballero, pp 32-33) 
 
Es muy relevante la diferenciación entre la policía administrativa y la policía judicial. El 
cuerpo de policía puede en determinado momento ejercer actividades puntuales de 
policía administrativa que se deriva de la función administrativa y en otro momento 
ejercer actividades de policía judicial derivada de las autoridades judiciales respectivas. 
Es decir que el cuerpo de policía puede ejercer actividades de policía administrativa y 
policía judicial según sea la autoridad, administrativa o judicial, que ordene la actividad 
del cuerpo de policía dependiendo de la función y competencia que desarrolle la 
respectiva autoridad. No obstante hoy en día la exigencia de la especificidad ha llevado a 
que organismos especializados lleven a cabo las facultades de policía judicial. 
 
La Policía Nacional se distingue entonces de las Fuerzas Militares por la ausencia de 
disciplina castrense y por su naturaleza civil, lo cual implica que los inferiores son 
responsables de la ejecución de las órdenes que reciban. La Policía Nacional, como 
autoridad administrativa, cumple funciones preventivas mas no represivas, salvo cuando 
actúa como colaboradora de las autoridades judiciales en ejercicio de la función de policía 
judicial. Este cuerpo policial tiene que actuar dentro del respeto de los derechos humanos 
y tiene como finalidad esencial mantener las condiciones necesarias para el goce de los 
derechos y libertades de los ciudadanos y asegurar que los habitantes de Colombia 
convivan en paz. Es pues un mecanismo preventivo de protección de los derechos 
humanos. 
De otro lado, encontramos lo que la doctrina ha conocido como la policía administrativa. 
En términos generales puede ser definida como el conjunto de medidas coercitivas 
utilizables por la administración para que el particular ajuste su actividad a un fin de 
utilidad pública y lograr de esa manera la preservación del orden público. 
Se comprende entonces la distinción entre estas dos acepciones de la policía. Mientras 
que la policía administrativa, en sentido técnico, implica un poder jurídico de tomar 
decisiones que limitan la libertad y propiedad de los particulares, las fuerzas de policía 
tienen una misión de ejecución material, siendo sus funcionarios agentes de ejecución, 
que no realizan actos jurídicos, sino operaciones materiales. Además, no siempre hay 
coincidencia entre los fines perseguidos por la policía administrativa y por las fuerzas de 
policía. La fuerza policial busca lograr coactivamente el respeto al ordenamiento jurídico. 
Para eso debe asegurar el cumplimiento de las obligaciones impuestas por la policía 
administrativa, principalmente el aseguramiento del orden público (policía de seguridad), 
pero también las fuerzas policiales persiguen finalidades ajenas a la estricta policía 
administrativa: investigar la comisión de delitos públicos deteniendo a sus autores (policía 
judicial), pero bajo estricto control judicial. 
Encontramos así la noción de Policía Judicial como el conjunto de autoridades que 
colaboran con los funcionarios judiciales en la investigación de los delitos y en la captura 
de los delincuentes. No se trata de dos especies de un género común, sino que la Policía 
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Judicial es una denominación que se emplea para aludir a las fuerzas de policía en cuanto 
dirigen su actividad para preparar la función represiva de los funcionarios judiciales 
(fiscales y jueces de la República). Por eso, la concepción moderna de la Policía judicial 
es la de un cuerpo que requiere la aplicación de principios de unidad orgánica y, sobre 
todo, de especialización científica y que actúa bajo la dirección funcional de los fiscales o 
los jueces. (C-024 de 1994, M.P. Alejandro Martínez Caballero, pp 28-29) 
 
Ya sea que se tienda a ubicar la potestad sancionadora de la administración como la 
flexibilización del principio de la tridivisión del poder o que se le encuadre como función 
de policía en desarrollo del poder de policía, la potestad sancionadora de la 
administración de acuerdo con el desarrollo del Estado Liberal al Estado Social de 
Derecho, que en el primero se restringía a la declaración de unos derechos sin importar 
si efectivamente se realizaban mientras que en el segundo busca que efectivamente el 
catálogo de derechos se encuentren materializados, ha conllevado a que el ejecutivo, la 
administración, se vea aumentada con múltiples funciones que busquen, como se ha 
dicho, la eficacia de los derechos y el cumplimiento de los fines del Estado lo cual 
contiene intrínsecamente la potestad sancionadora de la administración. 
 
Dentro de las manifestaciones del poder sancionatorio en el Estado Social de Derecho, 
aparece la potestad sancionadora en materia administrativa al lado de la potestad 
sancionadora en materia penal. El reconocimiento de la primera, que ha sido posterior en 
el tiempo, ha venido aparejado con el incremento de las actividades administrativas, el 
cual su vez se ha producido por el cambio en la concepción del papel del Estado 
contemporáneo. Si en sus inicios el Estado constitucional liberal se justificaba como 
garante de los derechos y libertades individuales, pero sin ningún compromiso con la 
verdadera promoción de los mismos, el Estado social de Derecho se concibe como el 
promotor de toda la dinámica social hacia la efectividad de tales derechos y garantías. A 
estos efectos, el Estado ha sido llamado al cumplimiento de nuevas actividades y al 
ejercicio de funciones como las de planeación e intervención de la economía, la 
redistribución del ingreso para garantizar la satisfacción de las necesidades básicas 
asociadas con la efectividad de los derechos fundamentales, la protección del medio 
ambiente, etc. 
Ahora bien, la nueva concepción del Estado según la cláusula “social de Derecho” produjo 
especialmente un incremento en las facultades administrativas. Si bien el constituyente y 
el legislador previeron y desarrollaron nuevos mecanismos de acción pública para el logro 
de los nuevos cometidos estatales, gran parte de esta actividad recayó en la 
Administración Pública. El creciente aumento de las actividades ejecutivas significó el 
correlativo incremento de sus poderes, entre ellos el de sancionar el incumplimiento de los 
deberes para con ella. (C-506 de 2002. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, p 33) 
 
Se trata más de la visión del Estado, que en su concepción liberal tenía una 
preponderancia policiva, de vigilancia y restricción, casi peligrosista y disciplinaria, 
mientras que en su acepción social de derecho entrega la potestad sancionadora a la 
administración pero siempre pensando en la maximización de los derechos y la dignidad 
del ser humano, una visión garantista que propende por el respeto y desarrollo de la 
persona, que es límite y marco de las sanciones a que haya lugar. 
 
El tratadista Jaime Orlando Santofimio, para el cumplimiento de los fines esenciales del 
Estado, plantea las Formas de Acción o Actividades de la Administración Pública: 
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Administrar lo público es esencialmente acción encauzada y predeterminada a los 
propósitos de la comunidad y de los asociados en su conjunto, luego el derecho 
administrativo como régimen jurídico de la administración pública está naturalmente 
comprometido por estos propósitos. Así las cosas, profundizar en el tipo de acciones o 
actividades que se pueden desarrollar bajo el concepto de administración pública implica 
de manera irremediable aproximarse a todas aquellas materias con incidencia directa en 
la sociedad, a partir de actuaciones de las autoridades o los particulares con investidura 
pública, desarrolladas a través de los mecanismos o medios de acción institucional como 
actos administrativos (individuales o generales) y el contrato estatal
59
. 
(…) 
A título simplemente enunciativo, podemos destacar entre las más importantes y 
trascendentales para el cumplimiento de los cometidos estatales las actividades de policía 
(seguridad, tranquilidad, salubridad, limitaciones a la libertad), intervención, regulación, 
control, planificación, programación, defensa, preservación, gestión económica, fomento, 
infraestructura, servicios públicos, arbitral, etc. (Santofimio Gamboa, 2003, p 38). 
 
Ya desde la perspectiva de la Constitución de 1886 la Corte Suprema de Justicia se 
ocupó del estudio del régimen punitivo del Estado señalando que se compone por el 
derecho penal, el derecho contravencional, el derecho disciplinario, el derecho 
correccional y el derecho de punición por indignidad política o impeachment: 
 
El régimen jurídico punitivo comprende diversas disciplinas o especies, a saber: el derecho 
penal, el derecho contravencional, el derecho correccional, el derecho de juzgamiento político 
punible (impeachment”), y el derecho disciplinario o correctivo (Corte Suprema de Justicia. 
Sala Plena. Sentencia 51. 14 de abril de 1983. MM.PP. Manuel Gaona Cruz y Carlos Medellín. 
p 64) 
 
La potestad sancionadora de la administración se traduce en la función disciplinaria que 
ejerce sobre sus funcionarios y también con aquellos particulares que ejercen función 
administrativa, derecho disciplinario, y además en la función correccional sobre los 
particulares en las diversas áreas, tributario, tránsito, higiene, obras y urbanismo, 
financiero, ejercicio profesional, etc., cuando son transgredidas estas normativas. 
 
La potestad sancionadora reconocida a la administración asume dos modalidades: la 
disciplinaria (frente a los funcionarios que violan los deberes y prohibiciones) y la correccional 
(por las infracciones de los particulares a las obligaciones o restricciones en materia de 
higiene, tránsito, financiera, fiscal, etc.). La naturaleza jurídica de dicha potestad es 
indudablemente administrativa, y naturalmente difiere de la que le asigna la ley al juez para 
imponer la pena, con motivo de un ilícito penal. (C-214 de 1994, M.P. Antonio Barrera 
Carbonell, p 9) 
 
En palabras de la doctora Ramírez Torrado: 
 
Esta potestad que ostenta la Administración para sancionar tiene su reflejo en dos 
órdenes en particular: por un lado, en el derecho disciplinario
60
, en donde se impone una 
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 Rivero Jean, Derecho Administrativo. Universidad Central de Venezuela. 1984. pp 10 y 11. (como se cita 
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sanción disciplinaria, y por otro, en el derecho administrativo mismo, donde se coloca una 
sanción correctiva
61
. La potestad sancionadora reconocida a la administración asume dos 
modalidades: la disciplinaria (frente a los funcionarios que violan los deberes y 
prohibiciones) y la correccional (por las infracciones de los particulares a las obligaciones 
o restricciones en materia de higiene, tránsito, financiera, fiscal, etc.)
62
. Diciendo con ello 
que el poder sancionador de la Administración no sólo se traduce en las sanciones que 
pueden ser impuestas a las personas que se encuentran vinculadas directamente con la 
Administración
63
, en el caso del derecho disciplinario, sino también en los eventos en que 
no media relación alguna
64
: cuando se impone una sanción correctiva
65
. 
 
El objeto de la potestad sancionadora de la administración puede conllevar a la 
imposición de una sanción a aquel sujeto susceptible de ella por faltar a lo preceptuado 
ordenamiento jurídico previo el cumplimiento establecido del debido proceso. 
 
La potestad administrativa sancionadora de la administración, se traduce normalmente en 
la sanción correctiva y disciplinaria para reprimir las acciones u omisiones antijurídicas y 
constituye un complemento de la potestad de mando, pues contribuye asegurar el 
cumplimiento de las decisiones administrativas. 
(…) la potestad administrativa sancionadora constituye un instrumento de autoprotección, 
en cuanto contribuye a preservar el orden jurídico institucional, mediante la asignación de 
competencias a la administración que la habilitan para imponer a sus propios funcionarios 
y a los particulares el acatamiento, inclusive por medios punitivos, de una disciplina cuya 
observancia contribuye indudablemente a la realización de sus cometidos. (C-214 de 
1994, M.P. Antonio Barrera Carbonell, pp 8-9) 
 
Siguiendo a la doctora María Lourdes Ramírez Torrado, en Postura de la Corte 
Constitucional Colombiana en Relación con el Poder Sancionador de la Administración, 
respecto a si la potestad sancionadora de la administración, derecho administrativo 
                                                                                                                                              
 
particular, T-438 de 1992: “El derecho disciplinario que respalda este poder está compuesto por un conjunto 
de normas y principios jurídicos que permiten imponer sanciones a los servidores públicos cuando éstos 
violan sus deberes, obligaciones o incurren en vulneración de las prohibiciones e incompatibilidades que para 
ellos ha establecido la ley. Este tipo de responsabilidad ha dado lugar a la formación de una rama del 
derecho administrativo llamada “derecho administrativo disciplinario”. 
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 C- 597/1996; C-818/2005. 
62
 C-214/1994; C-597/1996. 
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 En algunas ocasiones, el derecho disciplinario no ha sido asimilado al derecho administrativo sancionador, 
sino al derecho penal delictivo (T-438/1992). Según esta interpretación, el derecho disciplinario es una 
modalidad del derecho penal, y en su aplicación deben observarse las mismas garantías y los mismos 
principios que informan el derecho penal. 
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 C-827/2001: “permite realizar los valores del orden jurídico institucional, mediante la asignación de 
competencias a la administración que la habilitan para imponer a sus propios funcionarios y a los particulares 
el acatamiento, inclusive por medios punitivos, de una disciplina cuya observancia propende indudablemente 
a la realización de sus cometidos”. 
65
 No se puede dejar de mencionar cómo la propia Corte en ciertas sentencias incluye dentro del derecho 
administrativo sancionador las sanciones que se imponen en el marco del derecho contravencional. Así, la T- 
1039/2006: “Este último hace parte del derecho administrativo sancionador, género que agrupa diversas 
especies –tales como el derecho contravencional, el derecho correccional, y el propio derecho disciplinario– y 
en general”. De forma tácita, el intérprete constitucional sentenció en T-490/1992: “La imposición de penas o 
medidas correccionales por la autoridad de policía debe sujetarse, por tanto, a las garantías procesales del 
derecho de defensa y contradicción y, en especial, al principio constitucional de la presunción de inocencia”. 
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sancionador, cuenta con independencia del derecho penal y a pesar de componerse de 
elementos y principios comunes estos deben ser aplicados de manera coherente y no 
simplemente hacer una transmutación del penal o si por el contrario tratándose de una 
derivación del derecho penal, que obviamente ha tenido aparición anterior cronológica, 
simplemente deben ser aplicados sus principios de manera directa únicamente 
matizados, estas dos posturas teóricas son producto y desarrollo de la doctrina española. 
 
tanto en uno como en otro evento las providencias de las altas cortes se apoyaron en las 
tesis de la doctrina científica y constitucional española. En cuanto a los primeros, nos 
referimos al trabajo del profesor catedrático Alejandro Nieto, uno de los más destacados 
juristas que ha dedicado su análisis al estudio de esta rama del derecho; Ángeles del 
Teso, profesora que ha escrito una obra sobre el estudio del principio de culpabilidad en el 
ámbito administrativo
66
; Rebollo Puig, Carretero, Gómez del Mercado, Cano Mata, Calvo 
Charro y otros tantos que a través de sus obras han defendido la autonomía de la 
potestad sancionadora de la Administración del derecho penal, y han puesto especial 
esmero en analizar las peculiaridades de esta reciente rama que emerge en el panorama 
jurídico. 
En cuanto al segundo caso, nos referimos a la postura que han defendido los tribunales 
Constitucional y Supremo de España, en donde se dispuso que los principios del derecho 
penal, dado su mayor desarrollo y madurez doctrinal
67
, se aplican igualmente al ejercicio 
de la actividad sancionadora de la Administración, por ser cada una de ellas expresiones 
de la actividad sancionadora del Estado. Claro está, esta transposición de los principios no 
se va realizar de una manera automática, sino, por el contrario, teniendo siempre en 
cuenta el ámbito en que nos encontramos, para matizar su aplicación. (Ramírez Torrado, 
2007, Postura de la Corte Constitucional Colombiana en Relación con el Poder 
Sancionador de la Administración. Revista de Derecho, Universidad del Norte, No. 28. pp 
305-306) 
 
El desarrollo que ha tenido el derecho administrativo sancionador, potestad sancionadora 
de la administración, ya desde posturas de la Corte Suprema de Justicia, antes de la 
expedición de la Constitución Política de 1991, y posteriormente la Corte Constitucional 
en su competencia de guardiana de la Constitución de 1991, manifiesta el significativo 
hecho de la independencia y autonomía del derecho penal a pesar de compartirse desde 
el mismo artículo 29 principios garantistas pero que desde el punto de vista funcional, 
orgánico, de la sanción misma, etc, expresan su particular evolución. 
 
Hasta ahora, la potestad administrativa sancionadora venía considerada como una 
excrecencia espuria de la actividad penal, de la que constituía una excepción ilegítima, a 
la que, a todo lo más, se toleraba con repugnancia. Hoy, en cambio, y mediante este 
entronque directo con el poder punitivo común del Estado, la potestad administrativa 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-506 de 2002. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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 En este sentido, el Tribunal Constitucional, desde sus primeras decisiones, precisamente en 
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sancionadora se legitima directamente y con iguales títulos que la potestad penal. Podrá 
haber todavía, si se quiere, discusiones sobre la primogenitura, pero es indiscutible que 
ambos derechos se encuentran sustancialmente en pie de igualdad. (Nieto García, 
Alejandro. Citado en Ossa Arbeláez, 2009, Prólogo a la Segunda Edición, p xxxii) 
5.2 Derecho administrativo sancionador 
Habiéndose hecho independiente el derecho administrativo sancionador del derecho 
penal, siendo manifestaciones de la potestad sancionadora del Estado, independencia de 
la cual dan cuenta obras de importantes tratadistas ya en el ámbito nacional como 
extranjero, ahora busca su madurez con aplicación de los principios consagrados en el 
artículo 29 superior así como los inherentes a la función administrativa, 209 ibídem, en 
los campos que le son propios, disciplinario de funcionarios públicos y correccional de 
particulares, y será la propia evolución doctrinaria y jurisprudencial la que determinará la 
conveniencia y oportunidad de implementarse un estatuto único que pudiera englobar la 
potestad sancionadora en cabeza de la administración; entre tanto seguiremos 
exponiendo las particularidades de la aplicación de los principios y el estudio casuístico al 
menudeo. 
 
Teniendo la potestad sancionadora del Estado dos componentes fundamentales la 
potestad sancionadora en cabeza de la autoridad judicial y la potestad sancionadora en 
cabeza de la administración, las autoridades administrativas son depositarias del ejercicio 
de esta potestad cuando cumplen con sus funciones entregadas por Ley en el campo 
específico de aplicación, ejerciéndola principalmente sobre los funcionarios públicos y los 
particulares en los diversos ámbitos en que la importancia de cada actividad amerite 
regulación y protección del orden jurídico. 
 
Así lo ha establecido la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia donde pone de 
presente y comparte la postura de la Corte Suprema referente a los aspectos 
comprendidos en el ius puniendi del Estado: 
 
Esta Corte se ha pronunciado sobre el alcance del debido proceso en el ejercicio de la 
potestad sancionadora del Estado
68
, la cual se materializa en diversos ámbitos, en los 
cuales cumple diferentes finalidades de interés general. Algunas de sus expresiones son 
el derecho penal, el derecho disciplinario, el ejercicio del poder de policía o la intervención 
y control de las profesiones. Así, esta Corporación ha aceptado el criterio sostenido por la 
Corte Suprema de Justicia, cuando ejercía la guarda de la Constitución, según el cual el 
derecho sancionador del Estado es una disciplina compleja pues recubre, como género, al 
menos cinco especies: el derecho penal delictivo, el derecho contravencional, el derecho 
disciplinario, el derecho correccional y el derecho de punición por indignidad política o 
"impeachment".
69
 (C-530 de 2003. M.P. Eduardo Montealegre Lynett. p 21) 
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De acuerdo con el artículo 2 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –CPACA-, por autoridades se 
entienden “todos los organismos y entidades que conforman las ramas del poder público 
en sus distintos órdenes, sectores y niveles, a los órganos autónomos e independientes 
del Estado y a los particulares, cuando cumplan funciones administrativas”, inciso 
primero, quienes aplicarán esa normativa en sus decisiones excepto en tratándose de 
“procedimientos militares o de policía que por su naturaleza requieran decisiones de 
aplicación inmediata, para evitar o remediar perturbaciones de orden público en los 
aspectos de defensa nacional, seguridad, tranquilidad, salubridad, y circulación de 
personas y cosas” y actos de libre nombramiento y remoción, inciso segundo. 
 
Esta positivización de autoridades inmiscuye los aspectos orgánico y funcional en cuanto 
a la estructuración del concepto puesto que se refiere a los entes que aplicarán la 
normativa, todos los órganos y entidades del Estado (artículo 113 de la CP) así como los 
particulares (artículo 123 de la CP), criterio orgánico, cuando unos y otros se encuentren 
en ejercicio de función administrativa, criterio funcional. Finalmente el criterio funcional 
determina qué se entiende por autoridad ya que sin importar en cuál orden, sector y/o 
nivel del Estado o si se trata de particulares, la normatividad dispuesta en la Ley referida 
se aplicará cuando se esté ante el ejercicio de funciones administrativas. 
 
No sobra anotar que estas funciones necesariamente deben ser entregadas y/o 
reguladas en la ley correspondiente siendo el Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo complementario o supletorio de esta norma especial 
sustantiva en lo referente a la parte adjetiva. Así lo establece el inciso tercero del artículo 
2 de la Ley 1437 de 2011, “Las autoridades sujetarán sus actuaciones a los 
procedimientos que se establecen en este Código, sin perjuicio de los procedimientos 
regulados en leyes especiales. En lo no previsto en los mismos se aplicarán las 
disposiciones de este Código.” 
 
En lo que respecta al objeto de este trabajo el procedimiento para imponer las sanciones 
por parte del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería –COPNIA-, y también la parte 
sustantiva y funcional, se encuentra en la Ley 842 de 2003, y es complementado por lo 
dispuesto en la primera parte del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, es decir la regulación de los procedimientos administrativos. 
 
El artículo 29 de la carta fundamental entrega piso jurídico a la potestad sancionadora del 
estado tanto en el modo del derecho penal como en el derecho administrativo 
sancionador por lo cual son los principios establecidos en este precepto constitucional 
sobre los que se edifica evidentemente el derecho penal pero también el derecho 
administrativo sancionador que en este último apareja los principios del artículo 209 
superior y que se desarrollan de manera general en el artículo 3 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
El desarrollo autónomo del derecho administrativo sancionador respecto del derecho 
penal ha devenido en una vista específica, autónoma, independiente de los principios 
compartidos con el derecho penal y su característica primordial ha sido la flexibilización 
del principio de legalidad tan caro al derecho penal. En el derecho penal tienen estricta 
aplicación la tipicidad, la culpabilidad y la antijuridicidad, mientras que se han relativizado 
en el derecho administrativo sancionador. 
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En cuanto a la antijuridicidad, como se ha visto, la función fundamental del derecho 
administrativo sancionador es la consecución de los fines del Estado y la protección del 
ordenamiento jurídico por lo cual cada entidad en particular y su manifestación legal 
protegen un bien jurídico específico, fiscal, aduanero, tránsito, etc, y en el caso del 
Consejo Profesional de Ingeniería, el riesgo social que envuelve el ejercicio de la 
ingeniería, la antijuridicidad se presenta cuando se vulnera el bien jurídico tutelado sin 
justificación alguna. 
 
Así en cada caso concreto la Corte Constitucional ha estudiado la flexibilización del 
principio de legalidad en cuanto a tipicidad (tipos abiertos o en blanco) y la culpabilidad, 
inversión de la carga de la prueba y hasta responsabilidad objetiva. Tipo de culpa, 
objetiva – subjetiva, en la Sentencia C-616 de 2002; proscripción de la responsabilidad 
objetiva en la Sentencia C-597 de 1996 y su relación con la presunción de inocencia en 
la Sentencia C-1160 de 2004; C-506 de 2002, C-690 de 1996, inversión de la carga de la 
prueba en materia tributaria; operatividad de la culpabilidad en derecho disciplinario de 
funcionarios públicos: C-818 de 2005, C-720 de 2006, C-181 de 2002, C-728 de 2000, C-
310 de 1997, C-948 de 2002, C-155 de 2002; (ver Ramírez Torrado, 2008. 
Consideraciones de la Corte Constitucional acerca de la Culpabilidad en el Ámbito 
Sancionador Administrativo. Revista de Derecho, Universidad del Norte, No. 29, pp 153-
177.) 
 
En materia administrativa sancionadora el requisito de tipicidad será cumplido cuando la 
conducta y sus efectos, sanciones, sean claros, precisos y suficientes (C-769 de 1998) 
pudiendo inclusive necesitar de otro tipo de normas para completar el contenido del tipo 
administrativo sancionador contrario a lo que ocurre en materia penal donde el tipo debe 
entregar la certeza de la conducta y su consecuencia, la conducta debe encuadrar 
expresamente en el tipo para que tenga consecuencias jurídicas. Eso sí en cualquiera de 
las dos normativas la ley debe ser previa, nadie puede ser sancionado con base en una 
norma posterior a la ocurrencia de las conductas. 
 
En cuanto al elemento subjetivo, volitivo, la culpabilidad en el administrativo sancionador 
se parte del mismo presupuesto que en el derecho penal de proscripción de 
responsabilidad objetiva, siendo esta absolutamente excepcional (C-690 de 1996, M.P. 
Alejandro Martínez Caballero), principalmente en derecho cambiario (C-599 de 1992, 
M.P. Fabio Morón Díaz), flexibilizado como inversión de la carga de la prueba en 
tributario ya que al darse el incumplimiento de la presentación declaración es 
considerado prueba para presumir la culpa que admite prueba en contrario (C-690 de 
1996, Alejandro Martínez Caballero), la ley 1333 de 2009 estipuló expresamente la 
presunción del dolo o culpa del infractor en materia sancionatoria ambiental, presunción 
que fue declarada exequible en la sentencia C-595 de 2010 (M.P. Jorge Iván Palacio 
Palacio). 
 
La flexibilización en la rigurosidad de la aplicación de los principios de tipicidad, 
culpabilidad y antijuridicidad en el ámbito del derecho administrativo sancionador con 
referencia al derecho penal se justifica puesto que este último debe ser la última 
instancia, por lo cual atiende a fines más generales de protección de toda la sociedad y 
compromete el derecho fundamental de la libertad junto a otros que son interdictos 
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durante la ejecución de la pena, mientras que el sancionador tiene fines específicos al 
bien jurídico tutelado de la determinada materia fiscal, aduanera, tránsito, disciplinario, 
ejercicio profesional, medio ambiente, etc, que puede no implicar en principio la 
interdicción de derechos fundamentales; este será un criterio para la aplicación más o 
menos rigurosa de los principios en materia administrativa sancionadora. 
  
6. “Otros Órganos Autónomos e 
Independientes” 
6.1 Ramas del poder público, Estado social de derecho y 
órganos autónomos e independientes 
La tridivisión del poder tal como se conoció en las nacientes repúblicas del siglo XIX, 
inspirada principalmente en la teoría sintética de Charles Louis Montesquieu expuesta en 
el Capítulo IX del Espíritu de las Leyes, De las leyes que dan origen a la libertad política y 
su relación con la Constitución, se ha visto estrecha gracias a que en la práctica se hace 
infuncional puesto que esta tajante división entre el legislativo, el ejecutivo y el judicial no 
permite que funciones como las de los denominados “órganos de control” y otras 
tendientes hacer efectivos fines del Estado y las garantías de los derechos de las 
personas fueran fácilmente “ubicadas” en alguna de las ramas del poder público, por lo 
cual se avanza hacia la concepción del poder como uno sólo pero que por la obvia 
división del trabajo consecuente de toda organización requiere que las ramas efectúen 
determinadas funciones pero en todo caso flexibilizándose la teoría tripartita del poder y 
facilitando que aquellos órganos de “difícil ubicación” se categoricen como “autónomos e 
independientes” siendo el principal ejemplo los Organismos de Control, las Autoridades 
Electorales, la Banca Central, las Corporaciones Autónomas Regionales, los Entes 
Universitarios Autónomos, obviamente estatuyendo constitucionalmente como una 
función de la administración pública la coordinación y colaboración entre entidades del 
estado con miras a cumplir los fines estatales. 
 
Ya maestros del derecho como Luis Carlos Sáchica habían advertido la estrechez de la 
teoría tripartita del poder por las nuevas funciones del Estado, más aun en un Estado 
Social de Derecho, y es así como en la ponencia que hicieron los Constituyentes 
Hernando Herrera Vergara, Carlos Lleras de la Fuente, Antonio Navarro Wolf, José 
Matías Ortiz, Abel Rodríguez sobre la Estructura del Estado, en la Asamblea 
Constituyente que llevó a la promulgación de la Constitución de 1991, citando a dicho 
maestro argumentaron: 
 
Luis Carlos Sáchica, al respecto y refiriéndose a la teoría de la ‘separación y tridivisión del 
poder’, dice que “por fuerza de la evolución del aparato estatal, ya no corresponde ni en la 
teoría ni en la práctica a la estructura real del Estado moderno, cuya actuación se ha 
tornado más compleja y comprensiva”. Agrega, sin embargo, que “no es que la doctrina de 
la tridivisión haya perdido su validez política como fórmula para lograr la desconcentración 
y racionalización del poder público, mediante la separación, distinción y equilibrio de las 
ramas del poder, en orden a impedir la concentración absoluta y totalitaria de la potestad 
pública, pues este principio es de la esencia del Estado de Derecho. Es que hoy se 
presenta una imposibilidad lógica de enmarcar e incluir en esa clasificación tan simplista, 
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tan elemental, las múltiples funciones asumidas por el Estado que desbordan su 
nomenclatura. Esas nuevas funciones estatales no son, por naturaleza, consideradas 
específicamente, ni pura labor legisladora, ni mera ejecución de ésta, ni aplicación judicial 
de la norma, lo cual hace desueta la clasificación tripartita, moderada como ha sido por 
una racional colaboración”. 
A pesar de esto, sistemas como el colombiano la mantienen, formalmente al menos, con 
desconocimiento de la realidad estructural del Estado, adscribiendo impropiamente a uno 
de los tres órganos clásicos del poder, funciones nuevas que exigen organismos 
especializados, o, al contrario, han creado otros pero sin encuadrarlos en el orden 
constitucional.
70
” 
(…) 
El Estado; en la práctica y no en sus textos, en cuanto hace referencia a su organización y 
funciones, ha rebasado las doctrinas tradicionales; y ha evolucionado tanto que la actual 
distribución del poder público, en tres ramas o su ejercicio a través de tres funciones, en 
verdad, ya no corresponde ni en la teoría ni en la práctica a la estructura real del Estado 
moderno. 
(…) 
Hay casos en que esas nuevas funciones impropiamente se han adscrito a una de las tres 
ramas clásicas del poder, como ocurrió con los órganos de la fiscalizadora, al sostener 
que la Procuraduría General de la Nación y la Contraloría General de la República 
formaban parte de la rama ejecutiva del poder público. Lo indicado, entonces, es la 
presencia de órganos especializados que como tales, autónoma e independientemente, 
eso sí, en mutua y armónica colaboración con las ramas del Poder Público, desarrollen a 
cabalidad los fines y los propósitos de sus funciones, que son esencialmente los mismos 
del Estado (Gaceta Constitucional Número 59, Estructura del Estado, pp 12-15). 
 
El producto del desbordamiento de las “nuevas funciones” del Estado llevaron a que 
fueran estatuidos los órganos autónomos e independientes en el artículo 113 de la 
Constitución Política de 1991 mereciendo tratamiento aparte los Organismos de Control 
(la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo, Ministerio Público, y la 
Contraloría General de la República, artículos 267-284), las Autoridades Electorales (el 
Consejo Nacional Electoral y la Registraduría General de la Nación, artículos 264-266), 
en su momento la Comisión Nacional de Televisión (artículos 76 y 77), extinta mediante 
el acto legislativo 02 de 2011, cuyas funciones fueron asumidas por la Autoridad Nacional 
de Televisión, Ley 1507 de 2012, así como los Entes Universitarios Autónomos (artículo 
69), la Banca Central (Banco de la República, artículos 371-373) y las Corporaciones 
Autónomas Regionales (artículos 150.7 y 331). 
 
ARTICULO 113. Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la judicial. 
Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e independientes, para 
el cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los diferentes órganos del Estado 
tienen funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus 
fines. 
 
La voluntad del Constituyente de 1991 fue la creación de Órganos especializados, 
autónomos e independientes, con funciones dadas por la misma carta que cuentan con 
una mayor estabilidad en su autonomía e independencia al encontrarse en el Estatuto 
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Superior como son los ya citados Organismos de Control, Autoridades Electorales, la 
Banca Central y las Corporaciones Autónomas. 
 
algunos de los órganos de regulación encuentran consagración expresa en la propia Carta 
Política. Estos órganos de regulación gozan de un alto nivel de autonomía, la cual, como 
ya se indicó, se predica tanto respecto del Ejecutivo como del Legislativo en la medida en 
que la propia Constitución delimita su ámbito de competencias, el cual debe ser respetado 
por las ramas tradicionales del poder público. (…) No sólo su perfil, sus funciones y su 
ubicación institucional han sido precisados por la Constitución, sino que su existencia 
misma como órganos autónomos no depende de decisiones políticas adoptadas por 
mayorías coyunturales puesto que sólo mediante una reforma constitucional es posible 
determinar su desaparición. Tan valiosa es esta autonomía para el constituyente que en el 
artículo 113 de la Constitución se dice claramente: "Además de los órganos que las 
integran existen otros, autónomos e independientes, para el cumplimiento de las demás 
funciones del Estado". (C-150 de 2003. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, p 120. 
 
No obstante estos no son los únicos órganos autónomos e independientes puesto que, 
tal y como se vio en la exposición de motivos de la estructura del Estado en la Asamblea 
Nacional Constituyente, era necesario y se buscaba que el Estado tuviera otros órganos 
autónomos para que cumplieran con otras funciones que son propias del Estado pero 
que no es técnico ubicarlas dentro de las clásicas ramas del poder público, por lo cual 
son previstos en el citado artículo 113 superior como “otros órganos autónomos e 
independientes” y cuya creación, objetivos, límites, autonomía e independencia, es de la 
órbita del legislativo, dentro del marco de la Constitución, tal y como quedó estipulado en 
el artículo 150 numeral 7 de la Carta Magna pero que debe tener iniciativa en el Gobierno 
por mandato del artículo 154 inciso 2. 
 
ARTÍCULO 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las 
siguientes funciones: 
(…) 
7. Determinar la estructura de la administración nacional y crear, suprimir o fusionar 
ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos 
y otras entidades del orden nacional, señalando sus objetivos y estructura orgánica; 
reglamentar la creación y funcionamiento de las Corporaciones Autónomas Regionales 
dentro de un régimen de autonomía; así mismo, crear o autorizar la constitución de 
empresas industriales y comerciales del estado y sociedades de economía mixta. 
(…) 
ARTÍCULO 154. Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras a propuesta 
de sus respectivos miembros, del Gobierno Nacional, de las entidades señaladas en el 
artículo 156, o por iniciativa popular en los casos previstos en la Constitución. 
No obstante, sólo podrán ser dictadas o reformadas por iniciativa del Gobierno las leyes a 
que se refieren los numerales 3, 7, 9, 11 y 22 y los literales a, b y e, del numeral 19 del 
artículo 150; las que ordenen participaciones en las rentas nacionales o transferencias de 
las mismas; las que autoricen aportes o suscripciones del Estado a empresas industriales 
o comerciales y las que decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas 
nacionales. 
Las Cámaras podrán introducir modificaciones a los proyectos presentados por el 
Gobierno. 
Los proyectos de ley relativos a los tributos iniciarán su trámite en la Cámara de 
Representantes y los que se refieran a relaciones internacionales, en el Senado. (negrilla 
no original) 
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En este sentido fue el pronunciamiento del máximo Tribunal Constitucional en la citada 
Sentencia C-150 de 2003: 
 
En efecto, estas comisiones de regulación no son órganos de carácter constitucional 
aunque su creación, como la de otras estructuras administrativas o instituciones, se 
encuentra autorizada por varias disposiciones constitucionales, a saber, el numeral 7° del 
artículo 150, según el cual corresponde al Congreso "[d]eterminar la estructura de la 
administración nacional y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos 
administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades del 
orden nacional, señalando sus objetivos y estructura orgánica" (negrillas fuera de texto); 
y el artículo 211 cuyo texto indica que "[l]a ley señalará las funciones que el Presidente de 
la República podrá delegar en los ministros, directores de departamentos administrativos, 
representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes, gobernadores, 
alcaldes y agencias del Estado que la misma ley determine" (negrillas fuera de texto); 
y, para el caso específico de los servicios públicos, el inciso final del artículo 367, el cual 
establece que "[l]a ley determinará las entidades competentes para fijar las tarifas" 
(negrillas fuera de texto). 
Estas normas constitucionales facultan al legislador para crear diversas entidades o 
estructuras administrativas del orden nacional. La decisión de crearlas, de definir su perfil 
institucional y de determinar el grado de independencia de tales estructuras o entidades y 
su relación con otros órganos nacionales, se encuentra dentro del margen de 
configuración del legislador. De tal manera que la Constitución no ordena que existan 
comisiones de regulación de los servicios públicos, pero sí autoriza al legislador para 
crearlas cuando estime que este tipo de órgano es el adecuado para hacer cumplir el 
régimen de la regulación de los servicios públicos. También podría el legislador decidir 
suprimir tales comisiones o, por el contrario, modificar su perfil institucional y ampliar su 
grado de independencia. En el presente proceso, la Corte parte de la base legislativa que 
define las características de las comisiones de regulación de los servicios públicos. (M.P. 
Manuel José Cepeda Espinosa. pp 121-122) 
 
La autonomía e independencia de aquellos órganos que así sean constituidos busca que 
su misión sea desarrollada con la mayor imparcialidad y sin la injerencia de las demás 
ramas del poder u otros órganos que a su turno y por la coordinación que debe primar 
entre los componentes del Estado deben velar porque la misión de los autónomos e 
independientes se lleve a cabo de manera plena. 
 
Es que dentro del régimen constitucional, tal como se ha plasmado en los textos de la 
Constitución de 1991, la autonomía institucional es garantía de un ámbito de acción sin 
injerencia de otros órganos y es al propio tiempo límite de actuación en el ámbito 
específico asignado (principio de especialidad). Así mismo la autonomía significa para las 
demás autoridades estatales deberes de actuar y velar porque los órganos autónomos 
ejerzan sus competencias a plenitud, sin interferencias indebidas. 
Como es proclamado por la doctrina, dentro del Estado contemporáneo aparece la 
necesidad de identificar y de desarrollar en torno de ámbitos de la actividad social la 
existencia de regulaciones “sectoriales” que a partir de los postulados constitucionales y 
las formulaciones legales se confían a autoridades que dentro del Estado ostentan la 
condición de “independientes”, pues mediante ellas se asegura la necesaria imparcialidad 
y neutralidad para el cumplimiento de actividades a cuya gestión directa pueden acceder 
los particulares, en concurrencia, generalmente, con agentes estatales. Por ello se “aísla”, 
se independiza el poder de regulación de los órganos del Estado encargados de la 
dirección política y de la gestión administrativa. En ese orden de ideas se expresa que en 
el actual desarrollo de la organización estatal el esquema tradicional de la división de 
poderes se ve integrado y complementado con el principio conforme al cual “quien 
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concede el ejercicio de una actividad no debe ser el que la controle”
71
. (C-827 de 2001. 
M.P. Álvaro Tafur Gálvis. p 23) 
 
En suma, a partir del artículo 113 de la Constitución Política de 1991 fue estatuida 
positivamente la existencia de otros órganos autónomos e independientes de las ramas 
del poder público lo cual facilita la ubicación de funciones cumplidas por el Estado para la 
obtención de los fines consagrados en el preámbulo y en el artículo 2 de la norma 
superior. 
 
En virtud de la misma Constitución fueron consagrados órganos de esta naturaleza que 
cumplen funciones de control, la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del 
Pueblo y la Contraloría General de la República; las Autoridades Electorales, los Entes 
Universitarios Autónomos, la Banca Central y las Corporaciones Autónomas Regionales. 
 
No obstante la misma Constitución dispuso dentro de las facultades del Legislador la 
creación de otras entidades del orden nacional disponiendo sus objetivos y estructura 
orgánica. 
 
Así existen unos órganos autónomos e independientes de rango constitucional que 
cuentan con una mayor autonomía e independencia y otros de rango legal a los cuales el 
legislador le entregará sus objetivos y estructura orgánica estableciendo una mayor o 
menor autonomía e independencia dependiendo de sus fines propios y los medios para 
alcanzarlos. 
 
El Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA, de acuerdo con la 
Constitución, artículo 26, y la Ley 842 de 2003, tiene la misión de la inspección, vigilancia 
y control del ejercicio de la ingeniería, sus profesiones afines y auxiliares, ejerciendo la 
potestad sancionadora de la administración, mediante un procedimiento administrativo 
que debe respetar el debido proceso y los principios de la carta fundamental. 
 
Teniendo una larga tradición como entidad pública del orden nacional creada por la Ley 
94 de 1937 y en virtud de lo establecido en el artículo 113 superior es plausible tipificarlo 
como un órgano autónomo e independiente que cumple funciones de inspección y 
vigilancia del ejercicio de la ingeniería, como manifestación de la potestad sancionadora 
de la administración en orden a que guarde plena independencia de las ramas del poder 
público, legislativo, ejecutivo y judicial, gestionando recursos públicos y debiendo 
supeditarse en todo momento a la Constitución y la Ley para la determinación de sus 
relaciones internas, funcionarios, y externas, misión. 
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7. Autonomía e independencia del Consejo 
Profesional Nacional de Ingeniería - 
COPNIA 
7.1 El Consejo Profesional Nacional de Ingeniería –
COPNIA- fue extraído del sector central por el 
Decreto 2171 de 1992 artículo 163 y convertido en 
órgano autónomo e independiente 
La sentencia C-078 de 2003 (Corte Constitucional, M.P. Clara Inés Vargas Hernández) 
decidió “declarar fundadas las objeciones presidenciales” respecto al artículo 25 de los 
proyectos de Ley 44 de 2001, Senado de la República, y 218 de 2002, Cámara de 
Representantes, que tipificaba al COPNIA como “ente autónomo con personería jurídica, 
autonomía administrativa y financiera y organización interna propia, de acuerdo con sus 
necesidades y determinación”. 
 
Las razones de esta decisión fueron la determinación de la Corte según la cual el 
COPNIA pertenecía al sector central, y en consecuencia al trasladarlo al sector 
descentralizado, puesto que le otorgaba personería jurídica, autonomía administrativa y 
financiera y organización interna propia, los proyectos de Ley debían contar con iniciativa 
gubernamental en virtud del artículo 154 superior, cosa que no ocurrió en el trámite de la 
Ley; y además que la Ley debía manifestar expresamente el Ministerio al cual se 
encontraba adscrito. 
 
si bien el proyecto de ley cumple con la mayoría de los requisitos establecidos en el citado 
artículo 50, y con las características propias de una entidad descentralizada, se observa 
que no indica expresamente el Ministerio al cual estará adscrito el Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería; y aunque pudiera entenderse que lo es al Ministerio de 
Transporte, dado que es el Ministro de dicha quien lo preside, es un deber ineludible de la 
ley cumplir con dicho requisito. 
(…) la Corte concluy[e] que el legislador está desplazando al Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería del sector central al descentralizado, pues le atribuye personería 
jurídica, autonomía administrativa y financiera, y además le asigna recursos del 
Presupuesto General de la Nación (art. 26). Este cambio implica una modificación a la 
estructura de la administración nacional (CP art. 150-7) pues está creando un 
establecimiento del sector descentralizado, facultad que si bien está atribuida al legislativo 
por virtud del artículo 150-7 de la Carta, ella no puede ser ejercida autónomamente sino 
contando con la iniciativa gubernamental según lo dispuesto en el artículo 154 ibídem. 
(…) del proyecto de ley se desprende que el mismo no contó con la iniciativa o 
aquiescencia del Ejecutivo, ha de concluirse que las mismas están afectadas de 
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inconstitucionalidad y por ello deben declararse fundadas las objeciones del Ejecutivo (p 
23). 
 
La Corte Constitucional consideró que el COPNIA es una entidad pública del nivel central 
porque siempre ha sido conformado por funcionarios públicos y particulares para la 
inspección y vigilancia de la ingeniería y recibía, para su funcionamiento, recursos 
públicos del Ministerio de Obras Públicas. 
 
el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería fue creado por el legislador para ejercer 
funciones administrativas de inspección y vigilancia de dicha profesión; que tal Consejo 
siempre ha estado conformado por funcionarios públicos y particulares; y que además 
para su funcionamiento dependía de los recursos públicos asignados por el Ministerio de 
Obras Públicas, lo que permite concluir que se trata de una entidad de naturaleza pública 
como así ya lo había reconocido con anterioridad esta Corporación en Sentencia C-964 de 
1999 
(…) 
características que permiten catalogarlo como un órgano del nivel central del orden 
nacional, puesto que fue creado por el legislador como una entidad conformada por 
autoridades públicas y particulares, que ejerce funciones administrativas y cuyos gastos 
de funcionamiento han sido sufragados con recursos públicos (C-078 de 2003. M.P. Clara 
Inés Vargas Hernández. pp 20-21) 
 
Como se anotó en la parte introductoria del presente trabajo el Consejo Profesional de 
Ingeniería fue creado mediante la Ley 94 de 1937 que en su artículo 6 determinó su 
integración por el decano de la facultad de Matemáticas e Ingeniería de la Universidad 
Nacional, un ingeniero nombrado por el Ministerio de Educación Nacional, el Ministro de 
Obras Públicas o un ingeniero delegado por él, y el Presidente de la Sociedad 
Colombiana de Ingenieros. El artículo 7 de la mencionada ley dispone la creación de 
Consejos Profesionales Seccionales por el Gobierno a juicio del Consejo Profesional en 
las capitales de los Departamentos y en las ciudades donde exista personal idóneo. 
 
En el artículo 8 del Decreto 1782 de 1954 se dispone la composición de los Consejos 
Profesionales Seccionales de Ingeniería y Arquitectura, ya que este decreto incluyó a la 
arquitectura en la inspección y vigilancia del Consejo cambiándole la denominación y 
determinando que el delegado del Ministro de Obras Públicas a nivel nacional y del 
Secretario de Obras Públicas a nivel seccional sería ingeniero o arquitecto, y en el 
parágrafo 2 del mismo artículo estableció que los gastos del Consejo Profesional 
Nacional eran sufragados por el Ministerio de Obras Públicas y los gastos de los 
Consejos Profesionales Seccionales eran sufragados por el respectivo Departamento. 
 
Esta misma disposición, referente a los gastos de funcionamiento del Consejo Nacional 
como Seccionales, fue continuada en el artículo 25 de la Ley 64 de 1978 y en los 
Decretos 2500 de 1987 y 3112 de 1990. 
 
Posteriormente mediante el decreto 2171 de 1992, proferido por el Presidente de la 
República en virtud de las facultades concedidas por el artículo 20 transitorio de la 
Constitución de 1991, fue reestructurado el Ministerio de Obras Públicas y Transporte 
como Ministerio de Transporte disponiendo, en ese momento, su estructura en el artículo 
10 así: 
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1.-Despacho del Ministro, 1.1.-Oficina de Informática, 1.2.-Oficina Jurídica, 1.3.-Oficina 
de Planeación, 1.4.-Oficina de Control Interno; 2.-Despacho del Viceministro; 3.-
Secretaría General, 3.1.-Subdirección Administrativa, 3.1.1.-División de Servicios 
Generales y Mantenimiento, 3.1.2.-División de Adquisiciones y Contratos, 3.2.-
Subdirección Financiera, 3.2.1.-División de Presupuesto y Contabilidad, 3.2.2.-División de 
Pagaduría, 3.3.-Subdirección de Recursos Humanos, 3.3.1.-División de Administración 
de Personal, 3.3.2.-División de Capacitación y Bienestar Social; 4.-Dirección General de 
Transporte y Tránsito Terrestre Automotor, 4.1.-Subdirección de Transporte de Carga, 
4.2.-Subdirección de Transporte de Pasajeros, 4.3.-Subdirección de Transporte 
Internacional, 4.4.-Subdirección de Tránsito y Seguridad Vial; 5.-Dirección General de 
Transporte Ferroviario; 6.-Dirección General de Transporte Marítimo; 7.-Dirección 
General de Transporte Fluvial, 7.1.-Subdirección de Tráfico Fluvial, 7.1.1.-Divisiones de 
Cuencas Fluviales, 7.1.2.-Inspecciones Fluviales, 7.2.-Subdirección de Infraestructura 
Fluvial, 7.2.1.-División de Programación Fluvial, 7.2.2.-División de Estudios e 
Investigaciones Fluviales; 8.-Dirección General de Transporte Aéreo; 9.-Dirección 
General de Vías e Infraestructura, 9.1.-Subdirección de Infraestructura Vial, 9.2.-
Subdirección de Caminos Vecinales; 10.-Órganos de Coordinación y Asesoría, 10.1.-
Consejo Sectorial de Transporte, 10.2.-Comité de Transporte Multimodal, 10.3.-Junta de 
Licitaciones y Contratos, 10.4.-Comisión de Personal. 
 
Como organismos adscritos al Ministerio de Trasporte, artículo 1 Decreto 2171 de 1992 
Integración del Sector Transporte, disponía 1.-El Instituto Nacional de Vías 
(Establecimiento Público con personería jurídica, artículo 52 ibídem); 2.-La Unidad 
Administrativa Especial de Aeronáutica Civil (con personería jurídica, artículos 67, 68 
ibídem); 3.-La Superintendencia General de Puertos (creada por el artículo 25 de la Ley 
01 de 1991, adscrita al Ministerio, sin personería jurídica, artículos 1 de los Decretos 101 
de 2000 y 1016 de 2000, transformada en Superintendencia de Puertos y Transporte –
Supertransporte- por el artículo 40 de este último Decreto 1016); 4.-El Fondo Pasivo 
Social de Ferrocarriles; 5.-El Fondo Pasivo Social de Puertos. 
 
La actual integración del Sector Transporte se encuentra en el artículo 3 del Decreto 
2053 de 2003, 
 
Artículo 3. Integración del Sector Transporte. El Sector Transporte está integrado por el 
Ministerio de Transporte, sus entidades adscritas y la Dirección General Marítima del 
Ministerio de Defensa Nacional, Dimar, en los términos de la Ley 105 de 1993. 
Las entidades adscritas al Ministerio de Transporte son:  
Establecimientos Públicos 
1. Instituto Nacional de Vías, Invías. 
2. Instituto Nacional de Concesiones, INCO. 
Unidad Administrativa Especial  
1. Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, Aerocivil. 
Superintendencia sin personería jurídica 
1. Superintendencia de Puertos y Transporte, Supertransporte. 
Son organismos de Asesoría y Coordinación del Sector Transporte los siguientes: 
1. Comité de Coordinación permanente entre el Ministerio de Transporte y la Dirección 
General Marítima, Dimar. 
2. Consejo Consultivo de Transporte. 
Parágrafo 1º. Para los efectos previstos en este decreto, la Dirección General Marítima, 
Dimar, también formará parte del Sector Transporte y estará sujeta a una relación de 
coordinación con el Ministerio de Transporte, en los términos de la Ley 105 de 1993. 
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Parágrafo 2º. Conforman el Sistema Nacional de Transporte, para el desarrollo de las 
políticas de transporte, además de los organismos indicados en el presente artículo, los 
organismos de tránsito y transporte terrestre, aéreo y marítimo e infraestructura de 
transporte de las entidades territoriales y demás dependencias de los sectores central o 
descentralizado de cualquier orden, que tengan funciones relacionadas con esta actividad. 
 
A su vez el artículo 163 del decreto de reestructuración del antiguo Ministerio de Obras 
Públicas que lo reestructuró como Ministerio de Transporte dispuso, que los costos que 
demande el COPNIA, nacional y seccionales, provendrán de los ingresos por concepto 
de matrículas profesionales, tarjeta de matrícula profesional, certificados y constancias; 
que el valor de las matrículas, tarjetas, certificados y constancias será fijado por el mismo 
Consejo; que el Consejo determinará su propia planta de personal; que la planta de 
personal también será sufragada con cargo a los fondos antedichos. Disponía también 
que el remanente de los ingresos se le entregaba a la Sociedad Colombiana de 
Ingenieros y Arquitectos, pero esta parte final fue declarada nula por el Consejo de 
Estado en providencia de 16 de junio de 1998, expediente AI009, CP Ernesto Rafael 
Ariza Muñoz, ya que determinó que los ingresos del COPNIA son tasas, hacen parte del 
presupuesto nacional y en consecuencia la Constitución, artículo 355, prohíbe que 
puedan entregarse a particulares como auxilios o donaciones. 
 
ARTÍCULO 163. DEL CONSEJO PROFESIONAL NACIONAL DE INGENIERÍA Y 
ARQUITECTURA. <Aparte tachado NULO> Los costos que demande el funcionamiento 
del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería y Arquitectura y de sus respectivas 
seccionales serán cubiertos con los ingresos que por los derechos de expedición de 
matrícula, tarjeta de matrícula profesional, certificados y constancias fije el Consejo. El 
Consejo tendrá su planta de personal propia de acuerdo con la determinación del mismo, 
con cargo a los fondos a que se hace referencia en el presente artículo. El remanente de 
dichos ingresos será entregado a la Sociedad Colombiana de Arquitectos y a la Sociedad 
Colombiana de Ingenieros, en la proporción que el Consejo determine. 
 
De acuerdo con los artículos 1 a 8 del Decreto 1050 de 1968 el nivel central de la 
administración nacional se encuentra compuesto por la Presidencia de la República, los 
Ministerios y Departamentos Administrativos, además de las Superintendencias que no 
cuenten con personería jurídica, principalmente; y el nivel descentralizado por servicios 
por los Establecimientos Públicos, las Empresas Industriales y Comerciales del Estado y 
las Superintendencias que cuenten con personería jurídica, principalmente. 
 
Esta normativa fue derogada por la Ley 489 de 1998 que expresamente establece que el 
sector central de la Rama Ejecutiva del Poder Púbico en el orden nacional está 
compuesto por la Presidencia de la República, la Vicepresidencia de la República, los 
Consejos Superiores de la administración, los Ministerios y Departamentos 
Administrativos, las Superintendencias y Unidades Administrativas Especiales sin 
personería jurídica, artículo 38 numeral 1; el sector descentralizado por servicios de la 
Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional se compone de los 
Establecimientos Públicos, las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las 
Superintendencias y Unidades Administrativas Especiales con personería jurídica, las 
Empresas Sociales del Estado y las Empresas Oficiales de Servicios Públicos 
Domiciliarios, los Institutos Científicos y Tecnológicos, las Sociedades Públicas y las 
Sociedades de Economía Mixta, las demás entidades administrativas nacionales con 
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personería jurídica que cree, organice o autorice la ley para que formen parte de la Rama 
Ejecutiva del Poder Público, artículo 38 numeral 2. 
 
Ahora, en el artículo 11 del Decreto 1050 de 1968 se encontraban estatuidas las 
Unidades Ministeriales denominadas como oficinas o comités cuando cumplieran 
funciones de asesoría o coordinación y consejos cuando incluyeran personas ajenas al 
ministerio; reciben el nombre de divisiones, secciones, grupos y excepcionalmente 
direcciones generales, las unidades operativas; y comisiones o juntas es la denominación 
de las unidades que se crearan para el estudio o decisión de asuntos especiales. 
 
El artículo 63 de la Ley 489 de 1998, que derogó el Decreto 1050 de 1968, estableció 
que el acto que determine la estructura de cada ministerio dispondrá la nomenclatura y 
jerarquía de las unidades ministeriales de acuerdo con la misma Ley 489. El artículo 64 
estableció las funciones de los directores de las unidades ministeriales sumadas a la 
Constitución, al acto de creación y a disposiciones especiales. 
 
De este recorrido normativo se tiene que, i) el Decreto 1782 de 1954, la Ley 64 de 1978 y 
los Decretos 2500 de 1987 y 3112 de 1990, disponían que los gastos del COPNIA eran 
sufragados por el Ministerio de Obras Públicas y Trasporte y el de sus seccionales por el 
respectivo Departamento; ii) el Decreto 2171 de 1992, artículo 163, determinó que los 
gastos del COPNIA serían sufragados por los fondos recaudados por concepto de 
registros profesionales, certificados de vigencia y antecedentes disciplinarios, que hoy 
son gratuitos, y permisos temporales; los gastos en general también incluyen lo 
necesario para la planta de personal que sería determinada por el mismo COPNIA; iii) en 
la estructura dispuesta para el naciente Ministerio de Trasporte, artículo 10 del 
mencionado Decreto 2171, en el numeral 10 NO se encuentra el Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería (y Arquitectura en ese entonces) como Órgano de Coordinación y 
Asesoría; iv) tampoco se dispuso como una entidad adscrita o vinculada al Ministerio de 
Transporte de acuerdo con el artículo 1 ibídem; v) de acuerdo con el artículo 11 del 
Decreto 1050 de 1968 se denominarían Consejos aquellas unidades ministeriales que 
cumplieran funciones de asesoría y que estuviera conformado por personas ajenas al 
ministerio; pero al encontrarse dentro de la estructura del ministerio respectivo deberían 
encontrarse expresos; vi) esta taxatividad se hace más clara en el artículo 63 de la Ley 
489 de 1998 al disponer que las unidades ministeriales son las que se determinen en el 
acto de estructura del respectivo ministerio. 
 
En consecuencia, si el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería (y Arquitectura en su 
momento) sufragaba sus gastos del presupuesto del Ministerio de Obras Públicas y 
Trasporte hasta su reestructuración en la cual se dispuso que el COPNIA dispondría de 
los fondos de registro profesional y permisos temporales, en la actualidad, para la 
satisfacción de los costos de planta de personal y demás, y además en dicho decreto de 
reestructuración del Ministerio el COPNIA no fue incluido como Unidad Ministerial ni 
como entidad adscrita al ministerio, no se observa otro camino que concluir que por 
medio del artículo 163 del Decreto 2171 de 1992 el Consejo Profesional Nacional de 
Ingeniería (y Arquitectura en ese entonces) fue extraído del sector central al entregarle 
autonomía e independencia material y no adscribirlo a ministerio alguno. 
 
El artículo 163 del Decreto 2171 de 1992 le entregó al COPNIA autonomía administrativa 
y financiera ya que estableció que el mismo Consejo determinaría su planta de personal 
y dispondría de los recursos obtenidos por cuenta del recaudo de la tasa (Consejo de 
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Estado, Sentencia de 16 de junio de 1998, Expediente AI009, CP Ernesto Rafael Ariza 
Muñoz) del registro profesional para el coste de sus gastos que no se entiende otros que 
los de planta de personal y el debido funcionamiento para el cumplimiento de su misión 
como Autoridad encargada de la Inspección, Vigilancia y Control del ejercicio de la 
ingeniería (Artículo 26 superior). Se trata de autonomía administrativa puesto que el 
Consejo tiene la facultad de determinar su gestión para el cumplimiento de sus fines y es 
autonomía financiera ya que se faculta para la determinación de la gestión de sus propios 
recursos. Por autonomía puede entenderse la facultad para autonormarse y 
autogestionarse, la capacidad para darse sus reglamentos y gestionar sus asuntos, en 
mayor o menor medida, de acuerdo con la Constitución, la Ley y las normas especiales 
que determinen la facultad de autonomía, tal como se expuso el apartado 1.3.2.-La 
Descentralización Territorial y Administrativa. 
 
La Corte Constitucional en la muy citada Sentencia C-078 de 2003 le resta el valor que 
tiene el artículo 163 del Decreto 2171 de 1992 en la determinación de la naturaleza 
jurídica de este Consejo simplemente transcribiendo que el COPNIA a partir de esta 
norma sufragaría sus gastos de los recursos provenientes de la tasa que recauda y NO le 
entrega la preponderancia de este artículo que realmente le entrega autonomía 
administrativa y financiera al Consejo Profesional Nacional de Ingeniería. 
 
El Decreto 2171 de 1992, por el cual se reestructuró el Ministerio de Obras Públicas y 
Transporte como Ministerio de Transporte, en su artículo 163 dispuso que los gastos que 
demande el funcionamiento del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería y Arquitectura 
y de sus respectivas seccionales “serán cubiertos con los ingresos que por los derechos 
de expedición de matrícula, tarjeta de matrícula profesional, certificados y constancias fije 
el Consejo” y que el mismo “tendrá su planta de personal propia de acuerdo con la 
determinación del mismo, con cargo a los fondos a que hace referencia el presente 
artículo”. (C-078 de 2003, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, p 19) 
 
Así las cosas es plausible afirmar que el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería, sus 
Profesiones Afines y sus Profesiones Auxiliares, COPNIA, fue extraído del sector central 
mediante el artículo 163 del Decreto 2171 de 1992 al recibir autonomía administrativa y 
financiera y no incluirlo dentro de la estructura del Ministerio de Transporte; fue un error 
de técnica legislativa el no haberle entregado expresamente personería jurídica ni ser 
más explícito en su conversión en órgano autónomo e independiente, por lo cual dejó un 
vació normativo que debe ser llenado por la jurisprudencia, pero que lo ha sido de 
manera desafortunada por una providencia como la del Consejo de Estado que afirmó 
que el COPNIA era una entidad sui generis lo cual simplemente creó mayor confusión 
puesto que las “entidades sui generis” no han sido tipificadas dentro de la estructura del 
Estado y el poder público. 
 
En conclusión, para la Sala, el referido Consejo es un organismo sui generis y las funciones 
que cumple son, por consiguiente, administrativas (Consejo de Estado, Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo, Sentencia de 16 de junio de 1998, Expediente AI009, CP 
Ernesto Rafael Ariza Muñoz, p 9) 
 
O la referida Sentencia C-078 de 2003 que dedujo que el COPNIA hace parte del sector 
central porque no hace parte del sector descentralizado, que los proyectos de Ley que 
devinieron en la Ley 842 de 2003 lo trasladaban del sector central al descentralizado, 
cuando el artículo 163 del Decreto 2171 de 1992 había extraído al COPNIA del sector 
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central si se interpreta de una manera sistemática con las disposiciones vigentes, tal 
como se ha visto, al convertirlo en un órgano autónomo e independiente, en la práctica. 
 
El Decreto 2171 de 1992 fue expedido de acuerdo con las facultades extraordinarias 
entregadas por artículo 20 transitorio de la Constitución Política de 1991 al Presidente de 
la República con el fin de poner a tono la estructura Administración Nacional con la nueva 
normativa fundamental. 
 
ARTÍCULO TRANSITORIO 20. El Gobierno Nacional, durante el término de dieciocho 
meses contados a partir de la entrada en vigencia de esta Constitución y teniendo en 
cuenta la evaluación y recomendaciones de una Comisión conformada por tres expertos 
en Administración Pública o Derecho Administrativo designados por el Consejo de Estado; 
tres miembros designados por el Gobierno Nacional y uno en representación de la 
Federación Colombiana de Municipios, suprimirá, fusionará o reestructurará las entidades 
de la rama ejecutiva, los establecimientos públicos, las empresas industriales y 
comerciales y las sociedades de economía mixta del orden nacional, con el fin de 
ponerlas en consonancia con los mandatos de la presente reforma constitucional y, 
en especial, con la redistribución de competencias y recursos que ella establece 
(negrilla no original). 
 
El artículo 113 de la Constitución, como se ha expuesto en el apartado 2.3.1.-Sobre 
Órganos Autónomos e Independientes, prescribe que además de las tres ramas del 
poder público, ejecutiva, legislativa y judicial, existen otros órganos autónomos e 
independientes para las demás funciones del Estado; además de acuerdo con el artículo 
150.7 el legislativo cuenta con suficiente discrecionalidad para determinar la estructura 
de la administración nacional por medio de otras entidades del orden nacional aparte de 
los ministerios, departamentos administrativos, superintendencias y establecimientos 
públicos, guardando ciertamente que la iniciativa en la respectiva ley provenga del 
Gobierno de acuerdo el artículo 154 ibídem. 
 
En consecuencia, si el objetivo fundamental del Decreto 2171 de 1992 era la 
reestructuración del Ministerio de Obras Públicas y Transporte en Ministerio de 
Transporte para poner la administración nacional en consonancia con los mandatos de la 
nueva Constitución, si dentro de la estructura del Estado existen órganos autónomos e 
independientes para las demás funciones aparte de la legislativa, ejecutiva y judicial, NO 
es requisito constitucional el hecho de expresar el ministerio al que se encontraría 
adscrito el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA debiéndose entender 
que la intención expresada en el artículo 163 del Decreto 2171 de 1992 era disponer al 
COPNIA como un Órgano Autónomo e Independiente. 
7.2 Autonomía e independencia del Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería – COPNIA y el ejercicio de 
función administrativa 
La Función Administrativa se encuentra elevada a norma constitucional, artículo 209, 
estableciendo, que está al servicio de los intereses generales; que se fundamenta en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad; que se desarrolla por medio de la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones; que su propósito es el cumplimiento de los fines del 
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estado; que para que se lleve a cabo este cumplimiento de manera adecuada las 
autoridades deben coordinar sus actuaciones; que en todo orden de la administración 
pública debe existir un control interno y este se efectuará en los términos de la ley. 
 
ARTICULO 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 
desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones. 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado 
cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, 
tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley. 
 
En el apartado 2.1.1.-Libre Escogencia de Profesión y/u Oficio y su parentesco con otros 
derechos, derecho fundamental, con base en la Sentencia T-406 de 1992, se expuso 
cómo el ser humano y su dignidad es el centro de nuestra Constitución Política de 1991 
alrededor del cual giran los fines del estado, para que mediante la garantía de estos fines 
el ser humano logre su existencia digna, establecidos en el Preámbulo de la Carta 
Fundamental y el artículo 2 del mismo Estatuto, principalmente, entendidos como valores 
del estado, citados expresamente en el aparatado 2.2.1-Potestad Sancionadora del 
Estado y Potestad Sancionadora de la Administración ya que esta potestad de la 
administración funge como herramienta para el cumplimiento de dichos fines. 
 
Por lo tanto, al ser la inspección y vigilancia del ejercicio profesional, de la ingeniería en 
el caso del COPNIA, una herramienta para la protección de la sociedad y en últimas para 
garantizar el derecho fundamental a la libertad de elección de profesión u oficio, 
artículo 26 de la C.P., (ver 2.1.2.2.-El riesgo social y la inspección y vigilancia); al ser la 
efectividad y garantía de los derechos, preámbulo y artículo 2 de la C.P., una de las 
finalidades que debe acometer el Estado y que el cumplimiento adecuado de los fines del 
estado es el propósito de la función administrativa, se concluye necesariamente que el 
Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA es una entidad pública y Autoridad 
Administrativa que ejerce función administrativa, en la órbita de la potestad sancionadora 
de la administración por medio del derecho administrativo sancionador, con el objetivo 
del cumplimiento de su misión, la inspección, vigilancia del ejercicio profesional de la 
ingeniería, sus profesiones afines y auxiliares. 
 
El concepto legal de Autoridades es establecido en el artículo 2 de la Ley 1437 de 2011 
inciso final, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –
CPACA- (ver el apartado 2.2.2.-Derecho Administrativo Sancionador). 
 
La óptica del criterio funcional, sustancial, objetivo o material para determinar aquello que 
se encuentra en la órbita del derecho administrativo, siguiendo lo expuesto por el 
tratadista Jaime Orlando Santofimio Gamboa en su obra Tratado de Derecho 
Administrativo (Santofimio Gamboa, 2003, pp 56-69), es la de ver a la Administración 
Pública desde las funciones. “La administración pública estará constituida por todas 
aquellas funciones administrativas atribuidas a órganos o sujetos públicos o privados” 
que no se encuentra limitada por la tridivisión clásica del poder, es decir, superando que 
se trata únicamente de las funciones atribuidas al poder ejecutivo. 
 
Este criterio se caracteriza por ser “funcional, en cuanto actividad administrativa pública; 
sustancial, en razón del ejercicio y ejecución del contenido de la actividad; material u 
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objetiva, en cuanto realización concreta, parcial de la actividad, en contraposición a lo 
genérico y abstracto de lo legislativo”. 
 
Para que la función exista como fenómeno debe cumplir con el principio de legalidad, 
encontrarse estatuida en la constitución, la ley o incluso en normas administrativas. Son 
requisitos indispensables de legalidad para su existencia: i) contener “materias básicas 
indispensables” estatuidas como disposiciones superiores para; ii) cumplir con los “fines 
estatales”; iii) organizadas en “reglas de competencia”; atribuidas a “organismos y sujetos 
para su concretización en el mundo de las relaciones ‘jurídico-administrativas’”. 
 
El sistema colombiano de funciones administrativas cuenta con cuatro presupuestos 
fundamentales, dice el doctor Santofimio: 
 
a.-Principios rectores de las finalidades estatales: se trata de los principios teleológicos 
que no son exclusivos de las funciones administrativas puesto que incluyen funciones 
legislativas, judiciales y de gobierno; estas finalidades del estado parten en el preámbulo, 
que tiene carácter jurídico vinculante (C-479 de 1992, M.P. José Gregorio Hernández), 
en el marco del Estado Social de Derecho, complementada por “los derechos 
fundamentales de todas las generaciones”, la prevalencia del interés general, el “servicio 
a la comunidad” (arts. 2 y 123 inc. 2), el “bienestar general y el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población” (art. 366 inc. 1), “los servicios públicos como finalidad 
social del Estado” y “la prestación eficiente de los servicios públicos” (art. 365 inc. 1), “el 
cumplimiento de los deberes del Estado”, etc; en general en el artículo 2 de la 
constitución se establecen los “fines esenciales del Estado”. Estos fines no deben ser 
tratados de manera general y abstracta sino dentro del contexto y límite del Estado de 
derecho con “legalidad teleológica” en contraposición a la simple legalidad formal, 
exegética; la legalidad teleológica debe ser el impulsor de la legalidad formal, es decir el 
texto de la norma debe ser visto en el marco de lograr los fines del estado para el 
beneficio del pueblo del cual emana el poder público (art. 3). La legalidad formal se 
establece en los artículos 121 y 122 constitucionales, mientras que la legalidad 
teleológica se encuentra en los artículos 123 inc. 2 y 209. La vulneración del principio de 
legalidad formal, en los actos administrativos por ejemplo, se establece de la simple 
comparación del acto con las normas superiores en las que se debe fundar; la 
vulneración del principio de legalidad teleológica se presenta cuando el acto 
administrativo no se atiene o vulnera las finalidades del Estado; el intérprete no debe ver 
el acto administrativo únicamente a la luz de las normas superiores sino que debe 
conocer en su conjunto los fines del estado y observar bajo esta óptica el acto 
administrativo para advertir una desviación de poder por ejemplo. 
 
b.-Régimen constitucional de funciones administrativas y autoridades responsables: el 
Constituyente, de manera directa, le atribuye unas funciones a precisas autoridades en el 
entendido de que con estas atribuciones se cumplieran de manera efectiva los fines del 
Estado (se pueden encontrar, entre otros, en los artículos 189, Presidente de la 
República; 196, ministro delegatario; 200, gobierno frente a congreso; 201, gobierno 
frente a rama judicial; etc.). 
 
c.-Régimen de competencias legales en materias administrativas: el legislador tiene la 
potestad para establecer las funciones administrativas. Algunas de ellas son 
expresamente establecidas en el texto de la constitución, es decir que tienen reserva 
legal (arts. 121, atribución general de funciones a las autoridades; 122, funciones 
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detalladas de servidores públicos; 123 inc. 2, forma de ejercer funciones administrativas, 
etc.); esta potestad se encuentra ampliada por el artículo 150.23 que le da al Congreso 
“la facultad de expedir las leyes que regirán el ejercicio de las funciones públicas” y el 
reconocimiento jurisprudencial que pone en cabeza del legislativo la facultad de 
desarrollar la Constitución y legislar sobre cualquier materia que no esté en cabeza de 
otro órgano (C-527 de 1994, M.P. Alejandro Martínez Caballero). 
 
d.-Régimen de sujeción de nuevas estructuras a funciones primordiales: la existencia de 
los órganos depende la importancia de la función. No es la institución la que determina la 
función sino la importancia de las funciones, para la consecución de los fines del estado, 
determina la existencia de las instituciones. En la Constitución se establece este principio 
en los artículos 113 y 285 “que indican que en razón de la magnitud de la función y con el 
fin de cumplir las finalidades estatales se pueden crear estructuras, órganos encargados 
de cumplir las mismas”. 
 
Además de estos principios el maestro Santofimio propone 2 características adicionales 
del criterio funcional de la administración pública como objeto del derecho administrativo: 
 
e.-Elementos amplificadores de la función administrativa: la función administrativa 
también puede ser ejercida por los particulares de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 210 inc. 2 constitucional, regulado por el artículo 110 de la ley 489 de 1998, 
aplicando el procedimiento administrativo de la primera parte del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (art. 2 CPACA.) y siendo 
sometidas las decisiones a la jurisdicción contencioso administrativa (art. 104 CPACA.). 
 
f.-Instrumentos para una aproximación al criterio funcional: estos instrumentos buscan 
contribuir en la delimitación del contenido de la Función Administrativa; qué es la función 
administrativa. Es función administrativa o pertenece a ella: i) aquello que la jurisdicción 
contencioso administrativa ha calificado como actos, operaciones, hechos o contratos 
administrativos en razón a la resolución de conflictos de esa naturaleza; ii) todos aquellos 
decretos proferidos por el gobierno nacional, demandados por inconstitucionalidad, cuya 
competencia no corresponda a la Corte Constitucional de los que conoce el Consejo de 
Estado y todas las materias que de acuerdo con el artículo 149 del CPACA. 
corresponden a la jurisdicción contencioso administrativa (funciones electorales, de 
navegación marítima, fluvial o aérea en las que se ventilen cuestiones de derecho 
administrativo, de nacionalidad o ciudadanía, etc.); iii) todo lo cual la Constitución o la Ley 
ha clasificado como función administrativa sin atender a las conceptualizaciones 
doctrinales. 
 
Como se ha visto y de acuerdo con este criterio funcional, material, sustancial u objetivo 
el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería –COPNIA ejerce función administrativa 
para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado específicamente la preservación, 
de la libre escogencia de la ingeniería, afines y auxiliares, y en consecuencia hace parte 
de la Administración Pública siendo sus actos administrativos, proferidos de acuerdo con 
el procedimiento especial establecido en la Ley 842 de 2003, conocidos por la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
Igualmente en la Administración Pública hay otras entidades que a pesar de no 
pertenecer a la rama ejecutiva del poder público, ejercen función administrativa y 
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profieren actos administrativos, siendo conocidos por la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, como los órganos de control, que gozan de autonomía e independencia, 
cuyo arquetipo son las decisiones de la Procuraduría General de la Nación; igualmente 
las Autoridades Electorales, las Corporaciones Autónomas Regionales, los Entes 
Universitarios Autónomos y la Banca Central. Sobra decir que cumplen función 
administrativa principalmente porque su misión se enmarca dentro de los fines del Estado 
y además se encuentran enmarcados dentro del Ámbito de aplicación de los 
procedimientos administrativos del artículo 2 de la Ley 1437 de 2011, CPACA, como 
“Autoridades”. 
 
Respecto al acto administrativo se debe decir que en tanto no hay unanimidad en cuanto 
a una definición se han visto algunos criterios relevantes a la hora de intentar una noción 
y diferenciación referente a otros actos del Estado: el criterio orgánico o subjetivo, que 
mira el órgano que expide el acto administrativo; el criterio material o funcional: según el 
cual el acto debe expedirse con base en la función administrativa; el criterio de la 
jurisdicción: aquellos actos de los que conozca la jurisdicción contencioso administrativa. 
Se trata de una declaración unilateral de voluntad; proferida en ejercicio de función 
administrativa; con capacidad de producir efectos jurídicos, cree, modifique o extinga una 
situación jurídica; acto del cual conoce la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
El profesor Luis Enrique Berrocal Guerrero, en su obra Manuel del Acto Administrativo 
(2005, p 10), cita el siguiente concepto esgrimido por el Consejo de Estado, 
 
…según el concepto doctrinal y jurisprudencial tradicionalmente reconocido, se entiende 
por acto administrativo la expresión de voluntad de una autoridad o de un particular en 
ejercicio de funciones administrativas, que modifique el ordenamiento jurídico, es decir, 
que por sí misma cree, extinga o modifique una situación jurídica… 
 
Y además, el tratadista, considera que los criterios más relevantes son, el orgánico 
(órgano administrativo en oposición al legislativo o judicial); el material que observa el 
alcance de los efectos jurídicos, individuales o generales, que el acto se materialice, 
criterio que surge de la Escuela de Burdeos o del Servicio Público, advirtiendo que para 
nuestro contexto no tiene mayor utilidad para diferenciar el acto administrativo de otros 
actos jurídicos del estado ya que nuestro ordenamiento acepta como acto administrativo 
aquel que produce efectos generales y en otras latitudes como en España es un 
concepto autónomo siendo solamente acto administrativo aquel que tiene efectos 
jurídicos individuales y los reglamentos, que para nosotros son actos administrativos, en 
España es un concepto autónomo; el funcional (función administrativa); el teleológico (la 
finalidad es concretar la ley); y otros criterios, el formal (el modo de la formación del 
acto); el del control jurisdiccional (jurisdicción contencioso administrativa); el jerárquico 
(en el nivel jerárquico inferior a la Ley, sublegal; es acto administrativo si debe respetar la 
Constitución y la Ley, es acto legislativo si debe respetar solamente la Constitución; 
advierte que este concepto es parcialmente válido ya que hay otros actos del Estado 
como las sentencias que también son sublegales y hay actos administrativos que 
solamente son subconstitucionales como los decretos autónomos del Presidente de la 
República); el de la voluntad del constituyente y del legislador (aquellos actos que a 
criterio del constituyente o del legislador se les da el control a la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa siendo proferidos por el Gobierno, por el constituyente los decretos 
expedidos en virtud de los artículos transitorios 20 y 41 de la Constitución de 1991; por el 
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legislativo los actos de control fiscal de acuerdo con la sentencia C-189 de 1998) 
(Berrocal Guerrero, 2005, pp 9-30) 
7.3 Autonomía e independencia del Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería – COPNIA y su misión 
constitucional y legal 
De acuerdo con el artículo 26 de la Constitución (ver apartado 2.1.-La Función Misional 
del COPNIA: Inspección, Vigilancia y Control de la Ingeniería, Profesiones Afines y 
Auxiliares) el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA ejerce la inspección 
y vigilancia del ejercicio profesional de la ingeniería, profesiones afines y profesiones 
auxiliares, para proteger a la sociedad del riesgo que el ejercicio de esta profesión 
implica y garantizar la libre escogencia de profesión y/u oficio para lo cual cuenta, como 
herramientas para su misión, con los títulos de idoneidad, el registro profesional y el 
“Código de Ética Profesional”, establecidos principalmente en la Ley 842 de 2003 y que 
deben concordarse, por ejemplo, con la Ley 30 de 1992, en lo referente a la educación 
superior y los títulos de idoneidad en el modo de obtenerse, la Ley 388 de 1997, sobre 
reglamentación de ordenamiento territorial, la Ley 400 de 1997, construcciones 
sismoresistentes, etc; la misión del COPNIA es ejercida mediante función administrativa 
para el cumplimiento de los fines estatales y expidiendo actos administrativos. 
 
El COPNIA ha sido convertido en Órgano Autónomo e Independiente, en la materialidad 
que entraña este concepto, (ver apartado 7.1.-El Consejo Profesional Nacional de 
Ingeniería –COPNIA- fue extraído del sector central por el decreto 2171 de 1992 artículo 
163 y convertido en órgano autónomo e independiente) en virtud del Decreto 2171 de 
1992, artículo 163, proferido por causa de las facultades entregadas al Presidente de la 
República para poner a tono la estructura del estado con la nueva Carta Fundamental, 
como se ha expuesto, cumpliendo, de acuerdo con una interpretación sistemática de la 
Constitución de 1991 y la teoría y doctrina sobre la descentralización (ver apartado 1.3.-
La Constitución de 1991: República Unitaria, Descentralización Territorial y 
Administrativa), con los requisitos constitucionales para la creación de Órganos 
Autónomos e Independientes (artículo 113 de la C.P.) dentro de la amplia 
discrecionalidad legislativa (artículo 150.7 de la C.P.) salvando la iniciativa 
gubernamental (artículo 154 de la C.P.); en el decreto 2171 de 1992 se confunden estas 
dos prerrogativas, la amplia discrecionalidad del legislador y la iniciativa gubernamental, 
ya que es directamente el constituyente quien le entrega la facultad extraordinaria al 
Gobierno para que legisle sobre la materia expresa de “poner en consonancia con los 
mandatos de la presente reforma constitucional y, en especial, con la redistribución de 
competencias y recursos que ella establece” las entidades de la rama ejecutiva central y 
descentralizada. 
 
En ese orden lo que hacía la Ley 842 de 2003, o mejor los artículos 25 de los respectivos 
proyectos de ley de Cámara y Senado declarados inconstitucionales en la sentencia C-
078 de 2003, era terminar con el vacío que se había creado en el artículo 163 del 
Decreto 2171 de 1992 dejando expresamente la naturaleza del COPNIA como entidad 
autónoma e independiente puesto que el COPNIA ya había sido extraído del sector 
central al entregarle materialmente autonomía e independencia y sin requerir de 
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manifestación expresa de adscripción a algún ministerio puesto que esos no son 
requisitos de la Constitución, artículo 113, 150.7, lo cual es estudiado en la sentencia C-
150 de 2003 (ver apartado 2.3.-“Otros Órganos Autónomos e Independientes”) 
 
En consecuencia, al tratarse el Consejo Profesional Nacional del Ingeniería – COPNIA la 
Autoridad Administrativa que mediante la función administrativa inspecciona y vigila el 
ejercicio profesional de la ingeniería, profesiones afines y auxiliares para preservar a la 
sociedad del riesgo que envuelve esta profesión procurando los fines estatales, 
sirviéndose además de la potestad sancionadora de la administración (ver apartado 2.2.-
Potestad Sancionadora Del Estado y Derecho Administrativo Sancionador) lo más 
plausible y adecuado, de acuerdo con la Constitución, la Ley, la jurisprudencia y la 
doctrina como se ha expuesto a lo largo del presente escrito, es ser tipificado como 
órgano autónomo e independiente (preámbulo y artículos 2, 26, 113, 150.7 de la C.P., 
Sentencia C-150 de 2003, Ley 842 de 2003, Ley 1437 de 2011 –CPACA-, 
principalmente) además porque la autonomía e independencia ofrece mayores garantías 
para el mejor cumplimiento de su misión estatal ya que permite mayor grado de 
imparcialidad y transparencia puesto que disminuye la injerencia del ejecutivo y del 
legislativo. 
 
La imparcialidad y la transparencia en función de los fines estatales son caros principios 
de la función administrativa que se encuentran estatuidos en el artículo 209 superior y 
desarrollados en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo en los numerales 3 y 8, respectivamente, del artículo 3. (Sobre la 
imparcialidad y neutralidad ver la sentencia C-827 de 2001. M.P. Álvaro Tafur Gálvis. p 
23 y el apartado 6.1 Ramas del Poder Público, Estado Social de Derecho y Órganos 
Autónomos e Independientes) 
 
ARTÍCULO 3o. PRINCIPIOS. Todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las 
disposiciones que regulan las actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los 
principios consagrados en la Constitución Política, en la Parte Primera de este Código y 
en las leyes especiales. 
(…) 
3. En virtud del principio de imparcialidad, las autoridades deberán actuar teniendo en 
cuenta que la finalidad de los procedimientos consiste en asegurar y garantizar los 
derechos de todas las personas sin discriminación alguna y sin tener en consideración 
factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva. 
(…) 
8. En virtud del principio de transparencia, la actividad administrativa es del dominio 
público, por consiguiente, toda persona puede conocer las actuaciones de la 
administración, salvo reserva legal. 
 
De acuerdo con la sentencia T-406 de 1992 (M.P. Ciro Angarita Barón, p 10-12) los 
principios “consagran prescripciones jurídicas generales que suponen una delimitación 
política y axiológica reconocida y, en consecuencia, restringen el espacio de 
interpretación, lo cual hace de ellos normas de aplicación inmediata, tanto por el 
legislador como por el juez constitucional”, son criterios determinantes en el momento de 
decidir un caso concreto, es preciso acudir a ellos cuando sea necesario dirimir por 
ejemplo una posible contradicción entre dos normas a aplicar o incluso si de no 
encontrarse una regulación específica sobre un determinado punto. 
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Al ser tipificado como un órgano autónomo e independiente y contar con autonomía 
administrativa y financiera para gestionar sus recursos el COPNIA podrá estar alejado de 
la injerencia de factores externos a su misión, venidos del legislativo o del ejecutivo, y de 
particulares, lo cual le permitirá el ejercicio de su misión, inspección, vigilancia y control 
del ejercicio de la ingeniería sus profesiones afines y auxiliares a través de la potestad 
sancionadora de la administración mediante el procedimiento especial establecido en la 
Ley 842 de 2003 sin atender intereses distintos a la aplicación de la normatividad y los 
fines del Estado encaminando sus recursos con este propósito. 
 
Tratándose de recursos públicos se encuentra sometido a toda la normatividad de control 
y vigilancia de los organismos, también con autonomía, que deben velar por el correcto y 
transparente ejercicio de la función pública y de sus recursos. De cualquier manera es la 
sociedad que para el caso de la ingeniería, afines y auxiliares deberán ser sus 
organizaciones quienes se encarguen de la vigilancia de la transparencia en la ejecución 
de los recursos. 
 
En cuanto a los procedimientos administrativos sancionadores que se adelantan para la 
investigación de posibles conductas de profesionales de la ingeniería, afines y auxiliares 
que puedan vulnerar el Código de Ética dispuesto en la Ley 842 de 2003 la autonomía 
administrativa y financiera de la que gozan los órganos autónomos e independientes 
maximiza la aplicación de los principios de imparcialidad y transparencia ya que el propio 
Consejo Profesional de Ingeniería dispone de las partidas necesarias para que los 
operadores administrativos tengan las herramientas y recursos adecuados para el 
cumplimiento de su misión sin que se dependa otro ente distinto; lo mismo ocurre con los 
elementos técnicos necesarios destinados a los procesos de calidad y a las herramientas 
para una mejor prestación del servicio público del registro profesional. 
 
Ahora, la Corte Constitucional en la sentencia C-078 de 2003 (M.P. Clara Inés Vargas 
Hernández) decidió declarar la inexequibilidad de los artículos 25 de los proyectos de ley 
de Senado y Cámara que a la postre se convirtieron en la Ley 842 de 2003 y por lo tanto 
es pertinente un análisis somero de la figura de la cosa juzgada constitucional. 
 
ARTICULO 243. Los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control jurisdiccional hacen 
tránsito a cosa juzgada constitucional. 
Ninguna autoridad podrá reproducir el contenido material del acto jurídico declarado 
inexequible por razones de fondo, mientras subsistan en la Carta las disposiciones que 
sirvieron para hacer la confrontación entre la norma ordinaria y la Constitución. 
 
De la simple lectura se tiene que (i) las declaraciones de exequibilidad e inexequibilidad 
que profiera la Corte Constitucional hacen tránsito a cosa juzgada; y por lo tanto (ii) no 
podrá ser reproducido el contenido material del acto jurídico; que (iii) por razones de 
fondo haya sido extraído del ordenamiento jurídico; (iv) entre tanto las normas 
constitucionales, contra las cuales se confrontó la norma ordinaria, subsistan en la Carta. 
 
La Corte Constitucional en copiosa jurisprudencia ha analizado el fenómeno de la cosa 
juzgada constitucional. En la sentencia C-131 de 1993 (M.P. Alejandro Martínez 
Caballero, pp 12-20) respecto a las características de la cosa juzgada constitucional 
señaló que sus efectos son erga omnes, para todos los casos futuros; la certeza y 
seguridad jurídica por lo cual no puede ser nuevamente estudiado el mismo caso; cuando 
los temas hayan sido de fondo o materiales y no de forma ya sea decisión de 
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exequibilidad o inexequibilidad; la sentencia es obligatoria y no meramente criterio 
auxiliar para los jueces; hacen tránsito a cosa juzgada constitucional y son de obligatorio 
cumplimiento la parte resolutiva de la sentencia (cosa juzgada explícita) y las razones de 
la decisión que tienen relación directa con la parte resolutiva (cosa juzgada implícita), el 
alcance de la sentencia (sus efectos obligatorios) son fijados por la Corte Constitucional. 
 
En la sentencia C-427 de 1996 (M.P. Alejandro Martínez Caballero) la Corte 
Constitucional estableció la diferencia entre cosa juzgada formal (reproducción exacta de 
texto que fue declarado inconstitucional en una nueva norma) y cosa juzgada material 
(identidad de contenidos jurídicos entre la norma que ha sido declarada inexequible y la 
nueva norma aunque tenga diferencias gramaticales u otras que no inciden en el sentido 
de la norma) (p 10), se estableció que existe cosa juzgada material tanto para los fallos 
de inexequibilidad como los de exequibilidad toda vez que el artículo 243 no hace 
distinción (p 13), una norma puede ser declarada exequible para un estado de 
emergencia (normatividad de excepción) pero en el estudio de su exequibilidad en una 
situación ordinaria (normatividad ordinaria) puede ser declarada inexequible ya que han 
cambiado las circunstancias en que se profiere la norma (p 15), la sentencia se atiene a 
lo resuelto en el precedente (sentencias C-093 de 1993 y C-150 de 1993 sobre “justicia 
sin rostro”) por lo cual magistrados que en aquella oportunidad salvaron el voto en esta 
hacen aclaración y explican los aspectos negativos de esa decisión que en su momento 
declaró la exequibilidad de la norma en estudio para salvaguardar en la sentencia C-427 
de 1996 el valor de la seguridad jurídica (pp 21-47). 
 
En la sentencia C-774 de 2001 (M.P. Rodrigo Escobar Gil) la Corte Constitucional 
expone las características de la cosa juzgada como concepto jurídico general (sentencias 
vinculantes, inmutables y definitivas; debe haber identidad de materia, que el objeto de la 
demanda sea el mismo, identidad de causa, las pretensiones y los hechos de la 
demanda deben ser los mismos, e identidad de partes, pp 35-36), establece las 
situaciones en que la Corte Constitucional debe “modular la operancia” de la cosa 
juzgada constitucional puesto que hay asuntos sobre los cuales se puede hacer estudio 
de constitucionalidad, cuando haya cargos nuevos no tenidos en cuenta en la sentencia 
precedente, cuando se estudió solamente un asunto de constitucionalidad, cuando la 
confrontación no se haya hecho sobre toda la Cara sino sobre una parte, se presenta 
cosa juzgada aparente cuando no hay realmente una referencia en la parte motiva sobre 
la inconstitucionalidad de la norma y en una nueva demanda se deberá estudiar de fondo 
el asunto, se reitera el concepto de cosa juzgada formal y material, se expone el 
concepto de la “Constitución viviente” que se presenta cuando a pesar de existir cosa 
juzgada material de exequibilidad por cambios económicos, sociales, políticos, culturales, 
ideológicos, la tensión existente entre las normas jurídicas y la realidad, a pesar que no 
haya habido cambios en las normas constitucionales a confrontar o de las normas 
ordinarias, se hace necesario “actualizar estas normas a las situaciones nuevas” (cita la 
sentencia C-447 de 1997, M.P. Alejandro Martínez Caballero, no petrificación del 
ordenamiento, justicia material y tensión con seguridad jurídica), la cosa juzgada absoluta 
se presenta cuando la Corte Constitucional no limita su pronunciamiento y en 
consecuencia se entiende que su pronunciamiento ha sido frente a la totalidad del texto 
constitucional, la cosa juzgada relativa explícita se presenta cuando la Corte limita el 
alcance de la sentencia a los cargos o a determinadas normas constitucionales (cita la 
sentencia C-492 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero), si no se expresa que los 
efectos son de cosa juzgada relativa se entienden como absoluta (C-478 de 1998, 
Alejandro Martínez Caballero) y la cosa juzgada relativa implícita restringe el alcance de 
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la decisión en la parte motiva pero no se hace explícito en la parte resolutiva, no hay 
contradicción entre la parte motiva y la resolutiva, ni hay cosa juzgada absoluta al no 
hacer explícita la relatividad, análisis frente un solo aspecto de la constitución (cita el 
Auto 131 de 2000, M.P. José Gregorio Hernández) (pp 37-41). 
 
En la sentencia C-1064 de 2001 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) se estudia el 
fenómeno de la cosa juzgada constitucional frente a la omisión legislativa y se establece 
que es imposible hablar de cosa juzgada material respecto de omisión legislativa ya que 
al no haber norma no es posible predicar un contenido normativo y mucho menos que 
sea idéntico; los contenidos normativos se predican de actos del legislador no de 
ausencia de actos (pp 29-32); el marco conceptual es entonces la cosa juzgada material 
y las condiciones en que pudieren cambiar, es decir la variación del contexto en que las 
disposiciones se aplican y surten efectos (pp 26-28). 
 
La sentencia C-311 de 2002 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) esquematiza los 
elementos para que se presente cosa juzgada material, (i) declaración de inexequibilidad 
de un acto jurídico; (ii) que este acto jurídico se pretenda reproducir en otro y exista 
identidad material (identidad normativa y contextual) entre el precepto declarado 
inconstitucional y su reproducción; (iii) que la declaración de inexequibilidad se haya 
presentado por razones de fondo, no de forma; (iv) y que las disposiciones 
constitucionales contra las que hubo la confrontación se encuentren vigentes (pp 10-11). 
Además dispone el alcance de los fallos de exequibilidad y las opciones y el tratamiento 
que les ha dado. La Corte puede acatar el precedente o apartarse del mismo totalmente 
o el camino intermedio que sería llegar a la misma conclusión del precedente pero por 
razones distintas o diversas, cuando acata totalmente el precedente expresa estarse a lo 
resuelto en aquel, se resuelve la exequibilidad de la norma por las mismas razones del 
precedente; cuando se aparta totalmente del precedente esgrime las poderosas razones 
para declarar la inexequibilidad de la norma que antes había sido declarada exequible; o 
puede llegar a resolver la exequibilidad de la norma pero por razones diversas a las que 
arguyó en precedente (pp 17-18). 
 
La sentencia C-766 de 2013 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez) (reiterando lo 
dispuesto en el Auto 027A de 1998, M.P. Carlos Gaviria Díaz, y en las sentencias C-1299 
de 2005, M.P. Álvaro Tafur Gálvis, y 1300 de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra) 
determina que el órgano competente para la declaración de exequibilidad o 
inexequibilidad de un norma es la Sala Plena de la Corte Constitucional (p 26). 
 
Este recorrido jurisprudencial muestra que, en lo pertinente al caso concreto de la 
naturaleza jurídica del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA, se 
presentará este fenómeno, respecto de la parte resolutiva de la decisión que declaró la 
inexequibilidad y las razones que tienen relación directa con la misma (Sentencia C-131 
de 1993 pp 12-20), cuando las razones de la declaración son de fondo y no de forma, las 
disposiciones constitucionales contra las que se confrontó la estipulación ordinaria 
permanezcan (Sentencia C-311 de 2002, pp 10-11 entre otras) y la providencia de 
inexequibilidad haya sido proferida por la sala plena de la Corte Constitucional (Sentencia 
C-766 de 2013, p 26). 
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El objeto de estudio, la naturaleza jurídica del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería 
– COPNIA, en el artículo 25 de los proyectos de Ley 44 de 2001, Senado de la 
República, y 218 de 2002, Cámara de Representantes, disponía al CONIA así, 
 
El Consejo Profesional Nacional de Ingeniería, Copnia, continuará funcionando como la 
autoridad pública con funciones de Tribunal de Etica y policía administrativa, en la 
inspección, control y vigilancia del ejercicio de la ingeniería, sus profesiones afines y 
profesiones auxiliares, sin perjuicio de las demás que le asignen otras leyes concordantes 
o los decretos reglamentarios; ente autónomo con personería jurídica, autonomía 
administrativa y financiera y organización interna propia, de acuerdo con sus 
necesidades y determinación. (negrilla no original) 
 
En la parte resolutiva de la sentencia C-078 de 2003 se decidió declarar fundadas las 
objeciones presidenciales respecto al referido artículo 25, entre otros artículos, por faltar 
a lo establecido en el artículo 154 de la Constitución. 
 
Primero. Declarar FUNDADAS las objeciones presidenciales respecto de los artículos 25, 
26, 27, 28 y 80 del proyecto de Ley No. 44 de 2001 - Senado de la República-, 218 de 
2002 -Cámara de Representantes-, por cuanto estas disposiciones infringen el artículo 
154 de la Constitución. 
 
Las razones de la decisión de la mencionada sentencia C-078 de 2003 se encuentran en 
el numeral 3 de las Consideraciones de la Corte, pp 15-23, y son como ya se ha 
expuesto (apartado 7.1. El Consejo Profesional Nacional de Ingeniería –Copnia- fue 
extraído del Sector Central por el Decreto 2171 de 1992 artículo 163 y convertido en 
Órgano Autónomo e Independiente) que el proyecto de ley no contó con iniciativa del 
gobierno o con su aquiescencia y que no se encuentra adscrito a un Ministerio o 
Departamento Administrativo. 
 
Ateniéndonos a que la Cosa Juzgada Constitucional se predica de la parte resolutiva de 
la providencia que declara la inexequibilidad y las razones de la decisión que tengan 
relación directa con aquella, la adscripción a un Ministerio o Departamento Administrativo 
es una óbiter dicta y sería un criterio auxiliar para una próxima decisión; la razón de 
fondo es la carencia de la iniciativa gubernamental en el proyecto de ley o su 
aquiescencia. 
 
La manera como la Corte llega a la conclusión de que el acto que crea una entidad 
descentralizada del orden nacional debe encontrarse adscrita a un Ministerio o 
Departamento Administrativo se basa en el artículo 210 de la Constitución así, 
 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 210 de la Constitución, la ley establecerá el 
régimen jurídico de las entidades descentralizadas y por lo tanto el acto de creación de un 
organismo o entidad administrativa deberá cumplir con los requisitos exigidos en el 
artículo 50 de la Ley 489 de 1998. 
 
El numeral 6 del artículo 50 de la Ley 489 de 1998 establece que el acto de creación de 
una entidad descentralizada del orden nacional debe determinar el Ministerio o 
Departamento Administrativo al cual estará adscrito o vinculado la nueva entidad 
descentralizada. 
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No obstante, como se ha expuesto a lo largo de este escrito, los requisitos 
constitucionales de la creación de un órgano autónomo e independiente no pasan por la 
Ley 489 de 1998 sino que provienen directamente de la Constitución, el artículo 113, el 
artículo 150.7 y 154 con base en la sentencia C-150 de 2003 y en consecuencia no 
requiere de expresión de Ministerio o Departamento Administrativo al cual se encuentre 
adscrito un órgano de esta naturaleza. 
 
Las razones de la declaración de inexequibilidad del artículo 25 de los proyectos de Ley 
que a la postre se convertirían en la Ley 842 de 2003 no son de fondo. A lo largo de la 
argumentación entregada en la sentencia C-078 de 2003 para la declaración de 
inconstitucionalidad por la objeción presidencial al artículo 25 de los proyectos de Ley 44 
de 2001, Senado de la República, y 218 de 2002, Cámara de Representantes, tal como 
se concluye en la parte resolutiva es que estos proyectos de Ley no contaron con 
iniciativa del gobierno, como lo dispone el artículo 154 superior, y esta iniciativa no tiene 
que ver con vulneraciones sustanciales a la constitución, contrariar un precepto de la 
dogmática, verbigracia, igualdad, principio de legalidad de los tipos disciplinarios, etc., 
sino la iniciativa, que para este tipo de proyectos de Ley debe tenerla el Gobierno y no 
nacer en el legislativo, tratándose de un asunto meramente de trámite, de forma. Esto no 
quiere decir que al ser de forma sea de poca valía, es tanto su valor que fue la razón 
fundamental para la declaración de inconstitucionalidad ya que al tratarse de normas de 
especial importancia para el Estado la Constitución misma prevé una forma especial en 
la que intervengan la rama ejecutiva y la legislativa. 
 
El último rasgo importante para la caracterización de cosa juzgada constitucional en el 
presente objeto de estudio es que la declaración de inexequibilidad haya sido proferida 
por la Sala Plena de la Corte Constitucional. Para el caso en estudio la declaración de 
inexequibilidad fue proferida por la sala plena de acuerdo con lo preceptuado en el 
artículo 167 de la Constitución y el Decreto 2067 de 1991, en especial el artículo 32. 
 
Así las cosas la declaración de inexequibilidad no hace tránsito a cosa juzgada 
constitucional en lo que atañe al artículo 25 de los proyectos de Ley 44 de 2001, Senado 
de la República, 218 de 2002, Cámara de Representantes, fundamentalmente porque se 
trata de un requisito de forma la razón principal de la inconstitucionalidad, esto es la 
iniciativa gubernamental en el proyecto de Ley o su aquiescencia. 
 
No obstante este requisito es ineludible no por las razones de inconstitucionalidad del 
tantas veces mencionado artículo 25 sino porque se trata de un requisito determinante 
para que una entidad sea estipulada como Órgano Autónomo e Independiente; en este 
caso se crea formalmente al COPNIA como un órgano de esta naturaleza. Es decir que 
como se ha expuesto para la tipificación legal del Consejo Profesional Nacional de 
Ingeniería como Órgano Autónomo e Independiente de los previstos en el artículo 113 
superior de creación legal, tal como se dispone en la sentencia C-150 de 2003 (M.P. 
Manuel José Cepeda Espinosa), tiene amplia facultad dispositiva el Congreso de la 
República pero al tratarse de las leyes del numeral 7 del artículo 150 de la Constitución 
debe acatar el mandato expreso del artículo 154 de la Carta que ordena que debe tener 
iniciativa gubernamental. 
 
Ahora, al no constituirse Cosa Juzgada Constitucional, fundamentalmente porque las 
razones de la decisión no son de fondo, sino de forma (C-311 de 2002, M.P. Manuel José 
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Cepeda Espinosa), inclusive podría proponerse un artículo idéntico no solamente en su 
contenido normativo, en el sentido de la norma, sino formalmente, es decir que 
comparado con el artículo 25 de los proyectos de Ley 44 de 2001 y 218 de 2002 de 
Senado y Cámara sean iguales. 
 
Pero lo más plausible es expresar claramente en el precepto que establezca la 
naturaleza jurídica del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA que (i) se 
trata de un órgano autónomo e independiente (ii) con autonomía administrativa y 
financiera y personería jurídica (iii) para el ejercicio de la inspección, vigilancia y control 
de la ingeniería, profesiones afines y profesiones auxiliares (iv) de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 113 y 26 de la Constitución Política (v) en virtud de los 
principios de la función administrativa estipulados en el artículo 209 Superior y 
desarrollados en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo o la norma que haga sus veces. En la exposición de motivos es adecuado 
explicar que el acto jurídico que establece explícitamente la naturaleza jurídica del 
COPNIA no se rige por el artículo 50 de la Ley 489 de 1998 toda vez que su naturaleza 
se circunscribe a los órganos prescritos en el artículo 113 superior que de acuerdo con lo 
dispuesto en el sentencia C-150 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) son de 
estipulación legal sin contar más que con los requisitos de la Constitución basados en el 
artículo 150 numeral 7 por lo cual deben contar con iniciativa gubernamental, artículo 
154. 
 
  
8. Conclusiones 
En virtud del artículo 26 de la Constitución Política de Colombia es un derecho 
fundamental la libertad de elección de profesión y/u oficio, sin embargo tendrán 
inspección, vigilancia y control las profesiones y oficios cuyo ejercicio entrañe riesgo para 
la sociedad. 
 
Las herramientas que se cuentan para la inspección, vigilancia y control del ejercicio de 
las profesiones y/u oficios que envuelven riesgo social son la exigencia de títulos de 
idoneidad, la matrícula profesional y los denominados códigos de ética profesional. 
 
Estas herramientas deben ser establecidas por el legislador mediante ley ordinaria, 
reserva de ley, ya que a pesar de tratarse de un derecho fundamental que en principio 
debería tener una ley cualificada, ley estatutaria, este tipo de ley se encuentra reservado 
para temas que traten directamente el núcleo del respectivo derecho fundamental ya que 
de lo contrario se vaciaría la competencia y temas de las leyes ordinarias puesto que 
finalmente todos los temas en general indirectamente tienen que ver con derechos 
fundamentales. 
 
Con el desarrollo del Estado Liberal en su concepción de Estado Social de Derecho se 
pasó de una mera formulación de derechos a la propensión por la materialización de los 
mismos lo cual ha implicado un crecimiento del aparato estatal debiendo asumir sus 
órganos funciones de la más variada especie con el objeto del cumplimiento de los fines 
estatales consagrados principalmente en el preámbulo de la Constitución y en su artículo 
segundo siguiendo los principios del artículo 209. 
 
Si bien en la Constitución no se encuentra expresamente consagrada la potestad 
sancionadora del estado, esta se infiere de lo establecido en el artículo 29 superior que 
consagra el debido proceso tanto para las actuaciones judiciales como administrativas; el 
Estado cuenta con la potestad sancionadora para la protección del ordenamiento jurídico 
y los fines y preceptos de raigambre constitucional; si alguno de los asociados decide 
apartarse del pacto social el Estado cuenta con el ius puniendi para, mediante el aparato 
coercitivo, y basados un debido proceso busque la corrección de los responsables. 
 
La potestad sancionadora del Estado, ius puniendi, tiene una variante judicial, 
especialmente en el derecho penal, y otra administrativa en los procedimientos 
administrativos sancionatorios que a su vez son disciplinarios, para la preservación de la 
función pública, y correctivos, que tienen una gran variedad de acepciones siendo sujetos 
pasibles de la acción los particulares que se encuentran en las materias susceptibles de 
corrección, ejercicio profesional, tributos, tránsito, medio ambiente, etc. 
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La reforma constitucional de 1968 instituyó entre otros principios los de la 
descentralización administrativa y por servicios. Se inició de esta manera la tradición de 
la República Unitaria, descentralizada territorialmente y por servicios consagrada 
posteriormente en la Constitución de 1991. Desde el punto de vista teórico existen 4 tipos 
de descentralización, la espacial, la de mercado, la política y la administrativa. En la 
consagración constitucional se encuentra una mezcla de elementos de estos 4 tipos de 
descentralización, la descentralización territorial apareja la descentralización espacial y la 
descentralización política en los entes territoriales que cuentan con autonomía política, 
administrativa, financiera en un determinado territorio y con unas competencias limitadas; 
la descentralización por servicios o funcional envuelve la descentralización administrativa 
que puede ser también territorial, en el nivel nacional, departamental o municipal, siendo 
la principal característica la especialización en la prestación de un servicio o en general 
en el cumplimiento de su misión y la realización de los fines del Estado. La 
descentralización hacia el mercado que es la entrega de competencia y funciones a 
particulares para la satisfacción de necesidades que en la Constitución se observa en los 
servicios públicos, la salud y la educación por ejemplo. 
 
Si el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería (y Arquitectura en su momento) 
sufragaba sus gastos del presupuesto del Ministerio de Obras Públicas y Trasporte hasta 
su reestructuración en la cual se dispuso que el COPNIA dispondría de los fondos de 
registro profesional y permisos temporales, en la actualidad, para la satisfacción de los 
costos de planta de personal y demás, y además en dicho decreto de reestructuración 
del Ministerio el COPNIA no fue incluido como Unidad Ministerial ni como entidad 
adscrita al ministerio, no se observa otro camino que concluir que por medio del artículo 
163 del Decreto 2171 de 1992 el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería (y 
Arquitectura en ese entonces) fue extraído del sector central al entregarle autonomía e 
independencia material y no adscribirlo a ministerio alguno. 
 
El artículo 163 del Decreto 2171 de 1992 le entregó al COPNIA autonomía administrativa 
y financiera ya que estableció que el mismo Consejo determinaría su planta de personal 
y dispondría de los recursos obtenidos por cuenta del recaudo de la tasa (Consejo de 
Estado, Sentencia de 16 de junio de 1998, Expediente AI009, CP Ernesto Rafael Ariza 
Muñoz) del registro profesional para el coste de sus gastos que no se entiende otros que 
los de planta de personal y el debido funcionamiento para el cumplimiento de su misión 
como Autoridad encargada de la Inspección, Vigilancia y Control del ejercicio de la 
ingeniería (Artículo 26 superior). Se trata de autonomía administrativa puesto que el 
Consejo tiene la facultad de determinar su gestión para el cumplimiento de sus fines y es 
autonomía financiera ya que se faculta para la determinación de la gestión de sus propios 
recursos. Por autonomía puede entenderse la facultad para autonormarse y 
autogestionarse, la capacidad para darse sus reglamentos y gestionar sus asuntos, en 
mayor o menor medida, de acuerdo con la Constitución, la Ley y las normas especiales 
que determinen la facultad de autonomía, tal como se expuso el apartado 1.3.2.-La 
Descentralización Territorial y Administrativa. 
 
El artículo 113 de la Constitución, como se ha expuesto en el apartado 2.3.1.-Sobre 
Órganos Autónomos e Independientes, prescribe que además de las tres ramas del 
poder público, ejecutiva, legislativa y judicial, existen otros órganos autónomos e 
independientes para las demás funciones del Estado; además de acuerdo con el artículo 
150.7 el legislativo cuenta con suficiente discrecionalidad para determinar la estructura 
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de la administración nacional por medio de otras entidades del orden nacional aparte de 
los ministerios, departamentos administrativos, superintendencias y establecimientos 
públicos, guardando ciertamente que la iniciativa en la respectiva ley provenga del 
Gobierno de acuerdo el artículo 154 ibídem. 
 
Al ser la inspección y vigilancia del ejercicio profesional, de la ingeniería en el caso del 
COPNIA, una herramienta para la protección de la sociedad y en últimas para garantizar 
el derecho fundamental a la libertad de elección de profesión u oficio, artículo 26 de la 
C.P., (ver 2.1.2.2.-El riesgo social y la inspección y vigilancia); al ser la efectividad y 
garantía de los derechos, preámbulo y artículo 2 de la C.P., una de las finalidades que 
debe acometer el Estado y que el cumplimiento adecuado de los fines del estado es el 
propósito de la función administrativa, se concluye necesariamente que el Consejo 
Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA es una entidad pública y Autoridad 
Administrativa que ejerce función administrativa, en la órbita de la potestad sancionadora 
de la administración por medio del derecho administrativo sancionador, con el objetivo 
del cumplimiento de su misión, la inspección, vigilancia del ejercicio profesional de la 
ingeniería, sus profesiones afines y auxiliares. 
 
En la Administración Pública hay otras entidades que a pesar de no pertenecer a la rama 
ejecutiva del poder público, ejercen función administrativa y profieren actos 
administrativos, siendo conocidos por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, 
como los órganos de control, que gozan de autonomía e independencia, cuyo arquetipo 
son las decisiones de la Procuraduría General de la Nación; igualmente las Autoridades 
Electorales, las Corporaciones Autónomas Regionales, los Entes Universitarios 
Autónomos y la Banca Central. Sobra decir que cumplen función administrativa 
principalmente porque su misión se enmarca dentro de los fines del Estado y además se 
encuentran enmarcados dentro del Ámbito de aplicación de los procedimientos 
administrativos del artículo 2 de la Ley 1437 de 2011, CPACA, como “Autoridades”. 
 
El COPNIA profiere Actos Administrativos siendo una autoridad que ejerce función 
administrativa y expide declaraciones unilaterales de voluntad que produce efectos 
jurídicos de las que conoce la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. En tanto no 
hay unanimidad en cuanto a una definición se han visto algunos criterios relevantes a la 
hora de intentar una noción y diferenciación referente a otros actos del Estado: el criterio 
orgánico o subjetivo, que mira el órgano que expide el acto administrativo; el criterio 
material o funcional: según el cual el acto debe expedirse con base en la función 
administrativa; el criterio de la jurisdicción: aquellos actos de los que conozca la 
jurisdicción contencioso administrativa. Se trata de una declaración unilateral de 
voluntad; proferida en ejercicio de función administrativa; con capacidad de producir 
efectos jurídicos, cree, modifique o extinga una situación jurídica; acto del cual conoce la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
La autonomía e independencia del COPNIA maximiza la transparencia e imparcialidad en 
el ejercicio de su misión constitucional y legal. La autonomía le entrega especialidad y 
especificidad de su función misional lo cual es límite para la misma entidad como para las 
demás que deben velar por su ejercicio pleno al no injerir en sus decisiones. Las 
regulaciones “sectoriales” entregan independencia y “aíslan” a las entidades en su 
ejercicio misional lo cual redunda en transparencia e imparcialidad puesto que otorga 
reglas claras para el desarrollo y de esta forma la sociedad, las organizaciones del 
sector, así como los entes de control contribuyen en los pertinentes controles que todo 
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órgano debe tener en la ejecución de su presupuesto, máxime cuando se trata de 
recursos públicos. El desarrollo misional de todas las entidades debe ser de cara a la 
sociedad para que se lleve al mínimo conductas que las puedan desviar de su propósito. 
 
Las razones de la decisión de la mencionada sentencia C-078 de 2003 se encuentran en 
el numeral 3 de las Consideraciones de la Corte, pp 15-23, siendo que el proyecto de ley 
no contó con iniciativa del gobierno o con su aquiescencia y que no se encuentra adscrito 
a un Ministerio o Departamento Administrativo (apartado 7.1. El Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería –Copnia- fue extraído del Sector Central por el Decreto 2171 de 
1992 artículo 163 y convertido en Órgano Autónomo e Independiente). 
 
La Cosa Juzgada Constitucional se predica de la parte resolutiva de la providencia que 
declara la inexequibilidad y las razones de la decisión que tengan relación directa con 
aquella por lo cual la adscripción a un Ministerio o Departamento Administrativo es una 
óbiter dicta y sería un criterio auxiliar para una próxima decisión; la razón de fondo es la 
carencia de la iniciativa gubernamental en el proyecto de ley o su aquiescencia. 
 
Los requisitos constitucionales de la creación de un órgano autónomo e independiente no 
pasan por la Ley 489 de 1998 sino que provienen directamente de la Constitución, el 
artículo 113, el artículo 150.7 y 154 con base en la sentencia C-150 de 2003 y en 
consecuencia no requiere de expresión de Ministerio o Departamento Administrativo al 
cual se encuentre adscrito un órgano de esta naturaleza. 
 
Las razones de la declaración de inexequibilidad del artículo 25 de los proyectos de Ley 
que a la postre se convertirían en la Ley 842 de 2003 no son de fondo. A lo largo de la 
argumentación entregada en la sentencia C-078 de 2003 para la declaración de 
inconstitucionalidad por la objeción presidencial al artículo 25 de los proyectos de Ley 44 
de 2001, Senado de la República, y 218 de 2002, Cámara de Representantes, tal como 
se concluye en la parte resolutiva es que estos proyectos de Ley no contaron con 
iniciativa del gobierno, como lo dispone el artículo 154 superior, y esta iniciativa no tiene 
que ver con vulneraciones sustanciales a la constitución, contrariar un precepto de la 
dogmática, verbigracia, igualdad, principio de legalidad de los tipos disciplinarios, etc., 
sino la iniciativa, que para este tipo de proyectos de Ley debe tenerla el Gobierno y no 
nacer en el legislativo, tratándose de un asunto meramente de trámite, de forma. 
 
La declaración de inexequibilidad no hace tránsito a cosa juzgada constitucional en lo 
que atañe al artículo 25 de los proyectos de Ley 44 de 2001, Senado de la República, 
218 de 2002, Cámara de Representantes, fundamentalmente porque se trata de un 
requisito de forma la razón principal de la inconstitucionalidad, esto es la iniciativa 
gubernamental en el proyecto de Ley o su aquiescencia. 
 
No obstante este requisito es ineludible no por las razones de inconstitucionalidad del 
tantas veces mencionado artículo 25 sino porque se trata de un requisito determinante 
para que una entidad sea estipulada como Órgano Autónomo e Independiente; en este 
caso se crea formalmente al COPNIA como un órgano de esta naturaleza. Es decir que 
como se ha expuesto para la tipificación legal del Consejo Profesional Nacional de 
Ingeniería como Órgano Autónomo e Independiente de los previstos en el artículo 113 
superior de creación legal, tal como se dispone en la sentencia C-150 de 2003 (M.P. 
Manuel José Cepeda Espinosa), tiene amplia facultad dispositiva el Congreso de la 
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República pero al tratarse de las leyes del numeral 7 del artículo 150 de la Constitución 
debe acatar el mandato expreso del artículo 154 de la Carta que ordena que debe tener 
iniciativa gubernamental. 
 
Al no constituirse Cosa Juzgada Constitucional, fundamentalmente porque las razones 
de la decisión no son de fondo, sino de forma (C-311 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa), inclusive podría proponerse un artículo idéntico no solamente en su contenido 
normativo, en el sentido de la norma, sino formalmente, es decir que comparado con el 
artículo 25 de los proyectos de Ley 44 de 2001 y 218 de 2002 de Senado y Cámara sean 
iguales. 
 
Pero lo más plausible es expresar claramente en el precepto que establezca la 
naturaleza jurídica del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería – COPNIA que (i) se 
trata de un órgano autónomo e independiente (ii) con autonomía administrativa y 
financiera y personería jurídica (iii) para el ejercicio de la inspección, vigilancia y control 
de la ingeniería, profesiones afines y profesiones auxiliares (iv) de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 113 y 26 de la Constitución Política (v) en virtud de los 
principios de la función administrativa estipulados en el artículo 209 Superior y 
desarrollados en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo o la norma que haga sus veces. En la exposición de motivos es adecuado 
explicar que el acto jurídico que establece explícitamente la naturaleza jurídica del 
COPNIA no se rige por el artículo 50 de la Ley 489 de 1998 toda vez que su naturaleza 
se circunscribe a los órganos prescritos en el artículo 113 superior que de acuerdo con lo 
dispuesto en el sentencia C-150 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa) son de 
estipulación legal sin contar más que con los requisitos de la Constitución basados en el 
artículo 150 numeral 7 por lo cual deben contar con iniciativa gubernamental, artículo 
154. 
 
Siendo el COPNIA una entidad pública con autonomía e independencia del orden 
nacional, no contando con norma especial en cuanto a la manera de proveer cargos, o en 
la ejecución de recursos públicos, se regula por el régimen general de función pública, de 
contratación, de control judicial de sus actos por la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa y por tanto los órganos de control ejercen la respectiva inspección y 
vigilancia sobre sus funcionarios (procuraduría general de la nación) y sobre la ejecución 
de recursos públicos (contraloría general de la república). 
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